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INIKODUCC I 6N 



"...el expositor del Derecho Constitucional 

no debe contraerse al simple comentario, mu 

chas veces superficial, de las institucio-

nes de dicho ordenamiento, sino extender su 

labor investigadora a la circunstancialidad 

histórica que las originó, al análisis de 

los principios pollticos, económicos, socia 

les y filosóficos sobre los que se cimentan 

y a su misma critica valorativa." 

Ignacio burgoa. 

Nuestro pais cambia a pasos agigantados. Somos testigos de gran 

des acontecimientos, algunos nos deshonran, otros nos gratifican. En 

tre los primeros tenemos la miseria que se adueRa de vastos sectores 

de nuestra población debido al desempleo y a la calda del ingreso. 

La falta de seguridad, con su impronta de temor ciudadano ya que son 

los cuerpos de seguridad plblica los principales delincuentes. Los 

crímenes políticos que generan inestabilidad en el sistema. Lo ine-

quitativo de los procesos electorales, tanto federales como locales, 

que transforma a las elecciones en una aberrante forma de burlar a 

la voluntad popular. La grave crisis económica en que se encuentra 

inmerso el país derivada del acatamiento a las políticas económicas 

impuestas a México por el capital extranjero y los organismos finan-

cieros internacionales. Los problemas derivados del levantamiento ar, 

mado zapatista en el Estado de Chiapas, afortunadamente en proceso 

de solución. El problema de las carteras vencidas y la conflictiva 

social que trae como consecuencia. Entre los cambios gratificantes 

hay que destacar, el despertar de amplios sectores de la sociedad me 
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xicana, con el interés manifiesto de participar en la actividad poli 

tica llenando los espacios dejados por los partidos politicce. El es 

fuerzo de algunos medios de comunicación por hacer realidad el dere 

cho a la información. La amplia participación social por la paz en 

el Estado Chiapas, También debemos mencionar el diálogo politica que 

impulsa el gobierno para la "reforma del estado". 

En este breve marco nacional, que no pretende agotar la dinámica 

de nuestro país, hay una constante que actúa sobre el mencionado en 

torno: el Poder Ejecutivo de la Nación, o mejor dicho, el Presidente 

de la República en turno con un poder omnimodo que avasalla y arro-

lla, que esclaviza y libera, que da a ganar fortunas o hunde en la 

miseria, que devela y oculta, que corrompe o destruye a sus oponen-

tes, que hace justicia o garantiza impunidad; en suma, un poder que 

escapa, en muchas ocasiones, a cualquier tipo de control. 

Por lo anterior, los juristas debemos volcar nuestros esfuerzos 

hacia el Derecho Constitucional y específicamente a la Constitución. 

En el articulo 89 de la Carta Magna, en sus diversas fracciones, se 

plasman las principales facultades y obligaciones del Presidente de 

la República -mismas que se complementan con el contenido de otros 

'preceptos constitucionales-, cabe hacer notar que, en la norma cita 

da, contrastan la gran cantidad de facultades, con lo reducido de 

las obligaciones a cargo de este órgano del poder público mexicano. 

La presente tesis pretende fundamentar la necesidad de una reforma 

al articulo 89 de la Constitución Politica de los Estados Unidos Ma 

xicanos, no intentamos ocuparnos de cuestiones teórico-conceptuales 

relacionadas con el Derecho Constitucional, consideramos que existen 
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excelentes obras doctrinales que definen satisfactoriamente los con 

ceptos fundamentales de nuestra materia, por lo que ocuparnos de la 

problemática que significa definir los conceptos fundamentales del 

Derecho Constitucional, seria exceder nuestro objeto de estudio, que 

como ya lo mencionamos pretende contraerse al articulo 89 de nuestra 

Carta fundamental. Debido quizás a la necesidad de abordar en una 

obra la complejidad del Derecho Constitucional, los tratadistas que 

se ocupan del Derecho Constitucional mexicano, no hacen un estudio 

detallado de las facultades y obligaciones presidenciales consigna-

das en el articulo 89 constitucional, baste una rápida consulta a di 

versas obras de autores mexicanos para darnos cuenta de esta reali-

dad. 

El objeto de estudio de la tesis es el análisis histórico-juridj 

co del precepto constitucional mencionado, con la idea de llegar a 

su reforma y con el propósito de instituir mayores controles y obli-

gaciones a cargo del titular del Poder Ejecutivo. El capitulo prime-

ro aborda la cuestión histórica del articulo 89 constitucional, po-

niendo énfasis en su evolución. No sólo nos ocuparemos de los docu-

mentos que tuvieron vigencia, sino que, por su importancia, también 

veremos documentos que se quedaron en proyecto y que dan coherencia 

lógica a nuestra retrospectiva. En el capitulo segundo estudiaremos 

al articulo 89 de la Constitución de 1917 y sus reformas; además, 

el ánimo de mostrar el desarrollo juridico de dicho precepto, incluí 

mos es este capitulo el análisis del articulo 69 de la Constitución 

Mexicana que se encuentra vigente y que eg uno de los temas de nues-

tra tesis. En el capitulo tercero analizaremos brevemente el fenóme-

no del presidencialismo mexicano post-revolucionario, cabe aclarar 



que sólo lo haremos para complementar el contenido de nuestro estu-

dio, por lo que no pretendemos agotar este tema; además, en forma so 

mera, mencionaremos otras atribuciones del Presidente de la Repóbli-

ca establecidas en la Carta Magna y que son relevantes en nuestra te 

sis. Por ultimo, y como parte de nuestras conclusiones, razonaremos 

el porque de una reforma a esta norma y aportaremos un texto de arti 

culo 89 constitucional que, en nuestro concepto, sea más acorde con 

un rógimen jurídico de control del Poder Ejecutivo. 

Ya que en este fin de milenio el Poder Ejecutivo es el centro 

del debate -los ejemplos de Brasil, Venezuela, Perl, Colombia, Ita-

lia, Francia, etc., así lo demuestran-, es el momento de limitar la 

esfera jurídica de actuación de este órgano del poder plblico mexica 

no, estableciendo, imaginativamente y sin plegarse a rigidos moldes 

doctrinales, sus facultades y obligaciones, evitando la discreciona-

lidad e incluso la ilegalidad en la que, en algunas ocasiones, se 

mueve el Presidente de la Repáblica en turno, contribuyendo en esta 

forma al cambio en las instituciones jurídico-políticas de nuestro 

régimen constitucional. 



CAPITULO PRIMERO 

"ANTECEDENTES CONSTITUCIONALES DEL ARTICULO $9 DE LA 
CONSTITUCIÓN POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS" 

1) 
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"Por cumplir una misión eminentemen-

te social, el derecho constitucional 

no puede desarticularse de lo histó-

rico." 

Felipe Tena Ramírez. 

I. ANTECEDENTES CONSTITUCIONALES. 

1) Constitución de Cadiz de 1812. 

En 1808 Napoleón Ponaparte invade España, logra que Fernando VII 

abdique a la corona española a favor de su padre, Carlos IV, este he 

cho tenla como antecedente la renuncia previa del propio Carlos IV a 

favor de su hijo Fernando VII. Napoleón coloca en el trono de España 

a su hermano José Donaparte, lo que provoca una férrea resistencia 

al invasor por parte del pueblo español, quien, haciendo gala de un 

gran sentido del humor bautiza al usurpador como "Pepe Botella". En 

el mes de septiembre de 1810 se reunen las Cortes españolas en la 

ciudad de Cádiz y expiden un decreto convocando a las Cortes Consti 

tuyentes, a estas Cortes se convoca a representantes de las colonias 

españolas en ultramar. De la Nueva España destacan en las Cortes Mi-

guel Ramos Arizpe y José Miguel Guridi y Alcocer. En ese mismo ano, 

1810, se inicia la lucha de Independencia Mexicana. El 19 de marzo 

de 1812, las Cortes Generales y Extraordinarias de la Nación Españo-

la expiden la primera Constitución Monárquica de EspaRap esta constl 

tución es jurada el 30 de septiembre de 1012. De la Constitución de 

Cádiz dice el constitucionalista Jorge Sayeg Heliii"En 10 Mulos -1. 

De la nación española y de los españoles ; II. Del territorio de las 
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Espagas, su religión y gobierno, y de las ciudades espagolas; III. 

De las Cortes; IV. Del rey; V. De los tribunales y de la administro 

ción de justicia en lo civil y en lo criminal; VI. Del gobierno ante 

rior de las provincias y de los pueblos; VII. De las contribuciones; 

VIII. De la fuerza militar nacional; IX. De la instrucción pdblica; 

X. De la observancia de la Constitución, y modo de proceder para ha-

cer variaciones a ella- recogió la Carta de 1812 los ideales polítj 

cos del pueblo espagol..." (1) 

Es en el ordenamiento constitucional espagol, promulgado el 19 

de marzo de 1012, y jurado el 30 de septiembre de 1812, donde por 

primera vez encontramos un antecedente directo de nuestro articulo 

89 de nuestra Carta Magna. 

De la Constitución de Cádiz de 1812, importa para los propósitos 

de este trabajo el titulo IV, en el que se trataba lo relacionado 

con el rey, y especificamente los artículos del 170 al 172 en los 

que se establecen diversas facultades reservadas al rey, como titu-

lar del Poder Ejecutivo español. 

El Articulo 170 le concede al rey "La potestad de hacer ejecutar 

las leyes", actividad que de antaío se ha reservado al titular de la 

facultad ejecutiva, y extiende la autoridad real a "todo cuando con 

duce a la conservación del orden plblico en lo interior y a la segu-

ridad del Estado en lo exterior", esta facultad tan amplia se sujeta 

al imperio de la propia constitución y las leyes. 

(I) 5ayeg Heli.i, Jorge, El constitucionalismo social mexicano. la. 
Edición. Fondo de Cultura Econ¿smica, México, 1991. pág. 



Otras prerrogativas reales se mencionan en el articulo 171. Este 

precepto se divide en dos párrafos, el segundo a su vez se divide en 

dieciséis apartados. El párrafo primero faculta al rey para "sancio-

nar las leyes y promulgarlas". Cada uno de los dieciséis apartados 

subsecuentes establecen diversas prerrogativas a favor del rey que 

intentaremos exponer en forma sistematizadat la facultad reglamenta 

ría se consigna en el apartado primero; la relacionada con la admi-

nistración de justicia, cuidando que sea pronta y cumplida, en el se 

gundo; los apartados cuarto, quinto, y décimo sexto hacen mención de 

las diversas facultades reales para expedir nombramientos de magis-

trados, empleados civiles y militares, de secretarios de estado y 

del despacho; además, en el caso de estos dltimos, puede removerlos 

libremente. Los apartados tercero y noveno le permiten declarar la 

guerra y disponer de la fuerza armada; ademas, segdn el apartado sée 

timo, al rey le corresponde entregar los honores y distinciones; tam 

bién es el director de la politica exterior como lo establece el 

apartado décimo; el rey cuidaba de la fabricación de moneda y de la-

"inversión de los fondos destinados a cada uno de los ramos de la ad 

ministración pdblica", lo que le permitia contar con una gran fuerza 

económica, segdn los apartados undécimo y duodécimo; la facultad pa-

ra indultar delincuentes la contenta el apartado décimo tercero; el 

apartado décimo cuarto le permite al rey intervenir en el proceso le 

gislativo proponiendo leyes o reformas a las leyes, prerrogativas 

que se relacionan con el párrafo primero de este precepto; los apar-

tados sexto y decimoquinto permiten la intervención real en algunas 

materias relacionadas con la religión como son& presentar candidatos 

para los obispados, dignidades y beneficios eclesiásticos previa pr2 

puesta del Consejo de Estado, otorgar el pase o retener los decretos 
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Conciliares y bulas Pontificias con el consentimiento de las Cortes, 

El articulo 172 reviste especial importancia ya que, a pesar de 

lo absoluto que parece el poder real, en el articulo que antecede, 

lleva el sugestivo titulo de "restricciones de la autoridad del Rey. 

.." Esta norma se divide en doce apartados. El apartado primero pro-

hibe al rey impedir la celebración de las Cortes, suspenderlas o di-

solverlas u obstaculizarlas, bajo pena a los que auxilien al rey o 

lo aconsejen en estas conductas, a ser perseguidos como traidores. 

El segundo, obliga al rey a pedir permiso a las Cortes para ausentar 

se del pais, la penalidad en caso de violación de esta disposición 

es considerar que el rey abdica a la corona. El apartado tercero im 

pide al rey enajenar, ceder, renunciar o traspasar la autoridad real 

o cualquiera de sus prerrogativas; también le impone la obligación, 

en caso de que desee abdicar a favor de un sucesor, de obtener el 

consentimiento previo de las Cortes. Esta institución es producto de 

la experiencia histórica espaRola. El cuarto le prohibe ceder, enaje 

nar o permutar el territorio espaRol, relacionado con este apartado, 

el séptimo le impide enajenar o ceder bienes nacionales espaRoles. 

Los apartados quinto y sexto limitan la autoridad real para la cele-

bración de alianzas ofensivas, tratados especiales de comercio y el 

otorgamiento de subsidios a potencias extranjeras, puesto que exige 

para la celebración de ;retos actos el consentimiento previo de las 

Cortes; esto se relaciona con el contenido de los apartados décimo, 

undécimo y duodécimo del articulo 171. En el apartado octavo se ex-

cluye al rey de la materia impositiva, al establecer que las contri-

buciones serán decretadas por las Cortes, también le veda el hacer 

pedidas bajo cualquier nombre o para cualquier otro objeto, La prohj 
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bición de conceder privilegios exclusivos a "persona ni corporación 

alguna", se establece en el apartado noveno. La expropiación por cau 

sa de utilidad plblica la consigna el apartado décimo, con la taxati 

va a la autoridad de otorgar previa indemnización "y se le dé el 

buen cambio o bien vista de hombres buenos". En el apartado undécimo 

se prohibe al rey privar de su libertad e imponer penas a persona al 

guna, excluyéndolo de la actividad jurisdiccional; aunque se hace la 

excepción del caso en que "el bien coman y seguridad del Estado exi-

jan el arresto,..", pero se limita la excepción por el hecho de que 

•l detenido debe ser puesto a disposición del juez o tribunal compe-

tente, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a su arresto. 

En el apartado duodécimo, se obligaba al rey a dar parte de su matri 

monto a las Cortes, sino lo hacia se consideraba que abdicaba a la -

corona. 

El mérito de la Constitución espaRola de 1012 radica en que: "El 

espíritu liberal del Código gaditano, sin embargo, estaría destinado 

a informar los movimientos emancipadores de la Nueva EspaRa, y el 

despertar de un pueblo que, a su amparo iniciaba su vida constitucio 

nal."(2) En la Constitución gaditana se regulaba con precisa técnica 

jurídica las facultades y limitaciones del soberano, quién tenia la 

titularidad de las funciones administrativas y de representacion del 

Estado EspaRol. A pesar de su excelente técnica jurídica, los articu 

los 170 al 172 de la Constitución espaRola de 1612 no eliminan el fe 

nómeno de la concentración de un enorme poder en la persona del rey; 

el soberano es quien realmente administra, legisla y hace justicia. 

Por fortuna con las llamadas "restricciones" a la autoridad real 

(2) Sayeg Held, Jorge, Opus cit., pAg. 76. 
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se pretende paliar la arbitrariedad en la actuacion del monarca, y 

se oponen a la enorme cantidad de prerrogativas y facultades estable 

vidas en los artículos 170 y 171. Destaca la prohibición de imponer 

penas y de privar de su libertad a persona alguna, que es la base 

del respeto a la integridad personal en todo estado de derecho, sin 

embargo pronto se opaca con la excepción que se establece en su con 

tra en aras del "bien coman y seguridad del Estado". 

2) Constitución de Apatzingén de 1614. 

Este documento constitucional forma parte del ideario político 

de José Maria Morelos y Pavón, uno de nuestros más insignes insurgen 

tes. Morelos, con enorme visión politica, decide reunir a un Congre- 

so Nacional en Chilpancingo. El Congreso se instala el 14 de septiem 

bre de 1813 y en su primera sesión Morelos da a conocer su programa 

político contenido en el documento titulado "Sentimientos de la Na-

ción", en el trata cuestiones relacionadas con la libertad e indepen 

dencia, la soberanía, la división de poderes, la religión, la supre-

sión de diezmos y primicias, la renovación de funcionarios páblicos, 

el gobierno liberal y la lucha contra la tiranía, la proscripción de 

la esclavitud, la generalidad de la ley, la inviolabilidad del domi-

cilio, la eliminación de la tortura y las excesivas cargas fiscales, 

entre otras materias. En noviembre de ése mismo aso, el Congreso pro 

mulga el acta de "Declaración de independencia". Debido a la presión 

del Ejército virreinal, el Congreso se ve obligado a huir primero a 

Tlacotepec, Morelos y posteriormente a la ciudad de ApatzingAn, Mi-

choacán; en ese lugar, el 22 de octubre de 1014, se promulga el "De-

creto Constitucional para la Libertad de la América Mexicana", nom- 
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bre oficial de la Constitución de ApatzingAn. En dicho documento 

constitucional se establece un órgano colegiado para ejercer la tito 

laridad del Poder Ejecutivo denominado "Supremo Gobierno". Con esto 

el Congreso se reserva la facultad para iniciar leyes, dejando en el 

Supremo Gobierno la promulgación de las mismas. Por esta razón el 

Licenciado Miguel de la Madrid define al régimen de gobierno emanado 

de ApatzingAn como asambleísta o convencionista. 

Aunque no tuvo vigencia en nuestro pais, en este documento cons-

titucional encontramos el segundo antecedente del articulo 89 de la 

Constitución de 1917. En sus articulos del 159 al 174 se regula lo 

relacionado con las facultades y obligaciones del Supremo Gobierno. 

Los articulos del 159 al 165 llevan por titulo "Al Supremo Go-

bierno toca privativamente". En los articulos 159 y 160 encontramos 

mezcladas facultades relacionadas con la seguridad interior y exte-

rior de la "nación", y facultades en materia de relaciones interna-

cionales. Es de destacarse la aparente discrecionalidad y contradic-

ción que se en encuentra en ambos articulos -no hay que olvidar que 

se promulga la Constitución en el marco de una guerra de independen-

cia-, la aparente contradicción nace del hecho de que en el articulo 

159 se menciona textualmente "...despachara las contestaciones con 

independencia del Congreso; a menos que se versen asuntos cuya reso-

lución no esté en sus facultades, y de todo darA cuenta oportunamen-

te al mismo Congreso". Y en el articulo 160, en su parte final, se 

preceptéa "...todo sin necesidad de avisar previamente al Congreso, 

a quién dar* noticia en tiempo oportuno..." La discrecionalidad y 

contradicción en ambos articulos desaparece al analizarlos en forma 



14 

integrada, llegando a la conclusión de que regulan situaciones diver, 

sas, ya que el primero se refiere a las negociaciones con potencias 

extranjeras y el segundo a la organización del Ejército y Milicias 

nacionales. 

El articulo 161 establecia lo relacionado con la industria mili 

ter, esto es la fabricación de armamento y pólvora. 

El articulo 162, por su parte, se referia a la llamada facultad 

de nombramiento de los empleados politicos, militares y de Hacienda 

que en el caso de la Constitución de Apatzingán es demasiado amplia 

al grado que solo se exceptóa de dicha facultad a "...los empleos 

que se ha reservado el Supremo Congreso". 

El articulo 163 le reserva al Supremo Gobierno la facultad de 

cuidar que los pueblos estén suficientemente proveídos (sic) de rell 

gioson. 

El articulo 164 da capacidad al Supremo Gobierno para "suspender 

con causa justificada a los empleados a quiénes nombre..." y para 

"suspender también a los empleados que nombre el Congreso "en caso 

de infidencia. En ambas situaciones se establece una garantía a fa-

vor del empleado cesados en el primer caso debe remitirse todo lo ac 

tuado en un término de cuarenta y ocho horas a un juez competente, 

en el segundo caso, la garantía consiste en remitir los documentos 

al Congreso para que decida sobre el particular. Este articulo debe 

relacionarse con el contenido del articulo 162, y nos permite vis- 
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lumbrar el humanismo de los primeros constituyentes, puesto que, 

mientras la facultad de nombramiento no admite controles y es discre 

cional, la de remoción es limitada con las garantías que ya dejamos 

asentadas. 

En el articulo 165 se establece como facultad del Supremo Gobier 

no la del "Hacer que se observen los reglamentos de policía", lo que 

se presta a confusiones porque deja entrever que, quizá, se intentó 

establecer la llamada facultad reglamentaria. El proveer en la esfe-

ra administrativa al cumplimiento de las leyes, difiere substancial-

mente de la facultad que se consigna en este precepto de la Constitu 

ción de Apatzingán. La facultad reglamentaria se traduce en la expe-

dición de normas jurídicas que complementen a las leyes que expida 

el Congreso para su aplicación; la facultad de policía consiste en 

la aplicación real de dichas leyes por parte del órgano administratk 

vo en funciones de policía o de policia administrativa. Si interpre-

tamos gramaticalmente al precepto comentado llegamos a la conclusión 

de que se trata da la facultad de aplicación de las leyes en funcio-

nes administrativas por parte del Supremo Gobierno, pero si hacemos 

una interpretación armónica e integral, llegamos a la conclusión de 

que tal vez el constituyente de Apatzingán intentó plasmar la facul-

tad reglamentaria. Lo anterior se explica por el hecho de que, la fa 

cultad reglamentaria ha sido una actividad reserva al órgano ejecutl 

yo por lo que no puede pensarse que el constituyente de 1814 se mar-

ginara de dicha actividad estatal. Además, en el precepto en comen-

to, se establecen como facultades del Supremo Gobierno cuestiones 

que formalmente deben ser consideradas como garantías individualesi 

como son los derechos de libertad, propiedad, igualdad y seguridad, 
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y cuya tutela compete a todos los órganos del estado. También se fa-

culta en dicho articulo al Supremo Gobierno, para "...Mantener expe-

dita la comunicación interior y exterior," del naciente Estado. 

Los artículos del 166 al 174 establecen las limitaciones al órga 

no encargado del Poder Ejecutivo, llevan el titulo genérico del "No 

podrá el Supremo Gobierno". 

El articulo 166 consigna como garantía de los ciudadanos la de 

no ser arrestados por el ejecutivo por más de cuarenta y ocho horas, 

sin ser puestos a disposición de un tribunal competente. 

En el articulo 167 se prohibe al Supremo Gobierno destituir a 

los empleados póblicos, esto debe relacionarse con el contenido de 

los artículos #62 y 164, por lo que remitimos al lector a los comen-

tarios vertidos en los apartados relativos a esos artículos. Además, 

en esta misma norma, se le impide al Supremo Gobierno "...conocer en 

negocio judicial: avocarse causas pendientes o ejecutoriadas, ni ór-

denar que se abran nuevos juicios", con el sano propósito de evitar 

intromisiones en la esfera jurídica del Poder Judicial y de prevenir 

Una colisión entre el ejecutivo y el judicial, preservando la divi-

sión de poderes. 

El articulo 168 la impone la prohibición de tener bajo su mando 

fuerza armada, y hace excepción en el supuesto de "circunstancias 

muy extraordinarias ", en cuyo caso debe proceder a recabar la apro-

bación del Congreso. 
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En el articulo 169 se le impide al Supremo Gobierno otorgar la 

dispensa de las leyes; se le prohibe, también, que interprete las le 

yes en casos dudosos, todo esto en congruencia con el principio de 

división de poderes. En un Estado de Derecho la interpretación de 

las leyes compete al Poder Judicial. 

Hay que destacar el contenido del articulo 170, en el que acerté, 

damente se constriNe al Supremo Gobierno a sujetarse a las leyes e›;-

pedidas por el Congreso en materia hacendarial sin embargo, lo ante-

rior solo queda en buenas intenciones, puesto que en el mismo precea 

to se le deja al Supremo Gobierno la potestad de "...librar las can-

tidades que necesite para Gastos secretos (3) en servicio de la na 

ción", con lo que se hace nugatoria, en los hechos, la prohibición 

consignada en primer término. 

El articulo 171 deja en claro la deficiencia de técnica legisla-

tiva de algunos articulas del documento constitucional en estudio. 

Este precepto deberla corresponder al cuerpo de normas transitorias, 

ya que se refiere a cuestiones de vigencia en el tiempo de leyes, al 

ordenar que las cuestiones militares se sujeten a la antigua ordenan 

za. También prescribe, como restricción al Supremo Gobierno, la de 

no "...derogar, interpretar ni alterar..." la antigua ordenanza mili 

tar. Este articulo puede ser considerado como un triunfo de los mili, 

tares en el Congreso Constituyente de Apatzingan, puesto que se sus-

traen de las nuevas leyes y conservan la ordenanza militar que les 

era mas favorable. 

(3) Antecedente remoto de la partida secreta que para gastos se le 
autoriza, en la actualidad, al Presidente de la Repdblica. 
El subrayado ira nuestro. 
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El articulo 172 faculta al Supremo Gobierno para presentar al 

Congreso "Los planes, reformas y medidas que juzgue convenientes..." 

en materia de guerra, hacienda y cualquier otra, excepción hecha de-

los llamados "proyectos de decreto extendidos". 

En el articulo 173 se obligaba al Supremo Gobierno a presentar 

mensualmente al Congreso una nota de empleados suspendidos, quiza pa 

ra actualizar la garantía del articulo 164; además, debla presentar 

cada cuatro meses un estado del ejército, informe que deberla repro-

ducir siempre que lo demandara el Congreso. 

Para finalizar con este punto, el articulo 174 le imponía al ór-

gano ejecutivo la obligación de presentar cada seis meses, un estado 

abreviado de entradas, inversiones y existencias de los caudales 0-

blicos; y, cada aso, debla presentar otro informe individual y docu-

mentado de la misma materia, con el propósito de que ambos documen-

tos fueran examinados, aprobados y publicados. Como se ve, el Constó 

tuyente de 1814 no renunció a establecer controles sobre la economia 

de la nación, por el contrario se cuido bien de instituirlos. 

Para Octavio A. Hernández) "La vituperada, por heterogénea, inl-

til y falta de vigencia, Constitución de 1814, acogió bajo la forma 

de mandamientos jurídicos, muchos de los principios sustentados por 

Morelos en sus Sentimientos de la nación (sic), y su sustancia es 

fácilmente resumible. No se trata propiamente de una carta juridica 

o de un código politico, sino de un documento que proclama una ideo•- 
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logia y pronostica los designios de una nación aún nonata." (4) Es 

evidente que el ordenamiento constitucional de Apatzingan adolece, 

en algunos de sus artículos y sin ánimo de prejuzgar todo el documen 

too de técnica legislativa. Situación que se explica si tomamos en 

consideración los problemas que tuvo que enfrentar el congreso encar 

gado de su elaboración. Sin embargo, tiene el innegable acierto de 

colocar separadamente las cuestiones relacionadas con las facultades 

del órgano ejecutivo, de las que se refieren a sus limitaciones, cla 

rificando la esfera de actuación de este poder. También, del conteni 

do de sus artículos se desprende un intento de sujetar al Poder Eje-

cutivo al imperio de la ley. 

3) Reglamento Provisional Político del Imperio Mexicano de 1022. 

Mientras en la metrópoli retorna Fernando VII de su cautiverio 

en Francia, y en un acto despótico decide anular al gobierno repre-

sentativo y a la Constitución de Cadiz de 1812, actitud que provoca, 

en enero de 1820, una revolución iniciada en la ciudad de Cádiz por 

el comandante del Batallón Asturias, don Rafael de Riego. Movimiento 

que logra, en marzo de 1820, que Fernando VII jure la Constitución 

gaditana de 1812. En América, mientras tanto, el movimiento de inde-

pendencia se encontraba en decadencia. Los conjurados de la Profesa, 

ante los sucesos en la metrópoli, orquestan una contrarrevolución y 

logran que se nombre Comandante General del Sur a Agustín de Iturbi-

de, quién sale dispuesto a luchar contra las fuerzas de Vicente Gue-

rrero que se mantenían en armas en la región del sur. Después de su- 

(4) Hernández, Octavio A.; Mil y un Planes, tres revoluciones y una-
040014 COOstitmOM, Sin numera de edición. Miguel Angel Povrda-
Librero-Editor, Máxico, 1988. pág. 29. 
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frir varias derrotas, Iturbide inicia negociaciones con Guerrero. 

Estas negociaciones culminan en Acatepan, Guerrero, el 10 de febrero 

de 1821 y dan vida al Plan de Iguala en el que se declara, entre 

otras cosas, la independencia de México. Loe insurgentes, ahora bajo 

el mando de Agustin de Iturbide, obtienen varios triunfos militares; 

por esas fechas llega a México don Juan de O'Donojó, quién había si-

do designado nuevo gobernante de la Nueva Espana. El 24 de agosto de 

1821 se reunen en la ciudad de Córdoba, Veracruz, Iturbide y OtDono-

j1. De ésta reunión resultan los Tratados de Córdoba, que confirman-

al Plan de Iguala. El 21 y 22 de septiembre las fuerzas realistas 

abandonan la ciudad de México, el 27 de ése mismo mes y ano ingresan 

las Tropas del Ejército Trigarante a la ciudad; la Independencia de-

México se habla consumado. 

El 18 de mayo de 1822 un motín preparado por el sargento Pio 

Marcha y el coronel Epitacio 8Anchez, recorrió las calles de la 

ciudad gritando "!Viva Agustin I, emperador de México;", al día si-

guiente el populacho presionó al Congreso Constituyente y Agustin 

de Iturbide fue nombrado Emperador. Iturbide disuelve al Congreso 

el 31 de octubre de 1822 y el 18 de diciembre de 1822 se suscribe 

el Reglamento Provisional Político del Imperio Mexicano. "Con el 

objeto de dar al Imperio cierto aspecto de legalidad, la Junta Ins-

tituyente elabora, empero, el Reglamento Provisional Político del 

Imperio Mexicano, y en él da cabida, fundamentalmente, a los mismos 

contraprincipios que en Iguala y Córdoba apuntalaron el Imperio." 

(5) 

(5) Sayeg He/d, Jorge, Opus cit., pág. 145. 
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En este documento encontramos el tercer antecedente de nuestro 

articulo 89 constitucional, las facultades y obligaciones del empera 

dor se regulaban en los artículos 30 y 31 del referido reglamento. 

El articulo 30 tiene como titulo "Toca al emperador", se divide 

en dieciocho apartados. El primero se refiere a cuestiones de reli-

gión y disciplina eclesiástica. El segundo faculta al emperador para 

"hacer cumplir la ley, sancionarla y promulgarla", en este apartado-

se establecen las facultades de policía administrativa y la intervejj 

ción en el proceso legislativo por medio de la sanción y promulga-

ción de la ley. En los apartados tercero, cuarto, quinto y sexto se 

hace mención de las facultades relacionadas con la seguridad inte-

rior y exterior de la nación, como ovni defender la patria, su inde-

pendencia y unión, el mando de tropas a favor del emperador y la prÉ 

rrogativa de declarar la guerra, hacer la paz y realizar alianzas. 

En el apartado séptimo se le conceden al emperador facultades en ma-

teria de relaciones internacionales y comercio exterior. El octavo 

le permite al emperador reglamentar las leyes y expedir órdenes e 

instrucciones para la seguridad del imperio. En el apartado noveno, 

en abierta contradicción con el principio de división de poderes, se 

le autoriza a establecer los tribunales necesarios y a nombrar a los 

jueces, se atenlan los efectos de este apartado sujetando el estable 

cimiento de órganos de juicio al imperio de la ley y el nombramiento 

de jueces deberla hacerse a propuesta del Consejo de Estado, El apar 

tildo décimo también es contrario al principio de división de pode-

res, puesto que se autoriza al emperador a "cuidar que se administre 

pronta y cumplidamente justicia". El duodécimo trata lo relacionado 

con asuntos religiosos, C.N11P soni otorgar el pase a los decretos coa 
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ciliares y bulas pontificias, con la excepción de que cuando versen 

sobre cuestiones generales se debe escuchar a el cuerpo legislativo, 

si contienen disposiciones particulares debe oír al Consejo de Esta-

do, y si se refieren a cuestiones contenciosas debe pasarlos al Tri-

bunal Supremo de Justicia. En los apartados decimotercero y decimoc-

tavo se regula a favor del emperador una amplia facultad de nombra-

miento, en el primer apartado de los mencionados consiste en "pro-

veer a todos los empleos civiles y militares" sin cortapisas de nin-

gdn tipo; en el segundo apartado de los nombrados se permite que el 

emperador nombre y separe libremente a los ministros. La facultad de 

conceder toda clase de honores distinciones se menciona en el aparta 

do decimocuarto. El apartado decimoquinto lo autoriza para "indultar 

delincuentes" ajustándose a las leyes. En los apartados decimosexto 

y decimoséptimo se permite que el emperador intervenga en materia 

económica; puede cuidar la fabricación de la moneda y decretar como 

deben invertirse los fondos destinados a cada uno de los ramos de la 

administración pdblica. 

El artículo 31 se divide en seis apartados y consta de dos párra 

fos, pretende establecer las limitaciones a la autoridad del empera-

perador y se titulas "No puede el emperador". 

El apartado primero prohibe al emperador "disolver la junta na-

cional antes de la reunión del Congreso, ni embarazar sus sesiones". 

El segundo apartado le impide ausentarse del pata sin el consenti-

miento de la junta nacional. El tercer apartado le impone la obliga 

ción de no enajenar o traspasar la autoridad imperial. El cuarto 

apartado le prohibe realizar ofensivas, tratados de comercio y otor- 
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gar subsidios a favor de potencias extranjeras sin recabar el consen 

timiento del cuerpo legislativo -este articulo se dejó en suspenso 

hasta que España reconociera la independencia de México-. En el apar 

tado quinto se le veda al emperador ceder o enajenar el territorio o 

bienes nacionales. En el sexto se le impide privar de la libertad a 

ninguna persona y hace responsables a los ministros de cuidar que 

no se viole esta disposición, pero deja abierta una gran discreciona 

lidad, haciendo nugatoria en los hechos esta garantía, puesto que 

permite que el emperador expida órdenes de aprehensión en el caso de 

que "el bien y la seguridad del estado exijan el arresto de alguna 

persona", más aberrante es aón el enorme plazo de quince dias que el 

tablecia para entregar al detenido al tribunal competente. En el se-

gundo párrafo del articulo 31 se autoriza al emperador para que, en 

el caso de "convulsiones intestinas", como las que había en ese mo-

mento histórico en nuestro pais, se arme con todo el poder de la ley 

para enfrentar estas circunstancias. 

Es acertada la división que se realiza en este ordenamiento 

constitucional, al diferenciar entre las facultades y las prohibicio 

nes al emperador. Hin embargo, en lo sustancial, contrasta enormemea 

te la gran cantidad de facultades y lo limitado de los controles en 

'la figura del emperador. Cabe hacer notar que en el rubro de las pr2 

hibiciones se consignan algunas que formalmente son facultades a fa-

vor del emperador, como es el caso de la establecida en el apartado 

sexto, del articulo 31. Ya que permitía al emperador privar de la 

libertad a una persona hasta por quince dios; si comparamos esta noL 

ma con su correlativo de las Constituciones de Cádiz y Apatzingin, 

veremos que 	existe parangón de ninguna especie, puesto que en ás 
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tos documentos fundamentales se **tablee*a un plazo de cuarenta y 

ocho horas para poner al detenido a disposición del tribunal compe 

tente. El plazo de quince dios del Reglamento Provisional Político 

del Imperio Mexicano resulta, por decir lo menos#  aberrante. 

4) Acta Constitutiva de la Federación Mexicana del 31 de enero 

de 1024. 

En diciembre de 1022 Antonio López de Santa Anna, obscuro pareo 

naje que surge a la vida pdblica de nuestro país, y de quién 

Ignacio M. Altamirano deciai "Para él las convicciones politices no 

importaban nada. El poder a toda costa; tal fue al programa de su vi 

da entera.", se pone al frente de sus tropas y hace pdblico un mane 

tiesto desconociendo a Agustín de Iturbide y pidiendo la reinstala-

ción del Congreso, que Iturbide habla disuelto. En febrero de 1823 

en unión de los generales Echavarri, Cortazar y Lobato, Santa Anna 

firma el Plan de Casa Mata. El 19 de marzo de 1823#  después de res-

taurar al Congreso, Iturbide **dice a la corona imperial y abandona 

el pala el 30 de marzo de ése mismo aho. Para encargarse del Poder 

Ejecutivo se nombra un triunvirato, llamado Supremo Poder Ejecutivo, 

formado por los generales Celestino Negrete, Nicol&s bravo y Guadalu 

'pe Victoria. Se convoca a un nuevo Congreso Constituyente, mismo que 

se instala el 7 de noviembre de 1023. nos partidos se disputaban el 

poderi el federalista formado por los insurgentes y loe republicanos 

y el centralista en el que militaban los monárquicos. El Congreso 

logró que se votara inmediatamente el Acta Constitutiva de la Federa 

Oón Mexicana, estableciendo la forme de gobierno federal, mientras-

se redactaba una Constitución definitiva. 
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Es el articulo 16 del Acta Constitutiva de la Federación Méxica 

na, otro antecedente del actual articulo 89 de nuestra Constitución 

Federal. El articulo 16 del Acta Constitutiva se divide en dos párrd 

fos y, el segundo párrafo a su vez, consta de quince fracciones. 

En el primer párrafo se deja un amplio margen a la discreciona-

lidad puesto que, textualmente se asienta: "Sus atribuciones (del ti 

tular del Poder Ejecutivo) (6) a más de otras que se fijaran en la 

Constitución..." son las siguientes; lo anterior significa que en el 

Acta Constitutiva no se contemplan todas las atribuciones con que se 

encuentra investido el Jefe del Ejecutivo, por lo que hay que espe-

rar a la futura constitución para conocer las facultades del Poder 

Ejecutivo de esta época. En el párrafo segundo, en sus diversas frac 

ciones, se mencionan diversas facultades del órgano ejecutivo, debe 

tomarse en consideración el contenido del primer párrafo que ya fue 

analizado. La fracción I le atribuye al Poder Ejecutivo la facultad 

de ejecutar las leyes, misma que sujeta a la consolidación de la in-

tegridad, al sostén de la independencia, la unión y la libertad. Por 

su parte, las diversas facultades de nombramiento se prevean en las 

fracciones II, IV, VIII y X; la fracción segunda se refiere al nom-

bramiento y remoción de los secretarios de despacho por parte del 

presidente. La fracción cuarta lo faculta para nombrar a los emplea-

dos de hacienda. La fracción octava le permite el nombramiento de 

los empleados del Ejército, Milicias y Armada y la fracción décima 

lo autoriza para nombrar a los diplomáticos y cónsules; las limitan-

tes a estas facultades de nombramiento sólo se consignan para las 

fracciones 1v, VIII y X. En el primer caso el órgano ejecutivO do- 

(6) La expresión entre paréntesis es nuestra. 
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be sujetarse a la Constitución y a las leyes, en el segundo el limi-

te es acatar la ordenanza militar respectiva, las leyes y la Consti-

tución, en el Ultimo caso los nombramientos deben sujetarse a la 

aprobación del Senado En la fracción III se le da intervención al 

presidente en materia tributaria, ya que debe cuidar de la recauda-

ción y decretar la distribución de las contribuciones. Las fraccio 

nes V, VI y VII le atribuyen importantes funciones relacionadas con-

la seguridad interior y exterior de la nación, como son; declarar la 

guerra, disponer de la fuerza armada permanente de mar y tierra y de 

la milicia activa, y se le permite, además, disponer de las milicias 

locales; es este ultimo caso se limita a que, si la fuerza se usa 

fuera de sus respectivos estados, debe obtener el consentimiento pre 

vio del Congreso General. La fracción IX lo autoriza a conceder li-

cencias y para arreglar las pensiones militares, con arreglo a las 

leyes. Las relaciones internacionales se preveen en la fracción XI, 

en la que se faculta al ejecutivo para dirigir las negociaciones di-

plomáticas, celebrar tratados de paz, amistad, alianza, federación, 

tregua, neutralidad armada, comercio y otros previa la aprobación 

del Congreso. Las facultades en materia de administración de justi-

cia se regulan en la fracción XII, segGn esta fracción corresponde 

al presidente "cuidar que la justicio se administre pronta y cumpli-

damente y que las sentencias sean ejecutadas fintan la ley", con lo 

que se deja abierta la posibilidad de la intromisión del Poder Ejecu 

tivo en los asuntos de carácter jurisdiccional. En la fracción XIII 

existen una facultad y dos obligaciones a cargo del presidente; la 

facultad consiste en "objetar" las leyes por diez dias y suspender 

su ejecución hasta que el Congreso decida, facultad que es, mutatis--

mutandis, un sui generis derecho de veto. Las obligaciones consisten 
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en publicar y hacer circular la Constitucian y las leyes, y la de 

hacer guardar la Carta Magna y las leyes. La facultad reglamentaria 

esta prevista en la fracción XIV, en esta fracción se autoriza al 

jefe del ejecutivo para "dar decretos y órdenes para el mejor cumplí 

miento de la Constitución y las leyes generales." Aunque no esta 

claramente enunciada, la facultad reglamentaria se desprende del he-

cho de que los decretos y las órdenes deben tener como motivo o cau-

sa determinante el cumplimiento de la Constitución y las leyes. Por 

áltimo, en la fracción XV se le atribuye al órgano ejecutivo la po-

testad de suspender y privar hasta de la mitad de su sueldo, a los 

empleados infractores de las ordenes y decretos; si es necesario ins 

truirles causa, deberá pasar los antecedentes al tribunal respectivo. 

Esta facultad se prestaba al abuso de poder, puesto que, quién deci-

die lo relativo a la violación de los decretos y órdenes era el pro-

pio Poder Ejecutivo. 

En el Acta Constitutiva de la Federación Mexicana se abandona 

el principio de técnica legislativa de dividir en apartados, uno pa-

ra atribuciones y el otro para prohibiciones, la actividad del Poder 

Ejecutivo. Esta forma de obscurecer las actividades de un órgano del 

poder va a ser utilizada a lo largo de nuestra historia para fomenta 

la arbitrariedad y la discrecionalidad gubernamental. En las di-

versas fracciones del articulo 16 del Acta Constitutiva de la Federa 

ción Mexicana encontramos ya casi delineado al articulo 69 de la Car. 

ta Magna de 1917. También cabe destacar que permite el abuso del pre 

sidente de la Repóblica al no establecer controles para el ejercicio 

de sus funciones, no debemos olvidar que solo se refiere a las atri-

buciones del titular del Poder Ejecutivo y no regula sus obligacio- 
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nes. Y aunque del contenido de algunas de las fracciones del articu-

lo 16 del Acta Constitutiva se pueden desprender algunas obligacio-

nes a cargo del Poder Ejecutivo, es claro que no se regula apropiada 

mente el tema de las restricciones a dicho poder. 

5) Constitución Federal de 1824. 

En el marco de una fuerte ola de conspiraciones y pronunciamien 

tos a favor de Agustín de Iturbide, el Congreso expide un, decreto en 

el afeo de 1824, declarándolo traidor y fuera de la ley. Iturbide, 

mientras tanto, se embarca desde su destierro en Inglaterra hacia Mé 

xico. El 4 de mayo de 1894, desembarca en Soto La Marina, Tamauli-

pas, donde es aprehendidof el Congreso de Tamaulipas lo juzga en Pa-

dilla y condena a Iturbide a morir fusilado. La sentencia se ejecuta 

el 19 de julio de 1824. 

El 4 de octubre de 1824 se promulga la Constitución de los Esta 

dos Unidos Mexicanos, adoptando como forma de gobierno el sistema re 

publicano, representativo, popular y federal, En cuanto a la organi-

nización del poder público lo dividia para su ejercicio en Legislatj 

vo, compuesto por dos colmaras una de Diputados y otra de Senadores; 

Ejecutivo, confiado a un Presidente y a un Vicepresidente y Judicial 

depositado en la Suprema Corte de Justicia. La Constitución Federal-

de los Estados Unidos Mexicanos de 1824 tiene marcada influencia de 

la Constitución de Cédiz y la Constitución de los Estados Unidos de 

América, al grado que ha sido acusada de ser una copia de la Consti-

tución Norteamericana. No coincidimos con este criterio, ya quei "La 

Constitución de 24 no fue mera copia de los patrones que le SirVie- 
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ron de modelo, sino que en su articulado percíbese un esfuerzo por 

acoplar el funcionamiento de ciertas instituciones a nuestra reali-

dad politica, incapaz de adaptarse al mecanismo riguroso de una teo-

ría pública." (7) 

De este documento constitucional importan para las necesidades 

de nuestro estudio los artículos 110 y 112, en los que se regulan 

las facultades y obligaciones del Presidente de la República. 

El articulo 110 lleva por titulo' "Las atribuciones del presi-

dente son las que siguen*", este articulo se divide en veintiún 

fracciones y en cada una de ellas se establecen las facultades del-

titular del Poder Ejecutivo. En la fracción I se consignan las atri 

buciones relativas a la inteYvención del ejecutivo en el proceso le 

gislativo, como son las de publicar y hacer circular las leyes; ade 

mas, en esta fracción se le obliga para que haga guardar las leyes 

y decretos del Congreso General. La fracción II establece la facul-

tad reglamentaria y la de dar decretos y órdenes, permitiéndole la 

interpretación y derogación de los citados decretos, órdenes y re-

glamentos. La fracción III corresponde a la fracción primera del Ac 

ta Constitutiva de la Federación, por lo que le son aplicables los 

comentarios vertidos cuando analizamos esa fracción. En las fracci2 

nes IV, VI, VII y VIII se regulan las facultades del ejecutivo pa-

ra expedir nombramientos* la fracción cuarta le permite nombrar a 

los secretarios de despacho y removerlos; en la sexta se le faculta 

para nombrar a los jefes de hacienda, comisarios, enviados diplomé-

ticos y cónsules, coroneles y dem** oficiales superiores del Ejércj. 

TI) Híi7ii-íri00.7, tic- bivio A.1 Opus Cit., pág. 54. 
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to, Milicia y Armada previa aprobación del Senado y en sus recesos, 

con la aprobación del Consejo de Gobierno; en la fracción séptima 

SO le autoriza para nombrar a los demás empleados del Ejército, Ar-

mada, Milicia y demás oficinas de la federación con arreglo a las 

leyes. Como es fácil deducir, esta facultad de nombramiento es dem 

siado amplia; en la fracción octava, en abierta violación al régi-

men de división de poderes regulado por la Constitución, se faculta 

al jefe del ejecutivo para que, a propuesta en terna de la Corte 

Suprema de Justicia, nombre a los jueces y a los promotores fisca-

les de circuito y de distrito. En las fracciones IX y XX se autori-

za al presidente para que, respectivamente, de retiros, conceda li-

cencias y arregle las pensiones de los Militares con arreglo a las 

leyes, y para suspender de sus empleos hasta por tres meses y pri-

var de la mitad de sus sueldos por el mismo tiempo, a los empleados 

de la federación que no acaten sus ordenes y decretos; si es necesa 

rio formarles causa se deben remitir los antecedentes al tribunal 

respectivo. Le son aplicables a esta fracción los comentarios reali 

zados con relación a la fracción decimoquinta del Acta Constituti-

va, por lo que remitimos al lector a dicho apartado. Las atribucio-

nes relacionadas con la seguridad interior y exterior de la nación 

están comprendidas en las fracciones X, XI y XII; estas fracciones 

permiten al presidente disponer de las Fuerzas Armadas, de las Mili 

cias locales y declarar la guerra y tienen sus correlativos en las 

fracciones V, VI y VII del articulo 16 del Acta Constitutiva, val-

gan los comentarios que se hicieron en su oportunidad para el conté 

nido de estas fracciones del articulo en comento. Con la salvedad 

de que, en la fracción XII del presente articulo, se faculta al 
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ejecutivo para "conceder patentes de corzo (8) con arreglo a lo que 

dispongan las leyes." Facultad que no establecía la fracción VII 

del articulo 16 del Acta Constitutiva. Las fracciones XIII y XXI le 

conceden al jefe del ejecutivo importantes atribuciones en materia-

religiosa, como son ►  celebrar concordatos, conceder el pase o rete-

ner los decretos conciliares, bulas, breves y rescriptosi si contie 

nen disposiciones generales debe recabarse el consentimiento del 

Congreso General, si versan sobre negocios particulares o gubernati 

tivos se debe escuchar al Senado o al Congreso en los recesos de 

aquél, si su tema es de carácter contencioso debe oírse a la Corte-

Suprema de Justicia. En las fracciones XIV y XV se le conceden di-

versas facultades al presidente para que dirija la politica exte-

rior del pais, esas facultades sont dirigir los negocios diplomati-

ticos, celebrar tratados de paz, amistad, alianza, tregua, federa-

ción, neutralidad armada, comercio o "cualesquiera otro" con la 

aprobación del Senado, también se le autoriza para que reciba a los 

ministros y a otros enviados de las potencias extranjeras. La frac-

ción XVI en el marco de colaboración entre poderes le permite pedir 

al Congreso general que prorrogue sus sesiones ordinarias hasta por 

treinta "días átiles" (sic). Las fracciones XVII y XVIII se encuen-

tran íntimamente relacionadas, ya que la primera faculta al presi-

dente para convocar al Congreso a sesiones extraordinarias y permi-

te que lo haga en caso de "que lo crea conveniente" y lo acuerden 

así las dos terceras partes de los individuos presentes en el Conse 

jo de Gobierno. La segunda fracción también lo autoriza para convo- 

(8) La patente de corzo es una figura Jurídica de derecho del mar, 
consistla en la autorización dada a un barco para hacer el 
corso (campiga marltima en contra de piratas y enemigos). 
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car al Congreso a sesiones extraordinarias cuando el Consejo de Go-

bierno ami lo requiera por el voto de las dos terceras partes de 

los individuos presentes en dicho consejo. En la fracción XIX se 

obliga al titular del Poder Ejecutivo para que cuide que la justi-

cia se administre pronta y cumplidamente y de que las sentencias 

sean ejecutadas según las leyes. 

El articulo 112 se dividia en cinco fracciones y se titula 

"Las restricciones de las facultades del presidente, son las sigui-

entes" En la fracción 1 se le prohibe al titular del Poder Ejecutivo 

mandar personalmente las fuerzas de mar y tierra sin el consentimien 

to del Congreso General o del Consejo de Gobierno, en sus recesos, 

por el voto de las dos terceras partes de sus individuos presentes. 

Cuando mande a las tropas, quedaré separado del cargo de gobierno 

de Presidente de la República, y lo suplir& el Vicepresidente. Esta 

limitación es producto de nuestro acontecer histórico, en el que al 

poner tropas a cargo de un individuo se propiciaba el consabido 

cuartelazo. En la fracción II se le impide privar a ninguna persona 

de su libertad o imponerle penas, esta prohibición no es absoluta 

porque cuando el bien y la seguridad de la Federación lo exijan, se 

permite al presidente violar esta disposición; con la salvedad de 

que en un término de cuarenta y ocho horas debe poner al detenido a 

disposición del juez o tribunal competente. La fracción 111 consig-

na diversas salvaguardas para la propiedad privada, le prohibe al 

presidente ocupar la propiedad de ningún particular o corporación, 

turbar la posesión, uso o aprovechamiento de la propiedad; como ex-

cepción a esta limitante establece la expropiación por causa de utl 

lidad pública, previa aprobación del Gemido o del Consejo de Gobier, 
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no y mediante indemnización al interesado. Segón la fracción IV el 

presidente no puede impedir las elecciones y los actos regulados en 

el articulo 38 de la Carta Constitucional; esta prohibición es un 

sano principio de respeto a la voluntad popular a pesar de que no 

impide la manipulación de las elecciones. Para finalizar, la prohi-

bición de que el presidente y el vicepresidente abandonen el pais 

durante el tiempo de su encargo y un aRo después de concluido el 

mismo, sin el consentimiento del Congreso, se consigna en la frac-

ción V, para evitar que, concluido su mandato, los encargados del 

Poder Ejecutivo eludieran su probable responsabilidad. 

La Constitución de 1824, no logró evitar la concentración del 

poder al grado que se dice quei "...esa Constitución individualista 

liberal, que si bien recoge elementos muy fuertes de un sistema fe-

deral, no pudo extirpar el poder excesivo del centro..." (9) Sus 

articulo' 110 y 112, tienen el acierto de separar las atribuciones-

y las restricciones a la autoridad del presidente. También nos mutag 

tran la gran cantidad de poderes que se concentran en el órgano eje 

cutivo, permite la intromisión del Presidente de la Repáblica en la 

esfera competencia' de los Poderes Legislativo y Judicial, sentando 

de esta manera las bases del presidencialismo exacerbado que se vi-

ve en la actualidad. No decimos que sea el primer ordenamiento en 

el que se le concedan poderes excesivos al presidente, OS claro que 

en otros documentos constitucionales se da este fenómeno, sin embar 

go, como es un instrumento fundamental que tuvo vigencia positiva 

en nuestro pala, fue tomado como gula por algunos de los diversos 

(9) Ve la Torre Villar, 1-rnesto, et al, Desarrollo Histórico del --
Constitucionalismo Hispanoamericano. la. Edición. U.N.A,M.-Ins- 
Muto de Investigaciones Jurídicas, México, 1976, pág. 120. 
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constituyentes que legislaron normas constitucionales en México, lo 

que contribuyó a la concentración excesiva de poder en las manos 

del Ejecutivo ",justificándolo" como producto de nuestra realidad 

histórica. 

6) Bases Constitucionales de 1835. 

El 10 de octubre de 1824 asumieron como Presidente y Vicepresi-

dente los generales Miguel Antonio Fernández Felix, conocido como 

Guadalupe Victoria, y don Nicolás Bravo. Las logias masónicas adquie 

ren gran importancia, se forman dos ritosi el éscoces, del que se da 

viva el partido conservador, y el yorkino que origina al partido li-

beral. Ante la fuerza politica de la logia yorkina, los escoceses or 

ganizan una rebelión encabezada por el teniente coronel Manuel Monta 

Ro. En diciembre de 1827 el Vicepresidente de la Repiblica, Nicolás 

Bravo se pone al frente de la rebelión; para combatirlos, el Presi-

dente Victoria, comisiona al general Vicente Guerrero. Después de ak 

punas batallas Guerrero derrota a los sublevados y don Nicolás Bravo 

parte exiliado hacia Colombia. Se convocan nuevas elecciones, y es 

electo Presidente Gómez Pedraza, quién competía en contra de Vicente 

Guerrero. Inconformes con la elección, los partidarios de Guerrero 

se levantan en armas en septiembre de 1828 obligando a que Gómez Pe-

draza renuncie a la presidencia y se exilie voluntariamente. En ene-

ro de 11329 el Congreso declara insubsistentes los votos emitidos a 

favor de Gómez Pedraza y nombra Presidente al general Vicente Guerra 

ro, ocupando la Vicepresidencia el general Anastacio Bustamante. 

En ese tiempo tiene lugar la invasión del brigadier espaRol ha- 
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rradas, en julio de 1829. Esta invasión pretendía reconquistar a Mé-

xico para la corona espaRola, pero fue derrotada. 

El general Anastacio Bustamante aprovechando las tropas que le 

hablan sido confiadas para enfrentar la invasión de Barradas, trai-

ciona al Presidente Guerrero y se pronuncia por el llamado Plan de 

Jalapa y a favor del centralismo. El 18 de diciembre de 1829 las tro 

pas con las que Guerrero intentaba combatir a Bustamante, lo abando-

nan y se unen al Plan de Jalapa. El Congreso declara que Guerrero ES 

taba imposibilitado para gobernar y Anastacio Bustamante asume la 

Presidencia. El 14 de febrero de 1831, merced a la traición del marL 

no genovés Francisco Picaluga, Vicente Guerrero es hecho prisionero-

y fusilado en Cuilapan, Oaxaca. Lo anterior, aunado a otros abusos, 

provocan el levantamiento en armas en Veracruz de Antonio López de 

Santa Anna, en contra de Anastacio Bustamante sosteniendo la legiti-

midad de la elección de Gómez Pedraza. Vencido Bustamante firma los 

convenios de Zavaleta reconociendo como legitimo Presidente al gene-

ral Manuel Gómez Pedraza, quién entra triunfante en la capital el 3 

de enero de 1833. 

El lo. de abril de 1833 se iniciaba un nuevo periodo de gobierno 

en el que resultan electos como Presidente Antonio López de Santa 

Anna y don Valentin Gómez Farias, como Vicepresidente; ante la ina-

sistencia de Santa Anna para ocupar su cargo, don Valentin Gómez Fa-

rias asume las funciones presidenciales e inicia un ambicioso progre 

ma de reformas liberales a través de la expedición de diversas leyes 

en los anos de 1833 y 1034. Estas reformas generaron descontento en-

el clero, e instigan varios pronunciamientos militares en contra de- 
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Gómez Varias, estos levantamientos tienen éxito en 1835, ya que los-

conservadores logran que Antonio López de Santa Anna retorne a la 

Presidencia de la Repdblica, disuelva las Cámaras, abrogue las leyes 

reformistas, destituya a gobernadores y ayuntamientos y que expulse 

a Gómez Varias y a sus partidarios del país. Para cambiar el sistema 

federal emanado de la Constitución de 1024, se reunió un Congreso de 

"personas decentes" declarándose constituyente y el 23 de octubre de 

1835 expide las Bases Constitucionales de la Replblice Mexicana. 

Para Octavio A. Hernández, "Las bases, para la nueva Constituci-

ón, aprobadas el 2 de octubre y elevadas a la categoría de ley cons-

titucional, el 23 del mismo mes, fincaron los cimientos de un régi-

men de gobierno centralista, teocrático, oligárquico, plutocrático y 

estructuralmente complicado e inconsistente, cuyo absurdo habría de-

cobrar forma definitiva en las Siete Leyes Constitucionales..." (10) 

En lo que se relaciona con las facultades del Poder Ejecutivo, en su 

articulo 6o. lacónicamente establecei "El ejercicio del poder ejecu-

tivo residirá en un presidente...cuyas demás circunstancias, lo mis-

mo que las de su elección, su duración, facultades y modo de ejecu-

tarlas, establecerá la ley constitucional." Ya que en este documento 

constitucional no se establecen facultades de ningón tipo para el ti 

tular del ejecutivo, no haremos comentarios con relación al mismo, 

ya que deja a una ley constitucional el determinar la esfera compe-

tencial de éste órgano del poder. 

(10) Hernández, Octavio A.I Opus Cit., pág. 75. 
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7) Constituciones Centralistas. 

7.A Constitucíbn de 1836. 

El 30 de diciembre de 1836 se promulgaron las Siete Leyes Cons-

titucionales, estableciéndose en México el régimen de centralización 

gubernamental y administrativa. La Primera Ley contenta los derechos 

y obligaciones de los ciudadanos, declarando obligatoria la religión 

católica. La Segunda Ley crea al Supremo Poder Conservador, órgano 

superior a los demás poderes del Estado y con facultades para decla-

rar la nulidad de leyes y decretos, suspender a la Suprema Corte y 

las sesiones del Congreso, declarar la incapacidad del presidente 

y anular sus actos, también podio nulificar las leyes, decretos o re 

formas que hicieran las Cámaras. De este poder dice el constituciona 

lista Felipe Tena Ramírez quei "Para apreciar lo que significa dicha 

institución en la evolución de nuestro derecho póblico, hay que 

situarla en el ambiente histórico en que apareció, y entonces habrá 

de reconocerse que representa un esfuerzo respetable en el caminos 

de la constitucionalidad. El Congreso se proponía dotar al orden de 

la Constitución de una defensa que no habla previsto la Constitución 

do 24." (11) Nosotros por nuestra parte consideramos, que la inten-

ción del legislador de 1835, al instituir el Supremo Poder Conserva-

dor, no fue la defensa de la Constitución, sino un burdo intento por 

dejar un "candado" en la ley para impedir los cambios liberales como 

el que intentó Valentía Gómez Varias. Las Leyes Tercera, Cuarta y 

Quinta organizaban a los poderes centrales, sus formas de elección y 

sus atribuciones. La Sexta Ley Constitucional se refería a la divi- 

(11) lana Ram1r#,r, 	&trocho Conatitucional Noxicano, 2a. 
Edición, Editorial Forrad, u.n., Hilxico, 1949. 12,41, 
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sión del territorio nacional en Departamentos, fijando el régimen in 

terno de gobierno de dichos departamentos. La Séptima Ley regulaba 

el tiempo y modo de hacer las reformas a la Constitución. 

De estos documentos constitucionales merece especial atención pa 

ra nuestro estudio, la Cuarta Ley Constitucional que regulaba al Po-

der Ejecutivo y, especiflcamente sus artículos 15, 17 y 18 en los 

que se establecían las prerrogativas, atribuciones y limites al titj 

lar de la presidencia. 

El articulo 15 consta de siete fracciones, el articulo 17 de 

treinta y cuatro y el 18 de diez fracciones. 

El articulo 15 se titula: "Son prerrogativas del presidente de 

la Repóblica." La fracción 1 se refiere a una inaceptable prerroga-

tiva como es la de "Dar o negar la sanción a las leyes y decretos 

del Congreso general," con excepción hecha de los casos señalados 

en la Tercera Ley Constitucional. Esta prerrogativa va mas alla de 

un simple derecho a veto ya que, con la salvedad ya mencionada, se 

permite que el presidente pase por encima de los representantes poni 

lares e invalide en forma quiza arbitraria, con su negativa a sanci2 

narlas, leyes o decretos favorables al interés general. La fracción-

II es una obligación positiva a cargo del Congreso, por ende una pré 

rrogativa en sentido negativo a favor del titular del ejecutivo, y 

consiste en que el Congreso no puede dejar de tomar en consideración 

las iniciativas de ley o decreto que le diriga el ejecutivo, "en to-

do lo que esta (sic) facultado para hacerlas." Las fracciones III, 

IV y V contienen diversas garantias a favor del presidente en mato- 
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ria de aplicación de la ley penal en su perjuicio; la fracción ter-

cera impide que sea "...acusado criminalmente durante su presidencia 

y un año después, por ninguna clase de delitos cometidos antes, o 

mientras funge el presidente (sic), sino en los términos que preso{ 

ben los articulas 47 y 48 de la tercera ley constitucional." Aunque, 

aparentemente, can esta prerrogativa se pretende sustraer al presi-

dente de la jurisdicción penal; esta garantla no es absoluta por que 

permite que el jefe del Ejecutivo sea enjuiciado criminalmente en 

los términos de la Tercera Ley Constitucional. La fracción cuarta ga 

rantiza al presidente no poder "...ser acusado criminalmente por de-

litos políticos cometidos antes o en la época de su presidencia des-

pués de pasado un ello de haber terminado ésta." Dicha prerrogativa 

impide que el presidente sea procesado criminalmente por delitos po-

líticos. En nuestra opinión establece un término de prescripción pa-

ra los delitos de ésa índole que será de un aFlo después de haber con 

cluido el mandato presidencial. La fracción quinta estatuye un requj 

sito para que se pueda proceder penalmente en contra del presidente, 

y consiste en que pare procesarlo se requiere la previa declaración-

de ambas Cámaras como lo prescribe el articulo 49, párrafo último de 

la Tercera Ley Constitucional. Aquí se consigna lo que en la doctri- 

na penal se conoce como requisito de procedibilidad para que se pue-

da procesar al presidente. De lo anterior se infiere que a pesar de 

los buenos propósitos del constituyente del 1835, el presidente era 

prácticamente inviolable en materia de responsabilidad politica y 

oficial, lo que permitía a éste funcionario una cierta impunidad. La 

fracción VI, deficientemente colocada en este apartado, le concede 

la "prerrogativa" de "Nombrar libremente a los secretarios del despa 

despacho, y poderlos mover siempre que lo crea 	conveniente." Como 
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veremos más adelante esta prerrogativa encuadraría mejor en el arti-

culo 17 en el que se regulan las atribuciones del titular del Poder 

Ejecutivo, y que en varias de sus fracciones se refiere a los nombre, 

«tientos que se autoriza realizar al presidentes la facultad estable-

cida en la fracción en estudio es bastante amplia, como se infiere 

del uso del adverbio "libremente", pero es acorde con el hecho de 

que el presidente de la República, como jefe de administración públi 

ca, es el responsable de su buena marcha. Extraña prerrogativa es la 

que consigna la fracción VII del precepto en comento, y que consiste 

ent "Elegir y remitir oradores que manifiesten y apoyen la opinión 

del gobierno, en todos lo casos en que la importancia del asunto ha-

9sat a su juicio y a la del consejo, oportuna esta medida." Esta fa-

cultad podría ser un antecedente antiguo de las actuales comparecen-

cias de funcionarios públicos ante el Congreso de la Unión. 

El artículo 17 lleva por título, "Son atribuciones del presiden 

te de la República." Se divide en treinta y cuatro fracciones, que 

soní La fracción I que le confiere al ejecutivo la llamada facultad 

reglamentaria previo el acuerdo del consejo, también le confiere la 

potestad de dar los decretos y órdenes administrativas, con sujeción 

a las leyes generales respectivas. Aunque esta atribución del ejecu-

tivo es demasiado amplia, contiene el acierto, en la fracción en es-

tudio, de sujetarla al limite de las leyes generales respectivas. La 

fracción II, por su parte, le atribuye la facultad dei "iniciar to-

das las leyes y decretos que estime convenientes..." con el acuerdo 

del consejo, esta facultad de iniciativa de leyes y decretos es nece 

sarta para la buena marcha de la administración ya que es el ejecutl 

vo quien esta en Intimo contacto con los problemas de la nación, por 
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lo que es él y sus colaboradores quienes mejor pueden aportar las so 

luciones para dichos problemas. La fracción III permite al presiden-

te hacer "...las observaciones que le parezca (sic), a las leyes y 

decretos que el Congreso le comunique para su publicación," previo-

acuerdo del Consejo y exceptdando los casos contenidos en la Tercera 

Ley Constitucional. En íntima relación con las fracciones anteriores 

en las que se establecen prerrogativas del ejecutivo en materia de 

intervención en el proceso legislativo, la fracción IV faculta al tj 

tular del ejecutivo para "Publicar, circular y hacer guardar la Cona 

titución, leyes y decretos del Congreso." Con la salvedad de que la 

obligación a cargo del ejecutivo de hacer guardar la constitución y 

las leyes es parte de la funciones de policía administrativa, todas 

las demi, mencionadas en las fracciones 1,11,111 y IV se relacionan 

con el proceso legislativo en sus diversas etapas. La fracción V au-

toriza al titular de la presidencia para resolver las excitativas de 

que hablan los p&rrafos lo y 6o del articulo 12, de la Segunda Ley 

Constitucional. Las fracciones VI, VII y VIII permiten al Jefe del 

ejecutivo pedir la prórroga de las sesiones ordinarias del Congresos 

convocar a la diputación permanente a sesiones extraordinarias, seOft 

lando los asuntos sobre los que deba versar de acuerdo con el Conse-

jo y negar, de acuerdo con el Supremo Poder Conservador, que la dipu 

tachón permanente haga la convocatoria que le permite realizar el ar 

Mulo 20 de la Tercera Ley Constitucional, en su segunda parte. Es-

ta última atribución del ejecutivo es una especie de derecho de veto 

en perjuicio del Legislativo, y evidencia que al constituyente del 

centralismo no le importó generar un régimen democrAtico, sino una 

cuasi-dictadura con enorme concentración de poderes en el titular 

del ejecutivo. En las fracciones X, XI, XII, XIII, XIV, 	XV, XVI y 
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XXIII encontramos un cómulo de atribuciones relacionadas con el nom-

bramiento, suspensión y remoción de los empleados Oblicos. La frac-

ción décima lo autoriza para nombrar a los consejeros en los térmi-

nos de la ley; la décima primera le permite nombrar a los Gobernado-

res de los Departamentos, con la limitante de que debe ser a propuea 

ta de la Junta Departamental de una terna y de acuerdo con el Conse-

jo; la fracción décimo segunda lo faculta para remover a los emplea-

dos diplomáticos siempre que lo juzgue conveniente; en la fracción 

décimo tercera se le confiere la autoridad para nombrar a los emplea 

dos diplomáticos, cónsules, coroneles y demás oficiales superiores 

del Ejército permanente, Armada y Milicia activa con la aprobación 

del Senado, y a los primeros jefes de las oficinas principales de 

hacienda previa aprobación de la Cámara de Diputados; la fracción 

décimo cuarta le permite nombrar para todos los demás empleos milita 

res y de las oficinas, sujetándose a las disposiciones legales en la 

materia; la fracción décimo quinta es otro ejemplo de la interven-

ción indebida de un poder en lo esfera competencial de otro poder, 

puesto que prescribe que el presidente puede "Intervenir en el nom-

bramiento de los jueces e individuos de los tribunales de justicia,. 

.." no atenCia esta intervención el hecho de que daba ser "...confoL 

me a lo que establece la quinta ley constitucional (sic)." La frac-

ción décimo sexta autoriza al jefe del ejecutivo para dar retiros, 

conceder licencias y pensiones, lo que transformaba al ejecutivo de 

esa época en la máxima autoridad en cuestiones laborales burocráti-

cas; la fracción vigésimo tercera autoriza al presidente para suspeft 

der de sus empleos y privar de hasta la mitad de sus sueldos, por un 

lapso de hasta tres meses, a los empleados que tenga bajo su mando y 

que infrinjan sus órdenes y decretos; si es necesario formarles cau- 
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sa debe pasar los antecedentes al tribunal respectivo. Lo anterior 

confirma lo asentado cuando comentabamos la fracción décimo sexta. 

Las cuestiones relativas a la seguridad interior y defensa exterior 

de la Repdblica se norman en las fracciones XVII y XVIII. En la pri-

mera fracción de las mencionadas se le autoriza para disponer de la 

tuerza armada de mar y tierra para la defensa interior y exterior 

del pais; en la segunda fracción de las nombradas, se faculta al pra 

sidente para declarar la guerra en nombre de la nación, previo el 

consentimiento del Congreso, también, en ésta fracción se le permite 

conceder patentes de corso con arreglo a lo que dispongan las leyes, 

tema que ya fue comentado. Importantes funciones en materia de rela-

ciones internacionales le confieren al ejecutivo las fracciones XX y 

XXI. La fracción vigésima le permite dirigir la negociaciones diplo-

máticas, celebrar tratados de paz, amistad, alianza, tregua y neutra 

lidad armada, sujetándolos a la aprobación del Congreso antes de su 

ratificación; la fracción vigésimo primera autoriza al jefe del eje-

cutivo para recibir a los ministros y demás enviados de las poten-

cias extranjeras. Las fracciones XIX, XXIV y XXV le confieren facul-

tades en materia religiosa, que aunque algunas se encuentran vincula 

das con las relaciones internacionales, preferimos agruparlas en es-

te apartado; y como históricamente ya han sido superadas, solo las 

enumeraremos sin hacer comentarios. Esas facultades son: celebrar 

concordatos, conceder el pase o retener los decretos conciliares, bu 

las pontificias, breves y rescriptos y la presentación de dignidades 

y beneficios eclesiásticos. La fracción XXII establece una facultad 

relacionada con la administración de justicia, como es "Excitar a 

los ministros de justicia para la pronta adminiitración de esta..." 

constregida al Ministerio de Justicia, También en esta fracción se 
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le obliga al presidente de la Repdblica a prestar el auxilio al Po-

der Judicial para la ejecución de las sentencias y las providencias 

judiciales. Otra facultad en materia de administración de justicia 

se establece en la fracción XXVI, en la que se faculta al ejecutivo 

a conceder o negar los indultos que se le pidan, oyendo al tribunal 

que dictó el fallo y a la Suprema Corte de Justicia y recabando el 

acuerdo del consejos como rasgo humanitario se suspende la sentencia 

hasta que se dicte la resolución que proceda. Las fracciones IX, 

XXVII, XXVIII, XXIX y XXX le confieren al presidente diversas atribu 

ciones en materia económica: la fracción novena lo faculta para cui-

dar la recaudación y decretar la inversión de las contribuciones, la 

vigésima séptima le permite "cuidar de la exactitud legal en la fa-

bricación de moneda", la fracción vigésima octava lo obliga a "provi 

denciar" lo necesario para el gobierno de los departamentos, esto 

es, allegarles recursos para los fines de gobiernos en la fracción 

vigésima novena se autoriza al presidente a contraer deudas sobre el 

crédito nacional previa autorización del Congresos la fracción trigt 

sima le permite habilitar puertos o cerrarlos, establecer o suprimir 

aduanas, fijar aranceles de comercio con arreglo a las "bases" que 

instituya el Congreso. En las fracciones XXXI, XXXII y XXXIII se re-

gulan atribuciones en materia migratoria, que parecen ser mis pro-

pias de una ley poblacional, que de un documento constitucional, y 

son; la fracción trigésima primera faculta al presidente para conce-

der cartas de naturalización, con acuerdo del Congreso y apegandoso 

las leyes; la fracción trigésima segunda lo autoriza para dar pasa-

portes a los mexicanos y prorrogarles el término de la licencias la 

fracción trigésima tercera le permite dar o negar el pase a los ex-

tranjeros para entrar en el país, también lo faculta para expulsar a 
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los extranjeros no naturalizados que "le sean sospechosos." Para fi-

nalizar este apartado, en la fracción XXXIV se le atribuye la potes-

tad de conceder privilegios exclusivos de acuerdo con el Consejo y 

en los términos legales. Con lo que queda plenamente demostrado que-

el Poder Ejecutivo en la Constitución de 1836, tenia tan amplias fa-

cultades que difícilmente se podía hablar de régimen democrático. 

El articulo 18 pretende establecer los limites al poder presi-

dendencial. Lleva por titulo: "No puede el presidente de la Repúbli-

ca:" Se divide en diez fracciones que soni La fracción I, que a su 

vez se divide en dos párrafos; en el primero se establece la prohibí 

cien para que el presidente mande personalmente fuerzas de mar o tie 

rra, sin el consentimiento del Congreso general o, en los recesos 

del Congreso con la autorización del Senado, mediante el voto de las 

dos terceras partes de los senadores presentes; en el segundo párra-

fo se hace mención de que, cuando el presidente tenga bajo su mando 

tropas cesará su intervención en el gobierno y se "supeditará" al 

mismo como general, es indudable que esta disposición tiene su géne-

sis en nuestra historia ya que no era extraRo que los individuos, 

bajo cuyo mando se ponían tropas, las utilizaran para sus fines par-

ticulares y con la principal ambición de acceder a la presidencia de 

la República. La fracción II impide que el presidente prive a "na-

die" de su libertad o imponga pena alguna; esta garantía ciudadana y 

la correlativa obligación positiva impuesta por esta norma al 

jefe del ejecutivo, queda solo en las buenas intenciones, porque 

".,:cuando exijan el bien o la seguridad pública, podrán arrestar a 

los que le fueran sospechosos..." solo atenúa la arbitrariedad de es 

te párrafo, el hecho de que el detenido deberá ser puesto a disposi- 
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ción del tribunal o juez competente a más tardar dentro de los tres 

días siguientes a su detención. La fracción III, por su parte, prohi 

be al ejecutivo ocupar la propiedad privada pero hace excepción del 

caso y previos los requisitos, del artículo 20., párrafo tercero, de 

la Primera Ley Constitucional. La fracción IV le impide al presiden-

te abandonar el territorio nacional durante el ejercicio de su encaL 

go y un digo después de concluido el mismo, a no ser que obtenga per-

miso del Congreso. La prohibición de enajenar, ceder o permutar, ciu 

dad, villa, lugar o parte alguna del territorio nacional se estable-

ce en la fracción V. Relacionada con la fracción quinta, la fracción 

VI prohibe al ejecutivo ceder o enajenar bienes sin el consentimien-

to del Congreso. La seguridad jurídica en materia impositiva, se es-

tablece en la fracción VII que impide que el presidente de la Repó-

blica imponga por si directa o indirectamente contribuciones de nin-

guna especie, ni generales, ni particulares. La fracción VIII le im-

pone la obligación al ejecutivo de no realizar los actos que prohi-

ben los párrafos 4o, 52, 62 y 72 del articulo 20 de la Primera Ley 

Constitucional y el sa párrafo del articulo 45 de la Tercera Ley 

Constitucional. Importante obligación en materia de elecciones esta 

comprendida en la fracción IX del precepto en comento, en ella se 

prohibe al titular del ejecutivo impedir o diferir las elecciones. 

Por Altimo, la fracción X lo obliga a no impedir o turbar las reunía 

nes del Supremo Poder Conservador y a cumplir las resoluciones de 

éste poder. 

Los artículos 15, 17 y 10 de la Constitución de 1036, tienen el 

acierto de retomar la técnica legislativa de otros documentos constL 

tucionales para diferenciar entre prerrogativas, atribuciones e isla 
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'dimentos del órgano ejecutivo. También, en estos artículos encontra-

mos una serte de controles a la actividad del ejecutivo, como soni 

el Congreso, el Consejo de gobierno y el Supremo Poder Conservador, 

instituciones que pretendian regular las funciones del ejecutivo. 

Sin embargo, estas instituciones cristalizaron el proyecto oligérqui 

co y plutocrático del centralismo, al grado que del Consejo de Gobi-

erno se dice quei "el Congreso Constituyente quería contar con un or 

ganismo dentro del conjunto institucional que fuera capaz de dar coa 

tinuidad y permanencia al proyecto de los hombres de bien. Ellos **-

copian • los candidatos adecuados, les otorgaban la perpetuidad en 

el cargo y, cuando hubiera una vacante, encomendaban al Senado, una 

de las partes mas elitistas y alejada de lo 'popular', la tarea de 

llenarla." (12) Y que se puede decir del Supremo Poder Conservador 

poder que podia nulificar leyes, declarar la incapacidad del presi-

dente de la Repdblica, deponer • la Alta Corte de Justicia, suspen-

der las sesiones del Congreso, etc., a este panorama hay que agregar 

el cdmulo de facultades contenidas en el articulo i7,establecidas 

favor del jefe del ejecutivo. En lo anterior podemos ver la enorme 

concentración de poder, en pocas manos, que se dió en las Siete Le-

yes Constitucionales de 1636. 

7.0 Proyectos Constitucionales de los aéos 1840 y 1042. 

El 2 de marzo de 1636 Texas se declara independiente de México, 

después de una desastrosa campana militar contra los texanos, el Pm 

sidente de México Antonio López de Santa Anna es hecho prisionero y 

(12) Sordo Codoffo, ~d'Ido, El Congreso en Ja Primera »público Coa 
trolisto. lo. Ediciárl. El Colindo do México-1.T.A.M., México, 
1993, pág. 216. 
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el 14 de mayo de 1836 firma los Tratados de Velazco, comprometiendo 

se a no volver a tomar las armas contra los texanos. En diciembre de 

1836, EspaRa reconoce la Independencia de México. En marzo de 1838 

Francia envía un ultimAtum a nuestro país exigiendo una indemniza-

ción, por unos presuntos daRos que se les hablan causado a algunos 

de sus nacionales, por lo que pedía 600,000 pesos para los franceses 

"damnificados". El gobierno mexicano se negó a tratar con el repre-

sentante francés, el barón Deffaudis, por lo que el comandante de la 

fuerza militar del gobierno francés en México, el almirante Dazoche, 

ordenó un bloqueo a todos los puertos del Golfo. En octubre de 1838 

arriba como ministro plenipotenciario del gobierno francés el con-

tralmirante Carlos Daudin, e inicia negociaciones con los represen-

tantes mexicanos. Ante la ambición de los franceses y después de la 

rendición de la fortaleza de San Juan de Ultla y de la ciudad de Vera 

cruz; el gobierno mexicano declaró la guerra a Francia el 30 de no-

viembre de 1838, esta guerra es conocida como "La Guerra de los Pas-

teles", las hostilidades siguieron su curso hasta el 9 de marzo de 

1839, fecha en la que se firmó el Tratado de Paz con Francia. 

En esta etapa de nuestra historia patria se dan diversos pronuu 

clamientos en contra del centralismo. Destacan los de Valentin Gómez 

Ferias y el de Paredes Arrillagao también en esa época, en septiem-

bre de 1841, se redacta el Plan de Tacubaya, en el que se desconoce 

a los poderes Legislativo y Ejecutivo, se pide la elección de un Pre 

**dente provisional y que se convoque a un nuevo Congreso. 

Es en este marco referencia' en el que surgen a la vida jurldi-

ca los proyectos conetltucionales de 1840 y 1042. En virtud de 414s 
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no tuvieron vigencia legal y su interés es puramente académico, solo 

los estudiaremos en lo que sea relevante para nuestro trabajo. 

Del Proyecto de Reformas a las Leyes Constitucionales de 1836, 

fechado el 30 de junio de 1840 destacan los articulos 92 y 94 que se 

referían a las prerrogativas y atribuciones del Presidente. 

El.articulo 92 se divide en seis fracciones y lleva por titulo: 

"Son prerrogativas del Presidente de la Repdblica." La fracción I le 

permite al ejecutivo realizar iniciativas de ley o decretos en las 

diferentes materias. La fracción II impone al Congreso la obligación 

de no dejar de considerar las iniciativas del Ejecutivo. La fracción 

III consigna la facultad del Presidente para, nombrar y remover a los 

secretarios de despacho. La fracción IV lo faculta para "elegir y 

enviar" oradores a las Cimeras que apoyen la opinión del gobierno. 

La fracción V lo exime de ser procesado criminalmente durante el 

ejercicio de su encargo y un &Ro después, por delitos cometidos an-

tes o durante su periodo presidencial, si no es previo el requisito 

de procedencia de que el Congreso declare que ha lugar para la forma. 

ción de la causa. La fracción VI, pOr su parte, también establece 

la exención para el ejecutivo de ser juzgado criminalmente, en e» 

te caso se limita a los delitos oficiales que cometa "siempre que 

intervenga la firma de uno de sus ministros," se exceptúa de este 

beneficio los casos de traición • la independencia o a la forma de 

gobierno, cuando se transtorne el orden póblico, actos tendientes 

evitar las elecciones, actos que tiendan a evitar que los diputados 

o senadores se presenten a servir • sus destinos o por impedir a los 

cámaras el ejerticio de sus atribuciones. 
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El articulo 94 se divide en veintitrés fracciones y lleva por 

titulo: "Toca al presidente de la Repdblica." Las fracciones 1, II y 

111 se refieren a la intervención del Poder Ejecutivo en el proceso 

legislativo; destaca el contenido de la fracción tercera en la que 

peligrosamente se permite al ejecutivo hacer observaciones a las le-

yes, facultad que ya fue comentada cuando analizamos la fracción ter, 

cera, del articulo 17 de la Constitución de 1836, con la que coinci-

de. La fracción IV le permite solicitar la prórroga de las sesiones 

ordinarias y pedir a la diputación permanente la convocatoria a se-

siones extraordinarias. Las facultades de nombramiento y remoción se 

regulan en las fracciones V, VI y VIII; y son demasiado amplias. 

Al estudiar la fracción vigésimo tercera del articulo 17 de la Cons-

titución de 1836, en la que hicimos mención de la prerrogativa a fa-

vor del ejecutivo para suspender a los empleados póblicos y privar-

los de sus emolumentos hasta por tres meses; en el caso del proyecto 

en estudio la fracción VIII es la correlativa a la fracción menciona 

da de la Constitución de 1836, coinciden plenamente, con la salvedad 

de que en el proyecto se incrementa arbitrariamente el lapso de pri-

vación hasta por un aso. En relación con las anteriores, la fracción 

IX autoriza al presidente • conceder licencias y pensiones. Las frac 

clones VII y X consignan facultades del ejecutivo relacionadas con 

la administración de justicia; la primera le autoriza para confirmar 

los nombramientos del personal judicial y del hacendario, la segunda 

le permite cuidar de la pronta y cumplida administración de justi-

cia. La fracción XI autoriza al jefe del ejecutivo para imponer mul-

tas en casos y hasta por la cantidad que determinen las leyes. Las 

fracciones XII y XIII le conceden facultades en materia económica 

como son las de cuidar la fabricación de papel moneda y contraer deu 
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das sobre el crédito nacional con la autorización del Congreso. Las 

facultades en materia de relaciones internacionales se reglamentan 

en las fracciones XIV y XV se autoriza al presidente para recibir a 

los ministros y enviados extranjeros y para dirigir las negociacio-

nes diplomáticas. En las fracciones XVI, XVII y XVIII se establecen 

relaciones en materia religiosa entre los poderes públicos con la 

Iglesia Católica. Las fracciones XIX y XX establecen las funciones 

del ejecutivo relacionadas con la seguridad interior y exterior de 

la nación; como son las de declarar la guerra con el consentimiento 

del Congreso y otorgar las llamadas patentes de corso, también se le 

permite disponer de las fuerzas de mar y tierra previa autorización 

del Congreso, debiendo separarse de su cargo, para quedar sujeto 

al gobierno como general. En las fracciones XXI, XXII y XXIII estar) 

consignadas facultades en materia de migración e inmigración. 

Como este proyecto de reforma a las leyes constitucionales no 

llegó a tener vigencia positiva en nuestro pala no lo comentaremos, 

ademé*, existe una coincidencia -casi una copia- con las fracciones 

correlativas de los articulo, relacionados con el tema de la Constj 

tuci6n de 1636. Por lo que, mutatis mutandis, valgan para este pro-

yecto los comentarios vertidos para la referida constitución. 

Paralelamente al Proyecto de Reformas a las leyes Constituciona 

les de 1836, surge el Voto Particular del Diputado José Fernando Ra 

almez. Este documento es importante para nuestro estudio jurídico, 

por que plasma el sentir de un miembro de la legislatura de la •poca 

con relación a la reforma proyectada. 
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Este Voto Particular es de fecha del 30 de junio de te40. En 

el vigésimotercer párrafo se leer "Obsequiando este principio de la 

división de poderes, creo que son incompatibles con él ciertas fa-

cultades que la comisión concede al ejecutivo...Me acuerdo cuando 

se formarón las actuales leyes constitucionales, parecia que no se 

tenia presente otro fin principal que poner trabas al ejecutivo; 

hoy parece que no se trata de otra cosa que de ampliar sus facul-

tades aán más alta de los limites que permiten los principios de la 

forma adoptada..." MAs adelante en el vigésimoquinto pArrafo afirma 

el mencionado legisladoro "En efecto, estas atribuciones pueden re 

ducir a la nulidad al poder judicial. Dando toda la extensión de 

que susceptible la palabra cuidar, puede convertirse el ejecutivo 

de hecho en un Tribunal superior, aun a los supremos del ramo, y 

mis hallándose revestido de la facultad de suspender a los jueces y 

magistrados..." (13) Las elocuentes palabras del diputado Ramírez 

no dejan dudas sobre la naturaleza autoritaria de la reforma pro-

yectada, por lo que huelga todo comentario, 

Existen dos Proyectos Constitucionales de 1842. El primero fe-

chado el 25 de agosto de 1842 y el segundo de fecha del 2 de noviem 

bre de ese "DI a esto hay que agregar el Voto Particular de la mi-

noria de la comisión constituyente de 1842 de fecha del 26 de agos-

to del referido affo. 

Del primer proyecto de Constitución Política de la Repdblice 

Mexicana, del 25 de agosto de 1842, son importantes para el estudio 

tal Dore-cbos 1111 Pueblo de México' México a través de sera Consti-
tucional.. Tomo ¡XI Cámara de Diputado. LII Legislatura, MiDaeo 
190, apostille 12. 
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de las facultades del ejecutivo los articulos del 94 al 97 y el 172. 

El articulo 94 establece como obligación del presidente, la de-

guardar y hacer guardar por toda clase de personas y sin distinción 

alguna, la Constitución y las leyes; en este articulo es de desta-

carse que se sujeta claramente al Poder Ejecutivo al imperio de la 

ley, al obligarlo a "guardar" la constitución y las leyes. 

El articulo 95 se divide en veinte fracciones y lleva por titu-

lo el dee " Corresponde al presidente de la Repóblica," La fracción 

I se refiere a la publicación y circulación de las leyes y decretos. 

La facultad reglamentaria esta comprendida en la fracción II. 

La fracción III le permite convocar al Senado a sesiones extraordind 

ries. Las fracciones IV, V, VI y VII se relacionan entre si y se ri 

fieren a las facultades de nombramiento, remoción, suspensión y al 

otorgamiento de jubilaciones, retiros, licencias y pensiones. La 

fracción VIII lo faculta para cuidar de que se administre pronta 

justicia por los tribunales, autorizAndolo, para ese efecto a diri-

girles excitativos; lo anterior rompe con el principio de divi-

sión de poderes y lo complica .1 hecho de que, cuando las excitati-

vas no fuesen eficaces, el ejecutivo puede pedir a los tribunales 

informes justificados, mismos que se limitan al hecho de reconocer 

si hubo negligencia en la observación de los términos legales y cuy, 

pabilidad en el lapso de ellos, 1-a fracción IX le autoriza al ejecu 

tivo a imponer multas "a los que desobedecieran sus ordenes o le 

faltaren al respeto debido." para estos casos debe estarse a lo 

que dispongan las leyes. Las fracciones X y XI establecen a favor 
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del presidente facultades en materia económica, como soni cuidar de 

la fabricación da la moneda y de la recaudación e inversión de las 

rentas. Las facultades en materia de relaciones exteriores están 

comprendidas en las fracciones XII y XIII, a saber' dirigir las ne-

gociaciones diplomáticas y celebrar tratados de paz, amistad, alian 

za, tregua y neutralidad armada, para estas conductas el ejecutivo 

requería de la aprobación del Senados también se la autoriza a romí 

bir a los ministros y demás enviado■ extranjeros. Las relaciones de 

de carácter religioso entre los poderes ~bicos y la Santa Sede se 

regulan en las fracciones XIV y XV. Las facultades en materia de se 

seguridad interior y exterior de la nación, se norman en las frac-

ciones XVI y XVII, esto esi declarar la guerra, conceder el corso y 

disponer de la fuerza armada de mar y tierra. La fracción XVIII le 

permite conceder cartas de naturalización. La fracción XIX lo auto-

riza • nombrar interventores en las oficinas de hacienda de los De-

partamentos. La última fracción, la XX, le permite conceder indul-

tos en las causas que no sean jurisdicción de los departamentos. 

En el articulo 96 se intenta establecer los limite■ • la auto-

ridad del presidente de la Repdblica, lleva por titulo "No puede el 

presidentes" Se divide en siete fracciones, a saber§ La fracción I 

que le prohibe mandar en persona a las fuerzas de mar y tierra sin 

el permiso del Congreso otorgado por el voto de las dos terceras 

partes de sus miembros; y en este caso, debe cesar de sus funciones 

como presidente y sólo será reputado como general en jefe. La frac-

ción II le impide dejar el territorio nacional sin permiso del Con-

greso, durante 'u 1050Y9P, ni un alio después do concluido su manda-

to. La fracción III le prohibe enajenar, ceder, permutar o hipote- 
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car parte alguna del territorio nacional o cosa que le pertenezca. 

La fracción IV establece que el presidente no puede ejercer ningu-

na de las atribuciones o facultades reservadas al Congreso, Poder 

Judicial o autoridades de los Departamentos. La fracción V es un 

antecedente del llamado "refrendo ministerial", ya que exige que el 

ejecutivo ejerza sus atribuciones con la autorización del secreta-

rio de despacho del ramo respectivo. La fracción VI le prohibe ha-

cer observaciones a las "relaciones" del Congreso y a las declara-

ciones de la Cámara de Diputados en los casos que en dicha fracción 

se regulan. 

El articulo 97 se titula "Son prerrogativas del presidentes". 

Se divide en dos fracciones, la fracción segunda se subdivide en 

dos párrafos y tres apartados. La fracción I evita que el presiden-

te sea juzgado civil o criminalmente durante el ejercicio de su man 

dato, ni después de concluido un *Ro, a excepción de que el órgano-

enjuiciante sea la Suprema Corte de Justicia. La fracción II impide 

que el presidente de la Repdblica sea procesado penalmente por dell 

tos oficiales cuando el hecho por el que se le acuse haya sido aut2 

rizado por la firma de uno de sus ministros. Esta garantia no es 

absoluta, ya que en el segundo párrafo se establecen los casos de 

excepción a la misma, que son. le cuando se infrinja el articulo 96, 

2° en los casos de traición contra la independencia, forma de gobiet 

no y de cohecho y de soborno y 3° en el caso de actos encaminados a 

impedir las elecciones de presidente, diputados y senadores, a que 

éstos se presenten a servir a sus destinos y de aquellos actos que 

tiendan a impsdir a las Cámaras el uso de sus facultades o coartar 

la libertad de sus deliberaciones. 
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El articulo 172 preves un caso de excepción' la disolución del 

poder legislativo. Aqul se faculta al presidente a restablecer el 

orden constitucional y se le autoriza a dictar las providencias ne-

cesarias para ese efecto; ademas, se deja la administración interna 

de los Departamentos a cargo de sus autoridades respectivas con la-

ónice obligación de auxiliar al presidente a enfrentar la situación. 

Segundo Proyecto de Constitución Politica de la Replblica Mexi-

cana del 2 de noviembre de 1842. De este proyecto importan para nu-

estro estudio los Articulo' del 78 al 81 y el 142. 

El articulo 78 corresponde integramente al articulo 94 del pri-

mer proyecto, por lo que valgan los comentarios vertidos al estudi-

ar dicho precepto. El articulo 79 es similar al articulo 95 del prj 

mer proyecto, con la salvedad de que suprime las fracciones VIII, 

XIV y XIX que contenta al articulo 95; ademas, con mejor técnica 1ft 

gislativa se acomoda el contenido de las diversas fracciones para 

clarificarlas. El articulo BO, por su parte, corresponde, aunque 

bastante disminuido, al articulo 96 del primer proyecto. Se elimi-

nan las fracciones II, III y IV del articulo 96 del primer proyecto 

y sólo se incorporan, las fracciones I, V y VI. De la fracción pri-

mera se deja subsistente la disposición de mandar personalmente a 

las tropas, se elimina la obligación de quedar sujeto, en caso de 

mandar tropas, al gobierno como general. La fracción II que corres-

ponde a la quinta del articulo 96 del primer proyecto, se clarifi-

ca, Para terminar, la fracción III que tiene su correlativo en la 

fracción sexta del articulo 96 del primer proyecto, elimina la ce-

suistica de su antecedente dejando asentado con mayor claridad su 
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contenido. El articulo 81 corresponde en su totalidad al articulo 

97 del primer proyecto, por lo que nos remitimos a los comentarios 

vertidos en su oportunidad. El articulo 142 igualmente tiene su co-

rrelato en el articulo 172 del primer proyecto, por lo que los co-

mentarios que pudiésemos efectuarle ya fueron vertidos en su oportu 

nadad, haciendo la aclaración que se mejora -en los casos de los ar 

ticulos 81 y 142 del segundo proyecto- la técnica gramatical y legás 

lativa. 

bel voto particular de la minoría de la Comisión Constituyente 

de 1842, importan los artículos 58 y 60 en los que se trata lo rola 

cionado con las facultades del ejecutivo, hay que dejar asentado 

que, en su totalidad, corresponden, mutatis mutandis, a los del pri 

mer y segundo proyectos constitucionales de 1842, anicamente hay 

que destacar que el articulo 60 relativo a las facultades del pretil 

dente; sólo cuenta con diez fracciones, que en lo general, como ya 

quedo asentado, tienen su correlativo en los dos proyectos constitu 

cionales ya estudiados, y que las diferencias son de redacción y no 

de contenido. 

7. C Sesos Organices de £043. 

El plan de Tacubaya contemplaba la reunión de un nuevo constitg 

yente, mismo que elabore, en Junio de 1842, una Constitución de coL 

te libera! que genere protestas y pronunciamientos en varios luga-

res del país. Antonio López de Santa Anna se retira del gobierno, 

dejando como Presidente Interino a don Ntcol&s bravo, éste convoca-

* un nuevo Congreso Constituyente en Octubre de 1842, llamado Junta 
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Nacional Legislativa; este Congreso Constituyente elaboro una nueva 

Constitución llamada bases Organices de la Repóblica Mexicana de fe 

cha del 14 de junio de 1843. Esta constitución crea la segunda Repl 

blica Centralista, elimina al Supremo Poder Conservador y otorga, 

si esto es posible, mayores facultades al ejecutivo. 

De las Bases Orgánicas de la Repablica Mexicana son importantes 

para estudio de la presente tesis, los articulos del 85 al 90. 

El articulo 85 declara al Presidente jefe de la administración 

general de la Repdblica y le encomienda el orden y la tranquilidad 

de la nación en su régimen Interno y su seguridad (de la nación) en 

lo externo. 

El articulo 86 establece las obligaciones del Presidentes se di 

vide en dos fracciones, a saberi la fracción 1 que lo obliga a guar 

dar la Constitución y las leyes y, ademas, que obligo a "toda clase 

de personas (sic) sin distinción alguna" a guardar la constitución 

y las leyes. La fracción II lo obliga a prestar el auxilio necesario 

a los tribunales para la ejecución de las sentencias y providencias 

judiciales. 

El articulo 07 lleva por tituloi "Corresponde al presidente de-

la Repdblica." Se divide en treinta fracciones, La fracción 1 se rft 

fiero a la facultad de publicar y hacer circular las leyes y decre-

tos. Las fracciones II, 111, VI, Vil, VIII y IX hacen mención de 101 

facultades de nombramiento, remoción y suspensión, a saliere nombrar 

y remover libremente a los secretarios del despacho, nombrar con 
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aprobación del Senado a los ministros y domas agentes diplomáticos 

y cónsules de la Repóblica, también la facultad de removerlos libra 

mente; nombrar a los empleados y funcionarios públicos cuyo nombra-

miento no este "cometido" a otra autoridad, con sujeción a las le-

yes; expedir los despachos a todo empleado público cuando por ley no 

deba darlos otra autoridad y suspender de sus empleos y privar hasta 

de la mitad de sus sueldos por un lapso de tres meses a los emplea 

dos que infrijan sus órdenes. Si es necesario formarles causa o si 

es conveniente suspenderlos por tercera vez, los deber; entregar, 

con los datos necesarios al juez respectivo; la última fracción le 

concede el privilegio de dar jubilaciones y retiros, conceder licen-

cias y pensiones, todo esto con arreglo a la ley. La fracción 1V es 

tablece la facultad reglamentarla, obligando al presidente a no al-

terar ni modificar las leyes. En la fracción V se le autoriza a ex-

pedir el decreto para que se convoque al Congreso a sesiones extra-

ordinarias "designando** los únicos asuntos de que deberOA ocuparse". 

Esta facultad contraviene al espíritu democrático al impedir que el 

Congreso, en ejercicio de su soberanfa, se ocupe de otros asuntos 

que 	pudieran ser de interés. Las fracciones IX y X le conceden las 

facultades con relación a la administración de justicia que consis-

ten ene cuidar que los jueces y tribunales administren pronta justl 

cia, dirigiéndoles excitativas y pidiéndoles informes justificados 

"sobre los puntos que estime convenientes", lo que, a la vez de que 

es una intromisión en los asuntos del Poder Judicial, deja abierta 

la puerta a la arbitrariedad y al ejercicio discrecional de esta 

facultad; la otra fracción fe permite visitar los locales en que se 

asienten los tribunales y los juzgados, cuando tenga noticia que 

obran con morosidad o que se cometen desordenes perjudiciales a la 
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administración de justicia, ademas lo autoriza para hacer que se de 

preferencia a las causas que ami lo requieran para el bien pbblico y 

a pedir informes sobre su estado cuando lo crea conveniente. Todas 

estas facultades, lo refrendamos, implican una abierta intromisión 

del Poder Ejecutivo en los asuntos del Poder Judicial, pulverizan 

la independencia de un poder y colocan al ejecutivo en la ilegalidad 

al permitirle violar el secreto del proceso o presionar a favor de 

las causas en las que tenga interim, con estos poderes se vulnera la 

seguridad jurídica y lo garantía del debido proceso. La fracción XI 

permite al presidente imponer multas que no pasen de quinientos pe-

sos a los que desobedezcan sus órdenes o le falten al respeto debi-

do. Las fracciones XIII, XIV y XV establecen a favor del ejecutivo 

facultades en materia económica, como soni cuidar de lo "exactitud 

legal" en la fabricación de la moneda, cuidar de la recaudación, in-

versión y distribución de las rentas generales y "formar" los aran-

celes de comercio sujetándose a las bases que establezca el Congre-

so. Las fraccione■ XVI, XVII y XVIII permiten al titular del ejecu-

tivo dirigir las negociaciones diplomáticas, celebrar tratados de 

paz, amistad, alianza, tregua, neutralidad armada y domas convenios 

con naciones extranjeras previa aprobación del congreso, en todos 

los casos, antes de su ratificación; admitir ministros y otros en-

viados y a los agente. extranjero«, también le faculta para cele-

brar concordatos con el Vaticano previa la aprobación del Congreso? 

La fracción XIX autoriza al presidente para conceder el pase a los 

decretos conciliares, bulas, breves y rescriptos pontificios o a re 

tenerlos; si versan sobre negocios particulares deberá oir al Cono, 

jo, cuando se refieran a cuestiones contenciosas deberá escuchar a 

la Suprema forte, La fracción XX ~Maleo; un sistema de veto sui 
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géneris, puesto que permite al titular del ejecutivo hacer observa-

ciones a los proyectos aprobados por las Cimeras, con audiencia del 

Consejo, suspendiendo su publicación, para lo que cuenta con un tér 

mino de treinta días. Si el Congreso reproduce el proyecto aprobado, 

el gobierno Usase el ejecutivo) puede suspenderlo con audiencia 

del Conseja, hasta el próximo período de sesiones para que las Cama 

ras puedan ocuparse del asunto. 8i el proyecto de ley aprobado es 

reproducido por dos tercios en ambas Cimeras, el gobierno lo publi-

car*, esta es una excepción a el peculiar derecho de veto que rela-

cionamos. Si los treinta días concluyen estando ya cerradas las se-

siones del Congreso, el gobierno se dirigir* a la diputación perma-

nente con las observaciones, o el aviso que deba dar; si concluyen 

los treinta días sin hacer nada de lo que prescribe esta fracción 

prescribir* la acción del ejecutivo, y se considerar* sancionada la 

ley o decreto y se publicar* sin demora. Las fracciones XXI y XXII 

complementan al artículo 85 en el que se establece que esta a cargo 

del ejecutivo el orden y tranquilidad de la nación. La fracción vi-

gésimo primera lo faculta para declarar la guerra en nombre de la 

nación y para conceder patentes de corso; la fracción vigésimo se-

gunda lo autoriza a disponer de las fuerzas armadas de mar y tierra. 

Las fracciones XXIII y XXIV le conceden atribuciones en materia de-

migración, como soni conceder cartas de naturalización y para expul 

1114Y e los extranjeros perniciosos no naturalizados. Llama poderosa-

mente la atención la facultad consignada en la fracción XXV y que 

consiste en admitir las renuncias de los ministros de la Suprema 

Corte de Justicia y Marcial, de los miembros del Consejo y de los 

gobernadores de los Departamentos. COn lo que, estos órganos cree 

dos por las Constituciones centralistas, empiezan e perder poder. 
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La fracción XXVI faculta al jefe del ejecutivo a conceder indultos 

particulares de la pena capital. En la fracción XXVII se autoriza 

al presidente para conceder privilegios exclusivos a los invento-

res, introductores o perfeccionadores de algón arte o industria 

atil a la nación de conformidad a las leyes. La fracción XXVIII per 

mita al jefe del ejecutivo dar dispensas de edad y de "curso literA 

rario" en los términos y circunstancias que prescriban las leyes. 

La tracción XXIX faculta al presidente para nombrar oradores del se 

no del Consejo para que concurran a las cámaras, cuando lo estime 

conveniente, para manifestar y defender las opiniones del gobierno. 

Para finalizar este apartado la tracción XXX, refrendando el carác-

ter tiránico de las Bases Orgánicas, lo autoriza para aumentar o 

disminuir las tuerza de policía de los departamentos, segón lo exi-

jan las necesidades de la institución; extras. facultad que se ex-

pilca por la vigencia del régimen centralista, en el que el presi-

dente de la Repóbllca era el óraico con poder real. 

El articulo 88 establece los demás casos, aparte de los consig-

nados en las Bases, en los que el presidente estará obligado a oir 

la opinión del Consejo en los negocios a que se refieren las frac-

ciones cuarta, quinta y décima octava del artículo 87. 

El artículo 89 se divide en cinco fracciones y se titula "No 

puede el presidente de la Repdblica", y establece las limitaciones 

a éste órgano del poder. En la fracción I se prohibe al ejecutivo 

mandar en persona las fuerzas de mar o tierra sin permiso previo 

del CONnlial establece, además, que mientras mande tropas cesará 

en el ejercicio de sus funciones y solo se le reputará como general 
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'en jefe. En la fracción II se le impide salir del territorio la Re-

póblica durante su encargo y un ago después de concluido su mandato 

sin el permiso del Congreso. Intimamente relacionada con la frac-

ción anterior, la fracción III le impide separarse más de seis le-

guas (14) del lugar de residencia de los Supremos Poderes, sin el 

permiso del cuerpo legislativo. La fracción IV le impide enajenar, 

ceder, permutar o hipotecar parte alguna del territorio nacional. 

En la fracción V se prohibe al titular del ejecutivo ejercer sus 

atribuciones sin la autorización del secretario del despacho del r, 

mo respectivo; prohibición que se relaciona con el actual refrendo-

ministerial de nuestro articulo 92 constitucional (15). 

El articulo 90 se titula "Son prerrogativas del presidente." y 

establece que el jefe del ejecutivo no podré ser acusado ni procesa 

do criminalmente durante su presidencia y un aRo después, sino por 

los delitos de traición contra la independencia nacional y forma de 

gobierno establecida en las ibises. Tampoco podré ser acusado hasta 

pasado un aRo de haber cesado en sus funciones, en el caso de deli-

tos comunes. 

Sin prejuzgar el contenido global de las Bases Organicas de la 

Repóblica Mexicana de 1043, los articulo. del 05 al 90 de ésta, a 

pesar del acierto jurídico de distinguir entre obligaciones, facul-

tades y prerrogativas del presidente de la Repóblica, no eliminan 

el aberrante fenómeno de la concentración de poder, es mis, de la 

(14) La legua es una medida itineraria que equivale a 5,572 ~trino. 
(15) "Articulo 92.-Todos los reglamentos, decretos, acuerdos y ordl 

nos del Presidente deberán estar firmado. por el Secretario de 
Estado o Jefe de Departamento Administrativo a que el asunto -
corresponda y eiP este requisito no serán obedecidos." 



64 

simple lectura del articulo 07 del citado ordenamiento se puede in-

ferir que en las Bases Organices se da un enorme poder a favor del 

titular del ejecutivo, y en detrimento de otros poderes; como mues-

tra debemos recordar ese peculiar derecho a veto y las diversas fa-

cultades en las que se permite la intromisión del presidente en los 

asuntos del Poder Judicial. También en este documento fundamental 

se da un desplazamiento del poder de órganos colegiados hacia el 

el Poder Ejecutivo. 

O) Acta de Reformas de 1047. 

La Urania y el desorden en el gobierno provocaron un enorme 

descontento en la población. La Junta Departamental de Guadalajara 

exigió a Santa Anna que rindiera cuentas de las "facultades extraor-

dinarias" que se le otorgaron sepan las Doses de Tacubaya. La protes 

ta es secundada por el general Mariano Paredes Arrillaga en noviem-

bre de 1844, lo que provoca una serie de pronunciamientos. Antonio 

López de Santa Anna intenta sofocar estas rebeliones y expide un de-

creto suspendiendo las atribuciones de las CAmaras y transformandose 

en dictador en diciembre de 1844, decreto que provoca gran molestia 

y hace que las autoridades politices de México desconozcan al ejecu-

tivo. Las CAmaras se reunen en San Francisco y restablecen el orden 

Constitucional; se nombra Presidente de la Replblica a don Joaquín 

Herrera. Mientras tanto, Antonio López de Santa Anna intenta tomar 

Puebla y no tiene éxito, derrotado huye a Veracruz; es aprehendido 

cerca de Xico y encarcelado en el penal de Perote, Veracruz. En ju-

nio de 1045 sale desterrado rumbo a la Habana, Cuba. 
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En esa época se recrudecen las dificultades entre México y Esta 

dos Unidos por la cuestión texanal el Presidente Herrera era partida 

vio de una solución pacifica, pero ante los preparativos de guerra 

Norteamericanos con gran esfuerzo logra reunir 6,000 hombres para la 

campana mismos que pone a las ordenes del general Paredes Arrillaga. 

El general Arrillaga, en lugar de cumplir con su deber, usa a 

los soldados que el gobierno puso a su disposición para levantarse 

en armas en contra de Herrera. La rebelión de Paredes Arrillaga es 

secundada por el Ejército. Se modifica el Plan de San Luis y los je-

fes militares nombran Presidente Interino de la Repóblica a Paredes 

Arrillaga. Inmediatamente se dan una serie de levantamientos armados 

en contra de Paredes Arrillaga, entre los que destaca el de Guadala-

jara iniciado por don Valentin Gómez Varias y los federalistas, *oil 

citando el regreso de Santa Anna para enfrentar la invasión extranje 

re. El mes de mayo de 1846 el gobierno de Estados Unidos le declara 

la guerra a México, el mes de junio de ése mismo ano también se hace 

la declaración de guerra por el lado mexicano en contra de los Esta-

dos Unidos. 

El 28 de julio de 1846 Paredes Arrillaga intenta combatir a los 

sublevados, pero la guarnición de la capital se pronuncia a favor 

del Plan de Jalisco propuesto por Gómez ranas y los federalistas; 

al triunfo de II revuelta el general Mariano Salas se hace cargo da 

la Presidencia. Salas convoca a un Congreso que decreta el restable-

cimiento de la Constitución de 1824 y, también, ese mismo Congreso 

designa Presidente a López de Llanta Ana y Vicepresidente a Valentin 

Gómez Varias en diciembre de 1846, poniendo fin al régimen centrelil 
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ta en nuestro pals. 

Antonio López de Santa Anna deja al frente del gobierno a Valen 

tin Gómez Ferias y sale a enfrentar a los Norteamericanos. Después 

de varias batallas como la de la Angostura, la rebelión de "Los Pol-

kos" (Batallones Cívicos), la capitulación de Veracruz, la de Cerro 

Gordo, la de Padierna, la defensa de Churubusco y la de Molino del 

Rey' el 14 de septiembre de 1847 los invasores se aduegan de la capi 

tal de la Repdblica. El 2 de febrero de 1848 se firma el Tratado de-

Paz, Amistad y Limites, mejor conocido como "Tratado Guadalupe Higa 

go" entre México y Estados Unidos. En mate tratado México cede a 

sus vecinos del norte de Texas hasta el Rio Bravo, Nuevo México y 

Alta California, territorios con una superficie de casi dos millones 

de kilómetros cuadrados. Por su parte Estados Unidos se comprometió 

a pagar 15'000,000.00 como indemnización y a proteger a nuestro pala 

de las "incursiones de los bárbaros". 

Es en este marco histórico en el que se da el Acta de Reformas 

del mes de mayo de 1847, que restaura en nuestro pais a la Constitu-

ción de 1824 suprimiendo, ónicamente, la vicepresidencia y decretan-

do que las faltas temporales del presidente se cubren por los meca-

nismos previstos en la propia Constitución de 1824, tal y como lo 

previene el articulo 15 del Acta de Reformas. 

Por lo que remitimos al inciso (5) del presente capitulo en el 

que estudiamos los articulo, 110 y 112 de la Constitución de 1824 en 

los que se regulan las atribuciones del ejecutivo. Lo anterior para 

evitar repeticiones innecesarias ya que por mandato del Acta de Re- 
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'formas de 1847, la Constitucion de 1824 recupera su vigencia con las 

salvedades ya relacionadas. 

9) Plan de Ayutla y Estatuto Organice Provisional de 1056. 

Después de que se firma la pu con los Estados Unidos el Presi-

dente provisional, don Manuel de la PeSa, abandona la presidencia, 

el Congreso elige nuevamente al general José Joaquín Herrera. El 12 

de junio de 1948 los Norteamericanos abandonan México. 

En 1851 se celebran elecciones para presidente en las que resuL 

ta vencedor el general Mariano Arista. Su primera tarea es reorgani-

zar al Ejército, lo que provoca pronunciamientos en su contra y el 

llamado Plan del Hospicio de octubre de 1052. Mariano Arista pide al 

Congreso facultades extraordinarias para enfrentar a los sublevados, 

como no se las otorgan renuncia a la presidencia. El Congreso nombra 

Presidente de la Repdblica a don Juan h. Caballos quien manda disol-

ver a las Camara, del Congreso, actitud que hace que algunos diputa-

dos y senadores lo desconozcan como presidente. Los rebeldes de Gua-

dalajara y México se unen y convienen en proclamar la dictadura de 

Antonio López de Santa Anna. Triunfa la revuelta y se realizan alec-

cione* de conformidad al Plan del Hospicio en lar que es declarado 

Presidente López de Santa Anna, quien se encontraba exiliado en Tur-

baco, Colombia, hasta donde se le va a llamar. 

En abril de 1953 Antonio López de Santa Anna vuelve al poder y 

se ve stwoprometido con al programa del partido conservador, inicia 

una serie de medidas represivas y persecutorias de car&cter dictato-

rial; eleva los impuestos llegando al extremo de cobrar por puertas- 
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y ventanas, convierte de nueva cuenta a los Estados en Departamentos 

y disminuye el nómero de ayuntamientos. Por decreto del 6 de diciem-

bre de 1853 se le considera dictador perpetuo, se le concede el tra-

miento de "Alteza Serenísima" y el titulo de Capitán General. El 13 

de diciembre de 1853 vende el territorio de La Mesilla a Estados Unj 

dos. Por lo anterior, en el sur don Juan Alvarez decide levantarse 

en armas en contra de la dictadura santanista, y por iniciativa su 

ya, el coronel Florencio Villarreal proclama en Ayutla, Guerrero, un 

Plan Revolucionario el 1° de marzo de 1854. Antonio López de Santa 

Anna intenta combatir a los sublevados, pero fracasa. El 9 de agosto 

de 1855 Santa Anna abandona la capital y se dirige a Veracruz para 

embarcarse rumbo a la Habana, Cuba; dejando el poder en manos de un 

triunvirato integrado por Ignacio Pavón, Mariano Salas y Martin Ca-

rrera. El 14 de agosto de 1855 por iniciativa de los militares se 

nombra Presidente Interino al general Martin Carrera, lo anterior 

tiene como consecuencia que los generales Manuel Doblado y Antonio 

Haro, después de una platica con Ignacio Comonfort, se adhieran a el 

Plan de Ayutla, en este plan set "Desconoció a Santa Anna y dispuso 

que el presidente interino convocara a un Congreso extraordinario 

que se ocupara de 'constituir a la nación bajo la forma de Repóblica 

representativa popularil y de revisar los actos del gobierno provisig 

nal." (16) Al triunfo de la Revolución de Ayutla, se elige como Pre-

sidente interino a don Juan Alvarez, quién inicia una serie de refot 

mas legales, entre las que se incluye la "Ley Juárez" que suprimid 

los fueros eclesiástico y militar. Esta ley y otras reformas libera",  

les originan protestas y movimientos armados en contra del gobierno, 

como el del general Manuel Doblado, que provoca la renuncia de Juan- 

t161 Do la rorro Villar, Ernesto, ot al, Opus Cit., pAp. $70. 
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Alvarez a la presidencia el 18 de diciembre de 1655. 

Del Plan de Ayutla, reformado en Acapulco, Gro., el 11 de marzo 

de 1854, importa para el estudio de las facultades y obligaciones 

del presidente de la República el punto 30  que estatuida, "El presi-

dente interino sin otra restricción que la de respetar inviolablemen 

te las garantías individuales, quedará desde luego investido de am-

plias facultades para reformar todos los ramos de la administración 

pública, para atender a la seguridad e independencia de la nación y 

para promover cuanto conduzca a su prosperidad, engrandecimiento y 

progreso." 

Los termino% tan generales er►  que se encuentra redactado el pum 

to 3• del Plan de Ayutla, impide hacer un análisis pormenorizado del 

mismo. Esa generalidad tiene su explicación en el hecho de que el 

país estaba convulsionado por una guerra civil y de que se trataba 

de un plan revolucionarios a pesar de que no elimina el fenómeno de 

concentración del poder, el Plan de Ayutla tiene el acierto de cona-

tregir al presidente a respetar las garantías individuales. 

En sustitución de Juan Alvarez se designa como Presidente al gr. 

neral Ignacio Comonfort, quien, a pesar de su carácter moderado, en 

(renta varios levantamientos armados; como el de los indios de la 

Sierra de Zacapoextla, Pueble, que son derrotados en marzo de 1856. 

Como el clero habla financiado a los rebeldes, Comonfort ordena el 

embargo de los bienes del obispado de Puebla y expulse al Obispo La-

bestida. Presionado por los liberales Comonfort dicta diversas medi-

das y leyes reformistas, convoca a un Congreso Constituyente el 10 



70 

de febrero de 1856; suprime la coacción civil para cumplir con los 

votos monasticos, el 26 de abril de 1856; promulga la ley que extin-

gue a la Compagia de izaseis el 5 de junio de 1856; promulga la ley 

Lerdo para desamortizar los bienes de las corporaciones civiles y 

eclesiásticas, el 25 de junio de 1856. Ademas, se expidió el 15 de 

mayo de 1856 el Estatuto Orgánico Provisional de la Repdblica MexicÁ 

na que debía regir al pais mientras el Congreso concluía la ConstitM 

ción definitiva. 

En lo que se refiere al Estatuto Orgénico Provisional de la Re-

póblica Mexicana del 15 de mayo de 1856, hay que tomar en considera-

ción los artículos del 80 al 84 que son lo que tienen interés para 

presente tesis. 

El artículo 80 es idéntico al articulo 85 de las Bases Organi-

ces de 1843, ya comentado, con la diferencia de que se agrega como 

nueva encomienda para el Presidente de la Repdblica cuidar "el fiel 

cumplimiento de las leyes." 

El articulo 81 permite que el jefe del ejecutivo ejerza "todas 

las facultades que por este estatuto no se segalan expresamente (re-

servadas) a los gobiernos de los estados y territorios..." segdn el 

articulo 3o del Plan de Ayutla. 

Por su parte, el articulo 02 faculta al presidente de la R90-

elle& para actuar 011cm:tonalmente en loa alguielit•s casosi a Jui-

cio del Consejo de Ministros; para defender la independencia; para 

sostener el orden establecido o conservar la tranquilidad póblica, 
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pero le impide, a su vez, para cualquier caso, imponer la pena de 

muerte o las prohibidas por el articulo 55 del Estatuto OrgAnico. 

Este precepto abre diversas interrogantes; ¿como se garantizan loe 

derechos de los ciudadanos? ¿se puede abrir la puerta a la arbitra-

riedad del Consejo de Ministros? ¿no es esta facultad bastante am-

plia y deficientemente reglamentada? 

El articulo 83 establece las obligaciones del titular del ejecu 

Uva, se divide en dos pfirrafoe y lleva por titulo "Son obligaciones 

del presidente," cumplir y hacer cumplir el Plan de Ayutla, reforma-

do en Acapulco. La segunda obligación es hacer que se administre cuft 

plidamente la justicia, procurando que a los tribunales se les den 

los auxilios necesarios para la ejecución de las sentencias y provi-

dencias judiciales. 

El articulo 84 Pretende limitar el poder presidencial, se divi-

de en tres fracciones cuyo contenido esi En la fracción 1 se le pro-

hibe enajenar, ceder, permutar o hipotecar parte alguna del territo-

rio de la nación; disposición importante tomando en consideración la 

experiencia de Antonio López de Santa Anna, quién vendió el territo-

rio de La Mesilla a los Estados Unidos. La fracción 11 le impide 

ejercer sus atribuciones sin la autorización del secretario de des-

pacho del ramo respectivo. Por último, la fracción 111 le prohibe 

suspender o restringir les garantida individuales con la excepción 

hecha de los establecidos en el articulo 82. 

De todos lo documentos constitucionales hasta ahora estudiados, 

es en el Estatuto argénteo Provisional de 1656 en el que aparentemen 
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te se consignan menos facultades en favor del presidente de la Repú-

blica; hacer cumplir el Plan de Ayutla y otorgar los auxilios necee 

ríos al Poder Judcial; sin embargo, el articulo 82 del citado ordena 

miento deja abierta la posibilidad a una actuación discrecional del 

Poder Ejecutivo; ademas, su aparente ventaja, no darle demasiadas 

atribuciones al jefe del ejecutivo, es también su mayor desacierto; 

puesto que, juridicamente es mejor fijar taxativamente las atribucio 

nes de cualquier órgano de poder. Por fortuna los gobiernos libera-

les, semilleros de patriotas, no hicieron mal uso de esta falla en 

la legislación comentada. 

10) Constitución de I857. 

Después de la labor legislativa del gobierno de Ignacio Comon-

fort, el clero se opone al contenido de la misma y promueve conspira 

ciones en contra de su gobierno; al grito de "religión y fueros" sur 

gen diversos pronunciamientos que son sofocados. A principios del g2 

bierno de Comonfort se habla convocado a un Congreso Constituyente, 

que se reunió en la ciudad de México el 113 de febrero de 1856; en dZ 

cho Congreso destacan nombres de ilustres próceres mexicanos como 

don Francisco Zarco, Ignacio Remiren (E1 Nigromante), Melchor acam-

po, Valentin Gómez Verlas, Santos Degollado y muchos otros. Luego de 

largas deliberaciones y encendidos debates, el 5 de febrero de 1657 

el Congreso aprobó la nueva Carta Magna. En este documento fundamen-

tal se organiza al pala en forma de repóblica representativa, demo-

cratice y federal; integrada por veintitrés Estados libres y sobera-

nos en lo interior pero unidos en una federación. De corte liberal, 

individualista y ampliamente democratice, la nueva constitución esta 
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blecid las bases normativas del Estado Mexicano de esa época; recono 

ce las garantías individuales, divide al poder pdblico en Legislati-

vo que ejerce la Cámara de Diputados, elimina a la Camara de Senado-

res; Ejecutivo depositado en el presidente de la Repóblica; y Judi-

cial encomendado a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, se es-

tablece que es el presidente de la Suprema Corte quién suplirá las 

faltas temporales del presidente de la nación. No coincidimos con 

los critico. de este documento fundamental, ya que consideramos que 

a pesar de sus desaciertos, ninguna obra humana es perfecta, la 

Constitución de 1857 representó un avance sustancial para la vida da 

mocratica en nuestro pata. 

No podemos dejar de mencionar que durante este periodo se da un 

un Proyecto de Constitución fechado el 16 de junio de 1056; el contj 

nido de este proyecto coincide casi integramente con el contenido 

del articulo 85 de la Constitución de 1857, que en el proyecto lleva 

el nómero 86, por lo que valgan los comentarios que se hagan a la 

Constitución de 1657 para el proyecto de 1856. 

Constitución Política de la Repdblica Mexicana sancionada por el 

Congreso General Constituyente el 5 de febrero de 1657. De este dock 

mento constitucional destaca para el estudio de las facultades y 

obligaciones del presidente el articulo 65. 

El articulo 05 se divide en quince párrafos y lleva por titulo; 

"Las facultades y obligaciones del presidente, son las siguient•ss" 

La fracción 1 obliga al jefe del ejecutivo a promulgar y ejecutar 

las leyes que expida el Congreso, y lo faculta para proveer en la 1.1 
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Pera administrativa a la exacta observancia de la ley; fracción en 

la que se integra la intervención del Poder Ejecutivo en el proceso 

legislativo y la llamada facultad reglamentaria. Las fracciones 

III, IV y V establecen las facultades de nombramiento y, en el caso 

de la fracción II, también se establece la facultad de remoción. La 

fracción segunda le permite nombrar y remover libremente a los secre 

tarsos de despacho, igualmente en esta fracción se le autoriza para 

remover a los agentes diplomáticos y empleados superiores de hacien-

da; ademas, lo faculta para nombrar y remover libremente a los demás 

empleados de la Unión, cuyo nombramiento y remoción no estén determi 

nados en la Constitución y las leyes. Esta última facultad como vert 

mos al estudiar el articulo 89 constitucional vigente, es uno de los 

pilares del poder omnímodo del ejecutivo. La fracción segunda le 

atribuye la prerrogativa, al presidente, de nombrar a los ministros, 

agentes diploaéticos y cónsules generales con la aprobación del Con-

greso y, en sus recesos, con la aprobación de la diputación permanea 

te. En las fracciones II y III se hace mención a los agentes diplomk 

ticos, la primera en lo que hace a la remoción y la segunda en lo re 

lativo al nombramiento; esta extraña forma de ordenar lo relacionado 

con los agentes diplomáticos puede explicarse integrando estas frac-

ciones con la que autoriza al presidente para dirigir la politice ia 

ternacional, ya que, en ese contexto, se debe dar al ejecutivo algo 

de libertad para remover a esta clase de diplomáticos. La fracción 

cuarta le permite al jefe del ejecutivo nombrar con la aprobación 

Congreso, a los coroneles y denté.' oficiales superiores del Ejército 

y Armada nacionales; se agrega en esta fracción ml nombramiento de 

los empleados superiores de hacienda. La fracción quinta, lo permite 

al presidente de la República nombrar a los demAs oficiales del Ejér. 
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cito y Armada nacionales con arreglo a las leyes. Las fracciones VI, 

VII, VIII y IX regulan las facultades relacionadas con la seguridad 

interior y exterior de la nación. La fracción sexta se refiere a la 

autorización conferida al titular del ejecutivo, para disponer de la 

fuerza armada permanente de mar y tierra para la seguridad interior 

y defensa exterior del país. La fracción séptima permite al jefe del 

ejecutivo disponer de la guardia nacional, con los mismos fines que 

en la fracción anterior para el Ejército y Armada nacionales, limita 

do • lo que establece la fracción vigésima del articulo 72. La frac-

ción octava autoriza al presidente a que, previa ley del Congreso de 

la Unión, declare la guerra en nombre de los Estados Unidos Mexica-

nos. La fracción novena autoriza al ejecutivo a conceder patentes de 

corso, actividad que debe sujetarse a las bases que expida el Congra 

so de la Unión. Las fracciones X y XI regulan lo que la doctrina con 

sidera como la actividad mas noble y característica del jefe de go-

bierno" dirigir la politica exterior de la Repablica. Para lo cual 

puede tener la dirección de las negociaciones diplomaticas y cele-

brar tratados con las potencias extranjeras previa la ratificación 

del Congreso' ademas, se le autoriza a recibir a los ministros y 

otros enviados de potencias extranjeras. La fracción XII autoriza al 

presidente a convocar al Congreso a sesiones extraordinarias, cuando 

lo acuerde la diputación permanente. La fracción XIII obliga al tito 

lar del ejecutivo federal a facilitar los auxilios que requiera el 

Poder Judicial para el ejercicio expedito de sus funciones. Esta 

fracción elimina la aberrante mediatización que otros documentos 

constitucionales mexicanos establecían en contra del Poder Judicial, 

ya que suprime lo facultad que hacia del Poder Ejecutivo guardién 

del Poder Judicial' dicha fracción solo hace mención de le coordine- 
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ción mínima que debe existir entre las diferentes esferas de la actj 

vidad gubernamental. La fracción XIV permite que el presidente habi-

lite toda clase de puertos, establezca aduanas marítimas y fronteri-

zas y determine su ubicación. En esta fracción ■e permite al ejecutj 

vo intervenir en un importante rubro generador de divisas. La frac-

ción XV, por intimo, faculta al jefe del ejecutivo para que, de con 

formidad con las leyes, conceda indultos federales, fijando con cla-

ridad la esfera competencial del ejecutivo para el ejercicio de esta 

facultad, evitando una invasión de la soberanía de los Estados. 

El articulo 85 de la Constitución Politica de la Repablica Mexj 

cana de 1857, tuvo una adición y una reforma. 

Al articulo 85 se le adicionó la fracción XVI el 2 de junio de 

de lee2, originalmente sólo contaba con quince fracciones. Con la 

adición, este articulo quedó como sigues "las facultades y obligaci2 

nes del presidente, son las siguientes. I a XV. Fracción XVI Conce-

der privilegios exclusivos por tiempo limitado y con arreglo a la 

ley respectiva, a los inventores o perfeccionadores de algón ramo de 

la industria." Innovación que tenla la finalidad de estimular la 

creación y el despegue productivo de nuestro pala. 

El 4 de junio de 1914 se reformó la fracción II del articulo 85 

para quedar 41111 "Fracción II.- Proponer al senado, después de olr 

la opinión de los secretarios de despacho, terne para la elección de 

ministros de la Suprema Corte de Justicia, y nombrarlos en el caso 

del articulo 921 nombrar y remover libremente a los secretarios de 

despecho, remover a los agentes diplomáticos y empleados superiores 
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de hacienda, y nombrar y remover libremente a los demés empleados de 

la Unión, cuyos nombramientos o remociones no estén determinados de 

otro modo en la Constitución o en las leyes." Desafortunada reforma-

que se contrapone al espíritu original de la Constitución de 1857 y 

rompe con el principio de división de poderes, que el constituyente 

del 57 plasmó en la Carta Magna. 

La Constitución de 1657 es una de las que menos facultades esta 

blece a favor del Ejecutivo Federal, al grado que ha sido acusada de 

haber entregado al Poder Ejecutivo en manos del Poder Legislativo, 

criterio con el que no coincidimos, éste documento fundamental tiene 

como antecedente las més puras tradiciones liberales de nuestro pala 

y aunque muestra algunos desaciertos, en cuanto a algunas atribucio-

nes del presidente, no podemos dejar de seí'alar que, por lo menos en 

teoría, sujetaba al titular del ejecutivo al control del Congreso, 

esto es, la Cilindra de Diputados, como representantes del pueblo mexi 

cano►  por lo que, por extensión, podemos decir que en la Carta Magna 

de 1057 se sujetaba al ejecutivo al control ciudadano. Y aun con es-

ta ventaja, no debemos olvidar que durante su vigencia tuvo lugar 

una de las dictaduras mis crueles que se recuerdan en nuestro Méxi-

co; la de Porfirio Día:. 



CAPITULO WERUNDO 

ARTICULO 019 RE LA COMATITUCIM IlE 1917 Y REFORMAS 



79 

"la Constitución debe basar la orga-

nización politica del poder, o sea, 

la formación de la autoridad legiti-

ma y agregada a la Constitución!..." 

Francisco Venegas Trejo. 

1. ARTICULO 89 DE LA CONSTITUCIÓN DE 1917. 

Después de la promulgación del documento constitucional de 1857, 

se desarrollaron importantes acontecimientos en nuestro pais. El cle-

ro católico, por instrucciones del Papa Pio IX, rechaza a la nueva 

constitución. En las elecciones resulta ganador como Presidente de la 

República, Ignacio Comonfort; destaca la elección de Presidente de 14 

Suprema Corte, que recae en don, Benito Juérez. Comonfort descontento 

con la Constitución de 1857, da un golpe de estado desconociendo a la 

Carta Magna lo que origina la "Guerra de Reforma" o Guerra de los 

Tres Anos (1058-1860>p esto divide a la sociedad en dos bandos libe-

rales y conservadores. En el marco de la Guerra de Reforma, Leonardo-

Márquez general conservador, obliga a huir a los liberales de la ca-

pital y fusila a los prisioneros que cayeron en su poder, entre ellos 

a algunos vecinos y practicantes de medicina, en Tacubaya, Distrito 

Federal en el mes de abril de 18590 estas víctimas pasan a la histo-

ria con el nombre de los 914rtires de Tacubaya". Después de varia■ tul 

tallas triunfan los liberales, por lo que el 1• de enero de 1861 las 

fuerzas liberales bajo el mando del general Jesús Gonzalez Ortega ha-

cen su entrada triunfal en la ciudad de México. Solo queda en el pais 

un foco guerrillero consterVador quia, él grito de "religión y fueros", 

sacrifica a los insignes liberales don Melchor Ocampo, Santos Degolla 
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do y al general Leandro Valle, hasta que las fuerzas del general Je-

sús Gonzalez Ortega los enfrentan y casi los eliminan en agosto de 

1861. 

Ante la traición de Comonfort, don Benito Juárez se hace cargo de 

la Presidencia de la Repóblica ya que, en su carácter de Presidente 

de la Suprema Corte, era quién ~fa suplir las faltas del ejecutivo 

Federal. En julio de 1861 el presidente Juárez se ve obligado a sus 

pender por dos anos el pago de todas las deudas pdblicas. Los gobier-

de Inglaterra, Francia y Esparta, ante la suspensión de pagos, deciden 

intervenir en México, las fuerzas españolas, francesas e inglesas 

arriban a nuestro pais y desembarcan en Veracruz. En abril de 1862 

ante el apoyo de las tropas francesas a los conservadores mexicanos, 

se rompe la Triple Alianza y, después de negociar sus reclamaciones 

con México los contingentes españoles e ingleses regresan a sus res-

pectivos palees. Rotas las negociaciones con los franceses, sus tro-

pas avanzan dentro del territorio nacional. El 5 de mayo de 1862 las-

fuerzas de Ignacio Zaragoza y de los generales Porfirio Diez, Celestj 

no Negrete, Felipe Berriozabal y Lamadrid, derrotan en Puebla a los 

invasores. Después de cruentas batallas, las tropas francesas bajo el 

mando del general Betaine hacen su entrada en la capital de la Repd-

blicap antes el Presidente Juárez se habla marchado al norte con sus 

ministros. 

Una comisión de mexicanos pertenecientes el partido conservador 

se presenta ante el archiduque Fernando Maximiliano de Habsburgo para 

ofrecerle el trono de Méxicop éste lo acepta con la condición de que 

fuera llamado por la mayoría del pueblo mexicano, requisito que cum- 
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plan los conservadores falseando la votación. En abril de 1864 Maxi 

miliano acepta el trono y nombra ministros y funcionarios de entre 

los miembros del partido conservador. El mismo die que acepta el 

trono de nuestro pais, Maximiliano firma el "Tratado de Miramar" con 

Napoleón 111. El 12 de junio de 1864 Maximiliano y su esposa Carlota 

hacen su entrada en la capital; Benito Juárez se refugia en Paso del 

Norte, hoy Ciudad Juárez. Como terminaba el mandato presidencial de 

Juárez, el 8 de noviembre de 1865 éste expide un decreto prorrogando 

el periodo de sus funciones como presidente. Mientras tanto, Maximi-

llano se rodea de elementos liberales moderados y se muestra partida 

rio de la reforma. Maximiliano solo se sostiene en el gobierno debi-

do a la fuerza de las armas francesas. En Europa Napoleón 111, ante 

la amenaza de una inminente guerra con Prusia, decide retirar a su 

Ejército de México. La emperatriz Carlota viaja a Europa para exigir 

el cumplimiento de los Tratados de Miramar, pero fracasa. Las tropas 

francesas abandonan el territorio nacional el 11 de marzo do 1867. 

Los republicanos encabezados por Juárez van derrotando poco a poco a 

los imperalistasi Maximiliano se fortifica en Querétaro, ciudad a la 

que le ponen sitio los republicanos. Maximiliano se rinde y es fusi-

lado el 19 de junio da 1667 en el Cerro de las Campanas, con lo que 

finaliza el Segundo Imperio. El Presidente Benito Jukrez ingresa 

triunfante • la capital el 15 de julio de 1867. Con la finalidad de 

regularizar al gobierno se expide la convocatoria para la elección 

de Presidente de la Repdblica, miembros del Congreso de la Unión y 

Presidente de la Suprema Corte de Justicia. Realizadas las eleccio-

nes el Congreso declara a don Benito Juárez Presidenta de la Repoblí 

para el periodo 1867-1871, y como Vicepresidente a don Sebastian LeL 

do de Tejada. 



82 

Durante este lapso del gobierno juarista se reorganiza al Ejérci 

to, se establecen las bases de la enseganza laica y se reglamenta el 

juicio de amparo, entre muchas otras cosas. 

Antes de que finalizara el periodo de gobierno de Juarez, sus 

partidarios se pronunciaron por su reelección; entre sus contrincan-

tes se dlvidian las simpatias a favor de Sebastian Lerdo de Tejada y 

Porfirio Diaz. Entre junio y septiembre de 1871 hay varias rebelio-

nes en contra de la reelección que son derrotados por el gobierno. 

Verificadas las elecciones de 1871 ninguno de los candidatos lo-

gró la mayoría absoluta, por lo que el Congreso de la Unión designa 

Presidente de la Reptblica nuevémente a don benito Juárez para el pe 

nodo 1871-1875. Inconforme con la decisión Porfirio Diez proclama 

el Plan de la Noria en noviembre de 1871, desconociendo a Juárez; dl 

plan terminaba con una lapidaria frasee "Que ningón ciudadano se im-

ponga y perpetde en el ejercicio del poder y ésta ser* la Óltima re-

volución." Los sublevados son derrotados por el gobierno de Juárez. 

El 18 de julio de 1872 muere don benito Juárez; Sebastian Lerdo 

de Tejada ocupa interinamente la presidencia. Ese mismo &Ro se redil 

tan elecciones en las que triunfa Lerdo de Tejada y se le nombra Pre 

sidente para el periodo 1872-1876, durante su gobierno Lerdo de Teja 

da da sustento constitucional a las Leyes de Reforma, enfrenta una 

revuelta religiosa y establece la renta interior del timbre. Al ter-

minar su periodo intenta reelegirse, lo que provplo gran ~Contento 

en el palo. 
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En marzo de 1876 Porfirio Diaz proclama el Plan de Tuxtepec, en 

el que se desconoce a Lerdo de Tejada como Presidente, se reconoce 

a la Constitución de 1857 y a las leyes, y se le considera como jefe 

del movimiento; este plan habla sido previamente reformado en Palo 

Blanco, Tamaulipas. En este marco se llevan a cabo las elecciones, 

mismas que se ensombrecen ante la comisión de un fraude para benefi-

ciar a Lerdo de Tejada. En octubre de 1876, el Presidente de la Su-

prema Corte, José Marta Iglesias, declara nula la elección de Lerdo 

y me proclama ast mismo Presidente de la República por ministerio de 

ley. Mientras tanto, los revolucionarios de Tuxtepec obtienen varias 

victorias, lo que obliga a Lerdo de Tejada a entregar el gobierno al 

licenciado Protacio Tagle, connotado porfirista, y sale de la capi-

tal noviembre de 1876. Esto permite que Porfirio Diaz haga su entra-

da triunfal en la ciudad de México. En diciembre de 1876 Porfirio 

Diez sale a combatir a José Maria Iglesias, autonombrado Presidente 

de la República, a quién derrota en enero de 1877. 

Después de sus victorias, el general Diaz se encarga provisional 

mente del Poder Ejecutivo y se dedica a reorganizar la administra-

ción pública, y expide la convocatoria para la elección de los pode-

res. Verificadas las elecciones, el Congreso declara Presidente Cons 

tituclonal al general Porfirio Diaz para el lapso de 1077-1680. En 

éste periodo de gobierno Díaz reorganiza al Ejército, establece un 

gobierno centralista bajo el disfraz del federalismo y reanuda rela-

ciones con Francia. El 10  de diciembre de 1680 se hace cargo del Eje 

cutivo el general Manuel González, cuya misión era reafirmar el régi 

men de la dictadura; durante su mandato se reforma la Constitución 

de 1857, para retirar al Presidente de la Suprema Corte la facultad- 
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de suplir al jefe del ejecutivo en sus faltas temporales, prerrogati 

va que se transfiere al Presidente del Senado o al de la Comisión 

Permanente en los recesos del Senado. 

Al concluir su mandato Manuel González entrego el gobierno a por 

firio Diez, quién habla sido declarado Presidente de la Repáblica pa 

ra el periodo que corría de 1884 a 1888. A partir de éste segundo pe 

rlodo gubernamental, Porfirio Díaz se reeligió sucesivamente para 

ocupar la presidencia de 1888 a 1892; de 1896 a 19001 de 1900 a 1904 

y de 1904 a 1910 previa reforma a la Constitución para ampliar el pe 

riodo presidencial de cuatro a seis ¿Ros. 

La obra del porfirismo no es fácil de analizar. La figura de 

Porfirio Diez despierta enconos y pasiones; ademas que, como toda fi 

gura póblica, cuenta con defensores y detractores. Díaz gobierna apo 

vado en el grupo de los llamados "científicos", representantes de la 

burguesía de nuestro pais aliada con el imperialismo norteamericano, 

además, se apoya en los militares. Durante su mandato la cultura na-

cional se afrancesa, y es permeada por la filosofía positivista; se 

crea la Sub-Secretarfa de Instrucción Póblica dentro del organigrama 

del Ministerio de Justicia y encarga su dirección a Justo Sierra. 

En lo económico se protege a los grandes capitales, se otorgan conce 

sienes ferrocarrileras con subvención, el desarrollo del pais se fin 

ca en el capital extranjero, en materia de hidrocarburos se le da ea 

tracia a las compaRlas extranjeras concediéndoles la exención de im-

puestos, En lo político, Díaz gobierna como dictador, anula los bond 

ficios de la Reforma, restringe la libertad de expresión, aplica la 

ley fuga a sus enemigos, su frase "mátalos en caliente" ha pasado a 
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la historia como una muestra clara del desprecio del porfirismo por 

la vida humana, protege a los latifundistas y deporta, vende como el 

clavos o asesina a los indígenas rebeldes. En conclusión, con el por 

firismo México vive en el descontento. El pueblo es oprimido y reprL 

mido, se privilegia a un pequeRo grupo de adictos al dictador, se 

despoja a los campesinos de sus tierras y se explota su trabajo, ade 

mas, se pierden la libertad y los derechos del pueblo mexicano. 

En 1908 Porfirio Diez concede una entrevista a James Creelman, 

corresponsal viajero de "The Pearson's Magazine". Entrevista que des 

portó gran efervescencia politica y a cuyo amparo se organizan diver 

sos partidos polIticos, puesto que se pensaba que Diez ya no deseaba 

continuar en el poder. En 1910 el Partido Antireeleccionista postula 

como su candidato a la presidencia a Francisco I. Madero, ante el 

arrastre popular de la campana maderista, Porfirio Díaz ordena su ea 

carcelación. En las elecciones de junio de 1910 se reconoce a Dlaz 

como Presidente y se libera a Madero pero sometiéndolo a estrecha vL 

gilancia. Madero burla la vigilancia y huye a los Estados Unidos; 

ah! en unión de Aquiles Serdan y de Roque Estrada y Garza, redacta 

el Plan de San Luis el 6 de octubre de 19101 en ese plan se declara-

ban nulas las elecciones de 1910 por considerarlas fraudulentas, se 

invitaba al pueblo a levantarse en armas a partir del 20 de noviem-

bre de 1910, Madero abunda el carácter de Presidente provisional, se 

establecía el principio de "Sufragio Efectivo. No Reelección" y se 

marcaban los postulados a realizar al triunfo de la Revolución. 

Es est como el 20 de noviembre de 1910 se inicia la Revolución 

Mexicana. Como el movimiento armado ganaba adeptos, el 23 de mayo de 
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1911 Profirio Diaz renuncia a la presidencia y se hace cargo del Po-

der Ejecutivo León de la barra. EL 6 de noviembre de 1911 se reali-

zan elecciones en las que resulta triunfador Francisco I. Madero. En 

lugar de realizar un cambio profundo, Madero decide gobernar apoyado 

en el aparato conservador porfirista; por esto, y por la negativa de 

Madero a expedir una Ley Agraria, se levanta en armas en el sur, 

nuevamente, el general Emiliano Zapata esgrimiendo como bandera ide2 

lógica el Plan de Ayala, el 28 de noviembre de 1911. En el norte Pas 

cual Orozco se levanta en armas en contra del régimen maderista en 

marzo de 1912. En Veracruz Félix Diaz se rebela contra Madero en oc-

tubre de 1912; en ése mismo aRo se establece la "Casa del Obrero Mua 

dial" grupo que es reprimido por Madero. El 9 de febrero de 1913 se 

sublevan varios regimientos de la capital y Francisco 1. Madero de-

signa al general Victoriano Huerta como comandante militar, para qua 

enfrente la situación. El embajador americano Henry Lane Wilson cona 

piraba contra el gobierno de Madero y conviene con los generales Fé-

lix Díaz y Victoriano Huerta la traición a Madero. El 18 de febrero 

de 1913 Francisco 1. Madero y su Vicepresidente José Maria Pino Suá-

rez son aprehendidos y obligados a renunciar, y se declara Presiden-

te a Pedro Lascurain, quién nombra ministro de Relaciones Exteriores 

a Victoriano Huerta, para después renunciar a favor del propio Huer-

ta, El 22 de febrero de 1913, por ordenes de Huerta, se asesina e Ma 

clero y a Pino Suárez, a oírle cuartelazo se le conoce como la "Decena 

Trágica". En Coahuila y Sonora se desconoce a Victoriano Huerta y, 

hombres de la talla de Venustiano Carranza, Alvaro Obregfn, Francia 

co Villa, Emiliano Zapata, Salvador Alvarado, etc., se aprestan a 

char contra el usurpador. El 26 de marzo de 1913 se proclama el Plan 

de Guadalupe desconociendo a Huerta, a los Poderes Legislativo y Ju- 
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dicial y a los gobernadores que apoyaron a Huerta, se organiza el 

Ejército Constitucionalista y se nombra a don Venustiano Carranza co 

mo jefe del mismo. El 21 de abril de 1914 Estados Unidos ocupa Vera-

cruz, lo que origina una airada protesta contra los norteamericanos 

por parte de Venustiano Carranza. Ante la presión revolucionaria 

Huerta renuncia a la Presidencia el 15 de julio de 1914. El 15 de 

agosto de ése mismo aMo las fuerzas revolucionarias a las ordenes de 

Alvaro Obregón entran a la capital, posteriormente, el 20 de agosto 

de 1914, Venustiano Carranza asume la Presidencia. Por esos días 

rompen Emiliano Zapata y Francisco Villa con Carranza, lo que amena-

za con dividir a los revolucionarios. Para sanjar las diferencias en 

tre los jefes revolucionarios, Carranza convoca a una magna Conven-

ción en la capital de la República, el 10  de octubre de 1914. A esta 

Convención no concurren los villistas. Después, el 16 de octubre de-

1914, tiene lugar una nueva Convención en Aguascalientes a la que 

acuden carrancistas, villistas y zapatistas; en esta convención se 

toman acuerdos que no dejan satisfecho a Carranza por lo que se yeti_ 

ra a Veracruz, lugar en el que instala su gobierno el 2 de noviembre 

de 1914. El 23 de noviembre de ése mismo alo los norteamericanos 

abandona Veracruz. La Convención nombra Presidente provisional a Eu-

lalio Gutiérrez, quién toma posesión del ejecutivo el 6 de noviembre 

de 1914. Gutiérrez se ve imposibilitado para gobernar debido a las 

diferiencias entre los revolucionarios, por lo que abandona la capi-

tal. Para sustituirlo se nombra al general Roque González Garza, 

quién gobierna poco ya que presenta su renuncia en junio de 1915. 

El lugar de González lo toma Francisco Lagos C:hazaro, quién gobierna 

hasta octubre de 1915; antes, en abril, se traban fuertes combates 

entre las fuerzas villistál y las obragonistas# de estas escar~Z#s 
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resulta vencedor Obregón; por fin, el 1° de noviembre de 1915, las 

tropas de Villa son derrotadas en forma definitiva por las fuerzas 

del general Calles, lo que permite que Carranza haga los trámites an 

te diversos gobiernos para que se le reconozca como presidente. Des-

pués de obtener el reconocimiento del gobierno de Estados Unidos y 

otros gobiernos latinoamericanos, el régimen carrancista se consoli-

da como gobierno de facto y en febrero de 1916 se fija la residencia 

de los poderes federales en Querétaro; en éste lugar, por decreto 

del 14 de septiembre de 1916 el gobierno de Carranza convoca a un 

a un Congreso Constituyente, en dicho decreto, en su articulo quinto, 

se establece que; "El Congreso Constituyente no podrá ocuparse de 

otrd asunto que el indicado en el articulo anterior...", esto es dis 

cutir, aprobar o modificar el proyecto de Constitución reformada. Di 

cho Congreso se instala en la ciudad de Querétaro el 1° de diciembre 

de 1916. 

En este congreso se forman dos grupos; el renovador y el radical 

Carranza envió a dicho congreso un proyecto de Constitución de coi-U 

ter moderado; después de acalorados debates, los constituyentes pro-

mulgan el 5 de febrero de 1917 la nueva Constitución. Este documento 

rompe con los moldes juridicos de su época ya que incluye derechos 

sociales de gran importancia para los campesinos y demás sectores de 

la sociedad, junto a las garantías individuales instituye las garan-

tias sociales, lo que va a permitir, en su momento, que se le consi-

dere una de los constituciones más avanzadas del mundo. Este carac-

tor, paro Ernesto Villar De la Torre, estriba; "En la dinámica del 

proceso revolucionario se fueron planteando las caracteristicas que-

lo definirions la reafirmación por los principios de la democracia 
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liberal junto al ingrediente social que pugnarla por el reconocimien 

to institucional de las reivindicaciones populares." (17) 

Cabe destacar que un importante antecedente del articulo consti-

tucional en estudio, es el articulo 89 del Mensaje y Proyecto de 

Constitución de Venustiano Carranza del 1° de diciembre de 1916. Co-

mo el contenido de dicho proyecto concuerda casi fielmente con el 

contenido del articulo 89 aprobado por el Constituyente de 1917, val 

gan los comentarios que se viertan con relación al mismo, en lo con-

ducente, para el proyecto carrancista. 

De la Constitución de 1917 importa para los efectos de la presen 

te tesis el articulo 89, mismo que fue aprobado el jueves 18 de ene-

ro de 1917 por unanimidad de 142 votos. 

El artículo en comento se dividía en diecisiete fracciones origi 

nalmente y llevaba por titula "Las facultades y obligaciones del 

presidente son las siguientes;". Titulo que concuerda con el actual. 

En la fracción I se establecen tres facultades a favor del ejecutiva 

la de promulgar las leyes, la de ejecutar las leyes y la llamada fa 

cultad reglamentaria, esto es, proveer en la esfera administrativa 

a la exacta observancia de las leyes que expida el Congreso de la 

Unión; Importante fracción que permite al titular del Ejecutivo in-

tervenir en el proceso legislativo y, adede, lo faculta para expe-

dir normas complementarias a las leyes que expida el Congreso de la 

Unión. En las fracciones II, III, IV, V y VI se autoriza al Presiden 

te de la Repóblica para expedir nombramientos y remover a ciertos em 

(17) Ibídem, pág. 238 
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pleados públicos. En la fracción segunda puede "nombrar y remover 11 

bremente" a los secretarios del despacho, al procurador general de 

Repdblica, al gobernador del Distrito Federal y a los gobernadores 

de los territorios; además le autoriza a remover a los agentes diplo 

mAticos y a los empleados superiores de hacienda, también le permite 

nombrar y remover libremente a los demás empleados de la Unión cuyo 

nombramiento o remoción "no este determinado de otro modo en la Cons 

titución o en las leyes." En la fracción tercera es prerrogativa del 

Presidente nombrar a los ministros, agentes diplomáticos y cónsules 

generales con la aprobación del Senado. La fracción cuarta permite 

al titular del ejecutivo nombrar, con la aprobación del Senado, a 

los coroneles, oficiales superiores del Ejército y Armada nacionales 

y a los empleados superiores de hacienda. La fracción quinta autori-

za al presidente para nombrar a los demás oficiales del Ejército y 

Armada nacionales con arreglo a las leyes; facultad que se relaciona 

con la que se consigna en la fracción IV, y que, en conjunto, son la 

base para la conformación de los mandos medios y superiores de las 

fuerzas armadas, y que constituye uno de los pilares del poder pres1 

dencial, La fracción décimo sexta autoriza al Ejecutivo Federal a 

realizar los nombramientos a que hacen mención las fracciones III y 

IV, de manera provisional cuando el Sanado no se encuentre en sesio-

nes, con la obligación de someterlos a dicho Camara cuando este reu-

nida. En las fracciones VI, VII, VIII y IX se establecen las facult. 

des en materia de seguridad interior y exterior de la Federación: la 

fracción sexta permite al Presidente de la Repdblica disponer de la 

fuerza armada permanente de mar y tierra, relacionada con la frac-

ción que antecede, la séptima, le autoriza al Ejecutivo para dispo-

ner de la guardia nacional; en ambos casos, el uso de las fuerzas 
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armadas queda limitado a la "seguridad interior y defensa exterior 

de la Federación.", de lo que se infiere que el presidente debe ha-

cer uso de esta facultad en sus justos limites constitucionales. La-

fracción octava faculta al Jefe del ejecutivo federal para declarar 

la guerra en nombre de los Estados Unidos Mexicanos, previa ley que 

expida el Congreso de la Unión. En la fracción novena se permite al 

presidente otorgar patentes de corso, con sujeción a las bases que 

establezca el Congreso de la Unión. Importante atribución a favor 

del ejecutivo esta contenida en la fracción X, como es la de dirigir 

las negociaciones diplomáticas y celebrar tratados con las potencias 

extranjeras, sometiéndolos, en cada caso, a la ratificación del Con-

greso Federal. Se considera que esta actividad es la mas caracterís-

tica del Poder Ejecutivo y la que mis lustre le confiere. La frac-

ción XI faculta al presidente de la Replblica para convocar al Con-

greso o alguna de las Cámaras a sesión extraordinaria, cada vez que 

lo estime conveniente. Facultad que se explica por lo dinámico del 

proceso administrativo. La fracción XII obliga al titular del Ejecu-

tivo a facilitar al Poder Judicial los auxilios que necesite para el 

ejercicio expedito de sus funciones; esta fracción sobresale por que 

en ella no se le atribuye al Poder Ejecutivo la vigilancia del Po-

der Judicial. La fracción XIII autoriza al presidente para habilitar 

toda clase de puertos, establecer aduanas marítimas y fronterizas y 

designar el lugar de su ubicación, lo que permite al Presidente 

intervenir en un importante rubro generador de divisas. La fracción 

XIV confiere al Presidente la prerrogativa de conceder indultos a 

los reos sentenciados por delitos del orden federal o a los reos sea 

tenciados por delitos del fuero comdn en el Distrito Federal y terri 

toril» federales; para hacer uso de dicha prerrogativa se debe ajus- 
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tar a lo dispuesto en las leyes. La fracción XV faculta al presiden-

te para conceder privilegios exclusivos por tiempo limitado a los 

descubridores, inventores o perfeccionadores de algán ramo de la in-

dustria con arreglo a la ley respectiva. Para finalizar, la fracción 

XVII estatuye textualmente: "Y las demás que le confiere expresamen-

te esta Constitución" cuyo antecedente mis remoto es el articulo 6o 

de las Bases Constitucionales de 1835. 

2. REFORMAS. 

La primera reforma afecta a la fracción XI y va en el sentido de 

"Convocar al Congreso a sesiones extraordinarias, cuando lo acuerde 

la comisión permanente." Con gran acierto esta reforma elimina la 

discrecionalidad que contenta esta fracción del articulo 89, ya que, 

anteriormente, la facultad de convocar al Congreso se dejaba al arbL 

trio presidencial. 

Esta reforma fue publicada en el Diario Oficial de la Federación 

del 24 de noviembre de 1923. 

La «m'onda reforma adiciona las fracciones XVII, XVIII y XIX, lo 

que ocasiona que la fracción XVII aprobada por el constituyente de 

1917, pase a ser la fracción XX. 

La fracción XVII faculta al presidente de la Replblica para 

"Nombrar magistrados del Tribunal Superior de Justicia del Distrito 

Federal y de los territorios y someter los nombramientos a la aprobt 

ción de lo Camara de Diputados, o de la Comisión Permanente, en su 
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caso." Nefasta adición que nuestra la intromisión del Poder Ejecuti-

vo en los asuntos relativos al Poder Judicial, y que se inscribe en 

el marco de la contrarreforma obregonista que pone en "capitis demi-

nutio" a los habitantes del Distrito Federal. 

La fracción XVIII, en el mismo sentido intervencionista de la 

anterior, autoriza al titular del ejecutivo para "Nombrar ministros 

de la Suprema Corte de Justicia y someter los nombramientos, las li-

cencias y las renuncias de ellos a la aprobación de la Cámara de Se-

nadores, o de la Comisión Permanente, en su caso." Valga para esta 

fracción el comentario vertido con relación a la fracción XVII de la 

reforma al articulo 89 de la Constitución Federal. 

La fracción XIX por óltimo complementa la trilogía de adiciones, 

cuyo ónico propósito parece haber sido el supeditar al Poder Judi-

cial al ejecutivo; el contenido de la adición est "Pedir la destitu-

ción, por mala conducta, de las autoridades judiciales a que se re-

fiere la parte final del articulo 111, y." E■ evidente que la colín 

cación de lo que debe considerarse "buena conducta" queda al juicio 

del presidente de la Repóblica, además, que la palabra "mala" impli-

ca una valoración de carácter subjetivo; esto coloca a las autorida-

des judiciales en una especie de dependencia jerárquica y de subordj 

nación con relación al ejecutivo; lo que constituye una infracción 

al principio de división de poderes que se establece en la propia 

Constitución. 

Esta reforma fue publicada en el Diario Oficial de la Federación 

del 24 de agosto de 1928. 
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La tercera reforma al articulo 89 de la Constitución Politica de 

de los Estados Unidos Mexicanos, afecta a las fracciones IV, V y VI. 

A la fracción cuarta se le adiciona la facultad para que el presiden 

te pueda nombrar a los coroneles y demás oficiales superiores ",..(-

de la) Fuerza Aérea Nacionales", arma que, en el aRo en que se elabo 

ró la Constitución de 1917, no se encontraba desarrollada en nuestro 

pais. 

También a la fracción V se le agrega, a las armas tradicionales-

de tierra y mar, a la Fuerza Aérea. 

En igual sentido, a la fracción VI se le agrega un parral° que 

dices "...o sea del Ejército terrestre, de la Mariana de Guerra y de 

la Fuerza Aérea..." Las adiciones a las fracciones IV, V y VI fuerón 

necesarias para adecuar nuestra Ley fundamental al desarrollo tecno-

lógico y darle sustento legal a una importante arma de la guerra mo-

dernas la Fuerza Aérea. 

Esta reforma apareció publicada en el Diario Oficial de la Fede-

ración del 10 de febrero de 1944. 

La cuarta reforma se relaciona con las fracciones IX y XVI. La 

fracción novena en la que se consignaba la atribución presidencial 

para expedir patentes de corso, fue derogada. La fracción XVI se re-

formó para quedar como sigues "Cuando la Cámara de Senadores no este 

en sesiones, el presidente de la República podrá hacer lur nombra-

mientos de que hablan las fracciones III y IV, con aprobación de la 

Comisión Permanente." Reforma que, sin variar la esencia de la frac- 
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ción en comento, mejora sustancialmente su técnica jurídica. 

Esta reforma fue publicada en el Diario Oficial de la Federación 

del 21 de octubre de 1966. 

La quinta reforma que sufre el artículo 89 constitucional, afec-

ta a las fracciones II, XIV y XVII. De los textos de estas tres frac 

clones se elimina la mención relacionada con los territorios federa-

les, toda vez que, a la fecha de la reforma ya no existían territo-

rios federales en nuestro palo. 

Esta reforma se publicó en el Diario Oficial de la Federación 

del 8 de octubre de 1974. 

La sexta reforma al articulo 89 de la Constitución Federal, con 

innegable acierto, deroga la fracción XIX del artículo en estudio. 

Es un acierto porque pone fin, aunque limitadamente, a la intromi-

sión nefasta del ejecutivo en los asuntos del Poder Judicial; la 

fracción derogada autorizaba al presidente de la República a "Pedir-

la destitución, por mala conducta, de las autoridades judiciales..." 

Es claro que los órganos de administración de justicia deben contar 

con sus propios mecanismos de control, por ningún motivo debe permi-

tirse que otro poder público pueda intervenir en la esfera competen-

cia! del Poder Judicial, ya que su encomiable labor -aplicar la ley-

se desvirtúa cuando acepta imposiciones o consignas para hacer a un 

lado %u imParcialidad. 

1sta reforma apareció publicada en el Diario Oficial de la Vede- 
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ración del 28 de diciembre de 1982. 

La séptima reforma al articulo en estudio afecta a la fracción 

X del mismo. Antes de la reforma la fracción décima estatuía a favor 

del ejecutivo la facultad dei "Dirigir las negociaciones diplomáti-

cas y celebrar tratados con las potencias extranjeras, sometiéndolos 

a la ratificación del Congreso Federal r. La reforma incorpora a es-

ta fracción en primer término la facultad expresa a favor del titu-

lar del Poder Ejecutivo, de dirigir la politica exterior; en segundo 

término, con mejor técnica legislativa y jurídica, armoniza el cont 

nido de esta fracción con lo que se establece en la fracción I del 

articulo 79 y con el contenido del articulo 133, ambos de la Consti-

tución, eliminando la mención indebida al Congreso Federal y sustitu 

yéndola por la mención al Senado, que es quién esta facultado para 

convalidar los actos en materia de relaciones internacionales; por 

último, se agregó a la fracción estudiada la referencia a diversos 

principios de politica internacional, que deben normar el actuar del 

presidente de la Repdblica en dicha materia, esos principios son: la 

autodeterminación de los pueblos, la no intervención, la solución 

pacifica de las controversias, la proscripción de la amenaza o el 

uso de la fuerza en las relaciones internacionales, la igualdad jurt 

dice de los Estados, la cooperación internacional para el desarrollo, 

y la lucha por la paz y la seguridad internacionales. Todos estos 

principios deben ser acatados por el jefe del ejecutivo en las rela-

ciones con otros estados y configuran limitaciones a la libertad de 

dirección en materia de politica exterior, que antes de la reforma 

se consignaba a favor del presidente de la Repdblica. 
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Esta reforma fue publicada en el Diario Oficial de la Federación 

del 11 de mayo de 1988. 

La octava reforma modifica la fracción II y deroga la fracción 

XVII del articulo 89 de la Constitución Politica de los Estados Uni-

dos Mexicanos. De la fracción segunda se eliminan las menciones que 

permiten al presidente de la Repóblica, nombrar y remover libremente 

gobernador del Distrito Federal y al Procurador General de Justicia 

del Distrito Federal. Lo anterior con motivo de la reforma constitu-

cional al Titulo Quinto de nuestra Carta Magna, que ahora se denomi-

na "De los Estados de la Federación y del Distrito Federal", en di-

cho titulo se regula, en el articulo 122, lo relacionado con el es-

tatuto jurídico y de gobierno del Distrito Federal. En la fracción 

segunda del mencionado articulo 122, en sus incisos (a) y (b), se 

permite al presidente de la Repdblica nombrar al jefe del Distrito 

Federal, en los términos en que dispone la Constitución y aprobar el 

nombramiento o remoción que haga el jefe del Distrito Federal del 

Procurador General de Justicia de la entidad. En congruencia con di-

cha reforma constitucional, se deroga la fracción décimo séptima que 

facultaba al jefe del ejecutivo para nombrar a los magistrados del 

Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, y someter sus 

nombramientos a la aprobación de la Asamblea de Representantes del 

Distrito Federal. 

Esta reforma se publicó en el Diario Oficial de la Federación 

del 25 de octubre de 1993. 

La novena y ótttma reforma al precepto constitucional en estudio 
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afecta a las fracciones II, XVI y XVIII y adiciona la fraccio n IX 

que se encontraba derogada. De la fracción segunda se elimina la mera 

cien que permitía al presidente nombrar al Procurador General de la 

Repóblica, facultad del ejecutivo que se traslada a la fracción nove 

na, adicionada, para acotarla de la siguiente maneras "Designar, con 

ratificación del Senado, al Procurador General de la Repdblica;" En 

la fracción décimo sexta se agrega, para complementar la reforma a 

la fracción II y la adición de la fracción IX, la mención de que, 

cuando el Senado no este en sesiones, el presidente podrá hacer, ade 

mas de los nombramientos a que aluden las fracciones II y IV, el de 

la fracción IX con la aprobación de la Comisión Permanente. La frac-

ción décimo octava se sustituye, con mejor técnica jurídico-legisla-

tiva, por la siguiente "Presentar a consideración del Senado, la ter 

na para la designación de ministros de la Suprema Corte de Justicia 

y someter sus licencias y renuncias a la aprobación del propio Sena-

do;" Importantes reformas que, en cierta medida, contribuyen a aco-

tar las facultades del titular del Poder Ejecutivo; ademas, justifi-

can el contenido de la presente tesis ya que tienen como razón el 

limitar las facultades excesivas que en nuestro régimen polltico-ju-

rldico se atribuyen a la persona del presidente de la Repdblica. 

Esta reforma fue publicada en el Diario Oficial de la Federación 

del 31 de diciembre de 1994. 

3. ARTICULO 89 CONSTITUCIONAL VIGENTE. 

Varios tratadistas se han ocupado de clasificar las facultades 

del presidente de la Repdblica. Asl, Jorge Carpizo las divide en; a) 
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provenientes de la Constitución; b) provenientes de la ley ordinaria 

y c) provenientes del sistema político. Mas acorde con nuestro estu-

dio, don Andrés Berra Rojas divide las facultades del presidente ent 

a) funciones de caracter internacional; b) funciones legislativas; 

c) funciones ejecutivas; d) funciones financieras; e) funciones 

tares; f) funciones burocraticas y g) funciones honorarias. Ignacio 

Burgo& las divide eno a) facultades legislativas; b) facultades admi 

nistrativas y c) facultades jurisdiccionales. Nosotros para los efes 

tos del estudio del articulo constitucional en comento, adoptamos, 

en lo conducente y sin perjuicio de modificarla segón convenga a los 

propósitos del presente trabajo, la clasificación de Emilio O. Reba-

sa (18). Este tratadista divide las facultades del presidente de la 

Repóblica derivadas del articulo 89 constitucional, en: 1.-Faculta-

des para la promulgación y ejecución de leyes, aquí estudia la frac-

ción I del precepto en comento; 2.-Facultades para extender nombra-

der nombramientos, en este apartado estudia las fracciones II, III, 

IV, V, IX, XVI y XVIII; 3.-Facultades en materia de seguridad inte-

rior o exterior de la nación, en esta parte de la clasificación se 

mencionan las fracciones VI, VII y VIII; 4.- Facultades en materia 

de politica internacional, donde hace mención de la fracción, X; 5.-

Otras facultades del presidente, en este apartado se ocupa de las 

fracciones XI, XII, XIV y XV; 6.- Apartado especial nos merece la 

fracción XX, y que no se encuentra en la clasificación de Emilio O. 

Rebasa, ya que en rigor jurídico no establece facultad de ninguna es 

(18) Constitución Politica di los Estados Unidos Mexicanos, 3a Edi-
cién comentada, coleccibi►  Popular Ciudad de México, 6erlp Tex-
tos Jurídicos, artículo 69, comentado por Emilio O. Robase. mg 
xico, 1992. págs. 366 a 370. 
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la palabra "promulgar". Por un lado, una corriente doctrinal preten- 
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pecie, únicamente sirve de puente entre el articulo 89 y otros pre-

ceptos constitucionales. 

Cabe mencionar que se adopta la clasificación de Emilio 0. Raba-

sa, no porque sea la mejor o la mas detallada sino porque es la que 

mejor se adapta a las necesidades de la presente tesis. 

También es importante aclarar que en el articulo 89 de la Consti 

tución Federal Mexicana, no se contemplan todas las facultades o las 

obligaciones que la Constitución atribuye al titular del Poder Ejecu 

tivoi y ni mucho menos hace mención de todas las facultades legales, 

extralegales o metaconstitucionales que el sistema otorga a este ór-

gano del poder público mexicano. Por lo anterior, al estudiar, en 

otro capitulo de la presente obra al presidencialismo, nos detendre-

mos brevemente para enunciar las otras facultades del ejecutivo, en-

tre ellas las que se deriven del sistema político y las que se rela-

cionan con otros preceptos constitucionales. 

El articulo 89 de la Carta Magna lleva por titulo "Las faculta-

des y obligaciones del Presidente son las sigutentesi", se divide en 

veinte fracciones. 

3.1 Facultades para la promulgación y ejecución de leyes. 

La fracción I del articulo que comentamos establece como facul-

tad del Presidentes "Promulgar y ejecutar las leyes que expida el 

Congreso de la Unión, proveyendo en la esfera administrativa a su 

exacta observancia,". Interesante polémica despierta en la doctrina 
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la palabra "promulgar". Por un lado, una corriente doctrinal preten-

de asimilar este vocablo con la palabra publicación pregonando una 

identidad de los mismos; por el otro lado, otra corriente de la doc-

trina jurídica pretende diferenciar entre ambas voces jurídicas atri 

buyéndoles distinta significación. Asi por una parte Felipe Tena Ra-

mírez afirma, con relación a los actos de promulgación y publicación 

quei "...Sin embargo, es posible doctrinariamente distinguir un acto 

de otro. Por la promulgación el ejecutivo autentifica la existencia 

y regularidad de la ley, ordena su publicación y manda a sus agentes 

que la hagan cumplir' en esa virtud, la ley se hace ejecutable, ad-

quiere valor imperativo, caracter que no tenia antes de pasar de la 

jurisdicción del Congreso a la zona del ejecutivo. No obstante, la 

la ley promulgada no es obligatoria todavía para la generalidad, 

mientras ésta no quede notificada de su existencia,..La publicación, 

es, pues, el acto del Poder ejecutivo por el cual la ley votada y 

promulgada se lleva al conocimiento de los habitantes, mediante un 

acto que permite a cualquiera el conocimiento de la ley y que esta-

blece para lo futuro la presunción de que la ley es conocida por to-

dos."(19) En sentido contrario el constitucionalista Ignacio Uurgoa, 

en relación con el tema que nos ocupa, asienta' "La promulgación es 

el acto por virtud del cual el Presidente de Repdblica ordena la pu-

blicación de una ley o un decreto previamente aprobados por el Con-

greso de la Unión o por alguna de las Címaras que lo integran. 'Pro-

mulgar' es equivalente a 'publican-1, por lo que con corrección con- 

(19) Tena Ramírez', Felipe, Derecho constitucional Mexicano, 21a. 
Editorial Parrda, S.A., México, 1905 págs, 461 y 462, 
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ceptual y terminológica la Constitución emplea indistintivamente am-

bos vocablos en su articulo 72." (20) Promulgar proviene de las vo-

ces latinas "pro" y "vulgare" que, en su unión, pueden traducirse co 

mo "llevar al vulgo el conocimiento". En el contexto jurídico, pro-

vulgare debe ser Interpretado como llevar a la generalidad el conocl 

miento de la ley. Nosotros por nuestra parte coincidimos con el cri-

terio del tratadista Ignacio Burgoa, ya que de la etimología de la 

palabra promulgar puede desprenderse que la misma equivale, en su 

contexto, a publicación de la ley. Confirmando la intervención del 

ejecutivo en el Poder Legislativo, Maurice Duverger considera a la 

promulgación como una de las formas de "participación del ejecutivo 

en los actos de las asambleas". 

Con la promulgación de la ley finaliza el proceso legislativo y 

se inicia la vigencia obligatoria de la misma. 

Por ejecución debemos entender cumplimiento; y es el acto en vir 

tud del cual la autoridad administrativa, en nuestro régimen politi-

co-jurldico el Presidente de la Rephbllca, da efectividad al canten! 

do de la ley en el caso concreto; esto es, la ejecución es un conjun 

to de actos complejos que integran las diversas facultades que ema-

nan de la esfera competencial del titular del Poder Ejecutivo, y que 

integran la llamada actividad administrativa. 

Con la fórmula "...proveyendo en la esfera administrativa a su 

exacta observancia.", 111 Constitución alude a la llamada facultad 

(20) Burgoa, Ignacio, Derecho constitucional Mexicano, ea. Edición, 
Editorial Porrda, 6.A., México, 1991, pág, 77e. 
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glamentaria instituida a favor del jefe del Ejecutivo. El verbo pro-

veer hace mención a la acumulación de medios para lograr u obtener 

una meta o un fin, en la facultad que estudiamos el fin consiste en 

obtener la "exacta obervancia de las leyes" que el Congreso de la 

Unión dé a la Nación. Además, el imperativo constitucional, en con-

gruencia con el sistema de división de poderes, constrige esta facul 

tad a la esfera administrativa, esto es, a aquélla área diversa de 

la legislativa y judicial, en la que se actualiza la actividad ejecu 

tiva. 

Al ejercitar la facultad reglamentaria, el titular de la presi-

dencia de la Repóblica genera normas de carácter juridico abstracto, 

generales, impersonales y obligatorias cuyo fin es complementar, de-

tallándolas, a las leyes que expida el Congreso de la Unión. Esta 

función es formalmente ejecutiva, aunque desde el punto de vista ma-

terial sea de carácter legislativo y se colma con la expedición de 

los llamados "reglamentos heterónomos" y de los "reglamentos autóno-

mos". La distinción entre ambas especies de reglamentos consiste en 

que, mientras el reglamento heterónomo especifica o pormenoriza a 

las disposiciones de una ley que ya existe dando las bases generales 

para su aplicación; el reglamento autónomo es de los conocidos como 

Bandos de Policia y Buen Gobierno, a que hace mencion el articulo 21 

constitucional, estos reglamentos se dan cuando la ley establece los 

caros generales en que se autoriza al ejecutivo a legislar. Por lo 

que, en los reglamento■ autónomos encontramos normas que no comple-

mentan a una ley previa, sino que son normas que se expiden por man-

dato legal a cargo de un individuo con facultades dentro de su órbi-

ta competen•:iai para generarlas. 
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Esta facultad reglamentaria no debe exceder el ámbito de las nor 

mas que reglamenta y, ni mucho menos, puede aplicarse a normas cons-

titucionales ya que implicarla rebasar la competencia administrativa 

y penetrar en la esfera competencial del Poder Legislativo, a quién 

se le encomienda generar normas reglamentarias de preceptos constitu 

cionales. Además, en nuestro régimen jurídico la interpretación de 

leyes compete al Poder Judicial. Por lo anterior con la norma regla-

mentaria no es posible abrogar, derogar o modificar las leyes que se 

reglamentan puesto que consistirta un caso de interferencia constitu 

cional, atacable jurídicamente en la vía de controversia constitucio 

nal. Ast, para Roberto Daez Marttnezi "...las leyes siempre dejan un 

cierto margen al prudente arbitrio de los órganos administrativos 

que tienen por oficio no sólo el hacer efectivas las leyes en los ca 

sos concretos, sino también el dictar normas de carácter general; es 

decir, reglamentos, destinados a determinar los modos de actuación 

de las mismas leyes. Sólo cuando los decretos y los reglamentos so-

brepasen los 'Imites fijados por las leyes, cesan de ser válidos y 

entonces corresponde a los órganos jurisdiccionales declarar su nuli 

dad." (21) 

Queda por último analizar la cuestión relativa al supuesto, muy-

coman en materia fiscal, de cuando el jefe del ejecutivo reglamenta 

una disposición legal por medio de circulares; nosotros consideramos 

que dicha conducta es violatoria del orden constitucional, toda vez, 

quo la facultad reglamentaria solo se colma cuando se expide una nor. 

(.21) Paez M'Unes, Roberto, Derecho Constitucional (La crisis de 
las estructuras políticas en el mundo). Ja. Edición, Cárdenas, 
Editor y Distribuidor. Maco, 1979, pág. 217. 



105 

ma para reglamentar a una ley ya existente o cuando una norma consti 

tuctonal autoriza al titular del ejecutivo para generar reglamentos 

de policía y buen gobierno, es evidente que, en ninguno de estos su-

puestos se autoriza al presidente para reglamentar disposiciones le-

gales por medio de circulares. 

3.2 Facultades pare extender nombramientos. 

Estas facultades se encuentran contenidas en las fracciones II, 

IV, V, IX, XVI y XVIII del articulo 89 de la Constitución Fede-

ral. Por razones prácticas estudiaremos estas fracciones en forma 

sistemática acogiéndonos, como ya lo habíamos manifestado, a la cla-

sificación doctrinal de Emilio D. Rebasa (22), quien divide las fa-

cultades de nombramiento, dependiendo del mayor o menor grado de li-

bertad que posea el presidente de la República para su utilización. 

Criterio con el coincide Felipe Tema Ramírez, quién clasifica las 

las diversas facultades de nombramiento en: "a) nombramientos absolu 

temente libres: b) nombramientos que necesitan la ratificación del 

Senado o de la Cámara de Diputados; c) nombramientos que deben hacer 

se con sujeción a lo dispuesto en la ley". (23) 

En la fracción segunda se establece la facultad para que el pre-

sidente de la República nombre y remueva libremente a sus colaborado 

res más cercanos, prerrogativa que se enuncia de la siguiente mane-

ra: "Nombrar y remover libremente a los secretarios del despacho..." 

En este párrafo se le permite al jefe del ejecutivo, nombrar y remo- 

(22) ibídem, págs. 368 y 3091 
(23) Opus cit., pág. 469. 
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ver libremente, esto es sin ninguna cortapisa, a los secretarios del 

despacho; para Juan Antonio Martínez de la Berna: "El Ejecutivo, sin 

sujeción a ningán organismo ni ley, frente a si mismo y sólo con esa 

responsabilidad, forma todo el equipo gubernamental..." (24) Este p. 

rrafo debe armonizarse con el contenido de los artículos 80 y 90 de 

la Constitución que le son afines. En el primero se asienta que el 

ejercicio del "Supremo Poder Ejecutivo de la Unión", se deposita en 

un solo individuo que se denominará Presidente de loe Estados Unidos 

Mexicanos; el segundo establece que la administración pública será 

centralizada y paraestatal. Ambos preceptos permiten considerar al 

presidente de la Repáblica como el jefe de la Administración Pública 

Federal. Sus más cercanos colaboradores solo ejercen un poder delega 

do, ya que nuestra Constitución no fragmenta al Poder Ejecutivo, co-

mo se desprende del articulo 80, sino que lo concentra en un sólo in 

dividuo, lo que nos lleva • concluir que en nuestro pais el ejecuti-

vo es de corte unitario; por lo que los secretarios del despacho só-

lo tienen el poder que el ejecutivo, con respeto irrestricto a las 

leyes, les dispense. El presidente de la República en nuestro régi-

men político y jurídico, es el único responsable de la buena marcha 

de la administración ;Milicia, en consecuencia es él quien debe res-

ponder de los actos que atenten contra el interés supremo de la na-

ción en que incurran sus colaboradores. Por lo anterior, es lógico 

se le autorice a nombrar y remover libremente a las personas a las 

que les va a encomendar la delicada tarea de auxiliarlo en el disego 

de las politices páblicas. Desafortunadamente, desde hace varios se-

xenios los titulares en turno del Poder Ejecutivo abusan de esta fa- 

(24) Martirios de la Sorna, Juan Antonio, Derecho Constitucional Moxl 
cano. la. Edicidn. Ed. Porrda, B.A. México, 1903, pág. 225. 
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cultad permitiendo, en obscuros pactos, que la responsabilidad se di 

luya a la inversa, esto es, del presidente hacia sus colaboradores; 

y que, por medio de una "renuncia" del colaborador presidencial seKa 

lado como responsable del área en la que se dé un problema, se evita 

que el presidente de la Repdblica rinda cuentas a la nación de su 

actuación, se responsabilice de politices póblicas desastrozas o de 

la posible comisión de actos delictivos en los que incurra durante 

su mandato, propiciando con esta conducta la impunidad a los más al-

tos niveles de gobierno. 

En ésta misma fracción, en otro párrafo, se contiene a favor del 

mis alto magistrado de la nación, la facultad de: "...remover a los 

los agentes diplomáticos y empleados superiores de hacienda..." Este 

párrafo debe relacionarse con el contenido de las fracciones III y 

IV del propio articulo 69 constitucional. En dichas fracciones se 

permite al jefe del ejecutivo nombrar a los empleados federales que 

allí se mencionan. Llama la atención el hecho de que, en las fraccio 

nes tercera y cuarta, se requiera para el nombramiento de este tipo 

de empleados la aprobación del Senado, y que, en cambio para su remº 

cien no sea necesario el referido requisito. Sin embargo, en el caso 

de los agentes diplomáticos, esta libertad para su remoción no tiene 

razón de ser. Segdri la fracción X del articulo 69 constitucional, 

la dirección de la politica exterior se encuentra en manos del ejecu 

ttvo, no obstante lo anterior, es evidente que el resultado de dicha 

actividad interesa a todo el pais, atento a lo dispuesto en articulo 

133 de la propia Constitución, en el que se establece que los trata-

dos internacionales son ley suprema en la nación. Por lo que, no de- 
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be dejarse al libre arbitrio del presidente la remoción de los encar 

lodos materiales de la politica internacional, y se debe pugnar por 

la creación de un cuerpo profesional de diplomáticos para evitar los 

errores en esta materia. Por lo que hace a los empleados superiores 

de hacienda, los mismos se integran a la Adminstración Federal, y 

participan en el diseío de la politica económica, por lo anterior es 

necesario instituir mayores controles en su remoción. 

El ditimo párrafo de la fracción II del articulo 89 constitucio-

nal, estatuye que el titular del poder ejecutivo puede: "...nombrar 

y remover libremente a los demás empleados de la Unión, cuyo nombra-

miento o remoción no éste determinado de otro modo en la Constitu-

ción o en las leyes;". Para Miguel Lanz Dureti "Esta es una de las 

prerrogativas más importante■ del Jefe del Ejecutivo, porque le da 

la oportunidad de disponer de los numerosos empleos pdblicos, pudien 

do distribuirlos entre sus partidarios y amigos, lo que entrega en 

sus manos el control de la burocracia, que en el régimen institucio-

nal actual de todos los pueblos ejercita las verdaderas funciones 

gubernamentales, como son las de ;nida, seguridad, higiene, educa-

ción, transportes, gestión de servicios póblicos y administración de 

las riquezas nacionales del pais. Dispone de un contingente numero-

so, disciplinado y resuelto para intervenir en las funciones electo-

rales, puesto que, además de tratarse de empleados ligados por la 

gratitud o el interés, constituye una parte integrante del mecanismo 

gubernamental, cuyo principal propósito en todos los sistemas de go-

bierno es el de conservacion del poder. Y ésta es una de las explica 

ciones de por qué el Ejecutivo Federal, siendo conforme a las facul-

tades y Al rango que le ha dado la Constitución un órgano de inte- 
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rior categoría politica al Congreso, ha podido mantener una gran 

preponderancia de hecho por la considerable cantidad de favores, mer 

cedes y de canonjtas que puede dispensar en un pueblo como el nues-

tro, tan inclinado a las seguridades y comodidades que proporcionan 

los empleos póblicos. Pero en el estado actual de las cosas, la in-

fluencia y el poder del Presidente de la Replblica son todavía mayo-

res porque no solo goza de la prerrogativa de nombrar a los emplea-

dos, sino que tiene otra más poderosa y temida: la de removerlos li-

bremente, circunstancia que contribuye a que las filas burocráticas 

se mantengan estrechamente unidas y adictas a su permanencia en el 

poder."(25/ Ante tan autorizada voz, solo nos queda agregar, por 

nuestra parte, que el contenido del párrafo que comentamos viene a 

sumarse a la amplia gama de facultades, que se preveen en las leyes 

a favor del ejecutivo federal. 

Los nombramientos que para su realización el titular del Poder 

Ejecutivo requiere la aprobación del Senado, se regulan en las frac-

ciones III, IV, IX y XVIII, del precepto en estudio. 

La fracción tercera faculta al presidente para "Nombrar los mi-

nistros, agentes diplomáticos y cónsules generales con aprobación 

del Senadoi". Esta fracción como ya lo asentamos, debe relacionarse 

con la fracción II para los efectos de la remoción de este tipo de 

empleados de la federación. Como ya se mencionó el presidente de la 

Repóblica por imperativo de la fracción X del precepto en comento de 

125) Lanz Duret, Miguel¡ Deirl,cho Constitucional Mexicana y considera 
cionee sobre la realidad política de Nuestro Régimen. 5a. Edi--
casn. Cía. Editorial Continental, México, 1982, pAgs. 226-229. 
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be dirigir la politica exterior mexicana, por lo que es acertado el 

contenido de esta fracción en la que se autoriza al presidente para 

nombrar a los ministros, agentes diplomáticos y cónsules, con la li-

mitación de recabar la aprobación del Senado, toda vez que dichos 

empleados van a tener injerencia en la politica externa de la nación. 

En la fracción cuarta se establece como facultad del titular del 

Poder Ejecutivo, la de "Nombrar con aprobación del Senado, los coro-

neles y demás oficiales superiores del Ejército, Armada y Fuerza Aé-

rea Nacionales, y los empleados superiores de hacienda;". El conteni 

do de la presente fracción, en su primer párrafo, debe relacionarse 

con las fracciones VI, VII y VIII del articulo 89 de la Carta Magna, 

toda vez que, en dichas fracciones se regulan las facultades en mate 

ria de seguridad interna y externa de la Nación; siendo el presiden-

te de la Repóblica el responsable directo de la administración del 

pais no debe extragar que se le permita nombrar a los coroneles y 

demás oficiales superiores de las armas. El requisito de recabar la 

aprobación del Senado tiene como ratio el hecho de impedir los "gort 

latos" <26) de triste memoria en México y en toda América Latina. En 

el segundo párrafo de la fracción que analizamos, se faculta al jefe 

del ejecutivo para que, con la aprobación del Senado, nombre a los 

empleados superiores de hacienda. Como el presidente es el titular y 

único responsable de la Administración Póblica Federal y de la buena 

marcha de los negocios de la nación, tiene la enorme responsabilidad 

de recaudar y aplicar los recursos a cada una de las ramas de dicha 

administración; por lo que debe nombrar a empleados de la rama hacen 

(26) Se designa con el nombre de "gorilatos" a los gobiernos dicta-
toriales en los quo él Ejército o fuerzas paramilitares, abieT 
ta o veladamente, ejercen el poder en apoyo a una persona. 
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darla, ya que son ellos quiénes comparten con el ejecutivo ésa respo 

sabilidad, sin perjuicio de que también intervengan en dichos nombra 

alientos el Senado o los Diputados. Coincidimos con el constituciona 

lista Felipe Tena Ramírez cuando califica al texto de la fracción 

cuarta del precepto de la Carta Magna en comento, de ser un "texto 

obscuro y anticuado" (27) ya que no menciona a los generales, no 

precisa que se entiende por "empleados superiores" y para los efec-

tos de la remoción de los empleados superiores de hacienda, remite 

la fracción II, con evidente falta de técnica jurídica. 

Otro de los nombramientos o designaciones que el presidente de 

la República puede realizar con la aprobación del Senado, se esta 

blece en la fracción IX del articulo constitucional que nos ocupa. 

Esta fracción se encontraba derogada hasta el 31 de diciembre de 

1994. En virtud de las reformas constitucionales que promueve el 

Presidente Ernesto Zedillo Ponce de León, se adiciona esta fracción 

en la antigua fracción novena derogada: el nombramiento del Procura 

dor General de la República antes se encontraba contenido en la 

fracción II del precepto que estudiamos, y el presidente podía ha-

cerlo libremente. La actual fracción IX preceptáa: "Designar, con 

ratificación del Senado, al Procurador General de la República)". 

Es obvio que este funcionario es un intimo colaborador del presiden 

te de la República, ademas forma parte de la Administración Pública 

Federal. Pero también, esta ligado a la administración de justicia, 

ya que tiene el monopolio de la acción penal en materia del fuero 

federal, ademA% do ser parte en el juicio de amparo; por lo que la 

intervención del Senado de la República en su nombramiento contribu 

f27) Ditis jit., pAp. 471. 



112 

ye a la democratización de este órgano de la administración pábli-

ca, aunque hubiera sido deseable que en su conformación intervinie-

ran todos los ciudadanos por medio de alguna fórmula de elección di 

recta. La elección popular del titular del Ministerio Páblico Fede-

ral, contribuirla a la plena autonomía del Procurador General de la 

Repdblica, a su permanencia en el puesto y, lo mas importante, le 

permitirla resistir los embates de los grupos de poder y las presio 

nes provenientes del titular del Poder Ejecutivo. Todo lo anterior 

se traducirla en una mejor justicia. 

Por su parte, y para finalizar con el apartado de los nombrami-

entos en los que se requiere la aprobación del Senado, la fracción 

XVIII permite al ejecutivo federal: "Presentar a consideración del 

Senado, la terna para la designación de Ministros de la Suprema Cor 

te de Justicia y someter sus licencias y renuncias a la aprobación 

del propio Senados". La doctrina que se relaciona con esta fracción 

es escasa, en algunos casos solo se limita a enunciar la fracción, 

y en otros, simple y llanamente la ignora. Esta fracción plantea, 

en principio, el problema de la injerencia del titular del Poder 

Ejecutivo y de los miembros del Poder Legislativo, en los asun-

tos del Poder Judicial' error político-jurídico que es una constan-

te en la vida pdblica de nuestro pala. La división de poderes impli 

ca especialización de las funciones páblicas de administrar, legis-

lar y dirimir las controversias. En efecto para Charles louis de 

Secohdat, barón de la brede, Montesquieu, "En cada Estado hay tres 

clases de poderes: el poder legislativo, el poder ejecutivo de las 

cosas relativas al derecho de gentes, y el poder ejecutivo de las 
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cosas que dependen del derecho civil." <28) En este contexto, cada 

poder, dentro de su esfera competencial puede realizar una serie de 

actos que lo caracterizan. Para diferenciar a los actos administra-

tivos de los legislativos y de los jurisdiccionales se han propues-

to dos criterios: el formal y el material, que segdn el maestro 

Miguel Acosta Romero son: "El método formal (que) consiste en atri-

buirle al acto, la naturaleza del órgano de donde emana, con inde-

pendencia de su contenido o datos esenciales." y "El criterio mate-

rial, intrínseco o esencial, (que) trata de perfilar los caracteres 

específicos de cada uno de esos actos, bas$ndose para ello en las 

notas esenciales que distinguen y caracterizan • cada clase de ac-

tos. " <29) Aunque algunos tratadistas consideran que el sistema 

tradicional de división de poderes se encuentra en crisis, en vir-

tud de que las actividades de los gobiernos en la actualidad exigen 

la coordinación de todos los poderes del Estado para llegar a satis 

facer las necesidades sociales, sin embargo, coordinación, desde 

nuestro punto de vista, no implica supeditación o subordinación. 

Hoy mis que nunca es imperativo que cada poder del Estado sea inde-

pendiente con relación a los otros, con la finalidad de que pueda 

realizar eficientemente sus funciones y servir, en un mundo plagado 

de abusos y arbitrariedad por parte de las autoridades, de contrape 

so a los demás en apoyo de la ciudadanía. La forma en que se enun-

cia la fracción del articulo constitucional en comento, permite, 

aunque veladamente, una injerencia indebida de los Poderes Ejecuti-

vo y Legislativo en los asuntos del Poder Judicial; puesto que fa- 

(28) Montesquieu, Charles Louis de Secondat, Del esplritu de las le 
yes. Versitin castellana de Nicolás EstéYanez, Cplecc. Sepan --
Cuantos.,,191. Editorial Porrda, S,A. México, 1971, pág. 104. 

(29) Acorta Romero, Miguel, Teoría General del Derecho Administraty 
Yo. Primer Curso. 10A Edición actualizada, Editorial Porróa, 
S.A., México, 1991, Oigo. 621-622 
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culta al ejecutivo para que presente "ternas" de candidatos a minis 

tras de nuestro mas alto tribunal a la consideración del Senado, 

quién debe designar de la terna a los miembros de la Suprema Corte-

de Justicia. Esto se presta al juego político, materia de la que da 

baria quedar fuera la designación de las personas que tienen el ho-

nor y la responsabilidad de aplicar la ley e interpretar la Consti-

tución. El criterio injerencista se confirma, cuando advertimos que 

son los poderes Ejecutivo y Legislativo quiénes tienen facultades 

con relación a las renuncias y licencias de los ministros de la Su-

prema Corte de Justicia. Dicho juego politica condiciona que los as 

pirantes a ministros de la Suprema Corte de justicia tengan que par 

ticipar en la politica en apoyo a un partido o facción, lo que trae 

como consecuencia que la lealtad no sea hacia la institución repu-

blicana encargada de tutelar la legalidad y la constitucionalidad, 

sino hacia los políticos a quiénes el ministro deba su cargo. Por 

lo anterior es urgente eliminar esta fracción del articulo 89 de la 

Carta Magna, reformar los articulas constitucionales relacionados 

el Poder Judicial de la Federación para incorporar formas de elec-

ción de ministros de la Suprema Corte de Justicia, en las que exis-

ta una participación de la ciudadanía, quizá a través del voto di-

recto, con la finalidad de rescatar la independencia y dignidad de 

este poder de la Federación. 

Los nombramientos que el titular del ejecutivo debe dar con 

arreglo a las leyes, se mencionan en la fracción V del articulo 89 

de l• Constitución Federal. La fracción quinta establece como pre-

rrogativa del Presidente, la de; "Nombrar a los demás oficiales del 

Ejército, Armada y Fuerza Aérea Nacionales con arreglo a las leyes; 

..." Le defensa nacional es una de las ramas de la Administración 
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Pdblica Federal; el presidente como titular de la potestad ejecuti 

va debe tener facultades para nombrar a dichos oficiales. No debe 

moe olvidar que, además, en nuestro régimen jurídico-político se 

considera al presidente de la Repdblica como el jefe nato de las 

Fuerzas Armadas, por lo que debe contar con los instrumentos jurtdi 

cos para lograr el mas alto fin del pueblo armado: la defensa de la 

soberanía nacional. Es importante destacar que, atento al mandato 

constitucional, estos nombramientos deben sujetarse a las Leyes Or-

gánicas del arma respectiva y a la Ley de Ascensos y Recompensas 

del Ejército y Armada. 

Para finalizar con el apartado relacionado con los nombramien-

tos, comentaremos la fracción XVI del precepto constitucional en es 

tudio, en dicha fracción se faculta al ejecutivo federal para que: 

"cuando la Cámara de Senadores no esté en sesiones, el Presidente 

la Repdblica podrá hacer los nombramientos de que hablan las frac-

ciones 111, IV y IX, con aprobación de la Comisión Permanente;" 

(SO). Esta fracción complementa el contenido de las fracciones 111, 

Y IV, IX, también debe armonizarse con el contenido del articulo 

79, fracción VII, de la propia Constitución. Valgan pues, mutatis 

mutandis, los comentarios vertidos en los apartados relativos a las 

fracciones mencionadas para esta fracción. Sólo debemos agregar que, 

el contenido de esta fracción -la décimo sexta- es incompleto, pues 

to que deberla contener la mención de que los nombramientos realiza 

dos con su apoyo, tendrian carácter provisional hasta que en el pró 

ximo periodo de sesiones la Cámara de Senadores los ratificara. 

(30) La Comisión funciona durante los recesos del Congreso de la -
Unión y so compone de 37 miembros 19 diputados y 18 senadores, 
Artículo 78 de la Constitución Federal. 
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3.3 Facultades en materia de seguridad interior o exterior de-

la noción. 

Estas facultades están contenidas en las fracciones VI, VII y 

VIII del articulo G9 de la Constitución Politica Federal. 

En la fracción sexta se permite al presidente de la Repáblicas 

"Disponer de la totalidad de la Fuerza Armada permanente, o sea 

del Ejército, de la Marina de Guerra y de la Fuerza Aérea, para la 

seguridad interior y defensa exterior de la Federación,". En inti-

me relación con la fracción que antecede, la fracción séptima fa-

culta al jefe del Ejecutivo para: "Disponer de la Guardia Nacional 

para los mismos objetos, en los términos que previene la fracción-

IV del articulo 761" (31). Para complementar las facultades del 

presidente en materia de seguridad interior y defensa exterior de 

Nación, en la fracción VIII del articulo en análisis se le autori-

za al "Declarar la guerra en nombre de los Estados Unidos Mexica-

nos previa ley del Congreso de la Unión,". Coincidimos parcialmen-

te con el comentario del constitucionalista Miguel Lanz Duret, 

cunado afirma en relación con les facultades que estudiamos. "Es-

tos derechos, aunque supeditados a la voluntad del parlamento 

(sic), son los que dan mayor personalidad y fuerza material al Je-

fe del Ejecutivo, puesto que tratándose de la seguridad interior 

puede, para el mantenimiento de la paz póblica y estabilidad de 

las instituciones, movilizar a su arbitrio (32) las fuerzas federa 

(31) Ye rsfisre a la autori,r_acidn que debe dar la Comisidn Perma-
nente para que el Presidente use a la Guardia Nacional fuera-
de sus respectivos Estados. 

(32) El subrayado es nuestro. 
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zas federales y Guardia Nacional de los Estados cuando lo juzgue 

necesario y lo demanden las necesidades del pala." (33) Más adelaa 

te, el mismo Lanz Duret, dentro de su comentario relacionado con 

las facultades que nos ocupan, asienta: "El derecho que tiene el 

presidente de disponer de las fuerzas federales en los conflictos 

internacionales, asi como repeler las agresiones exteriores, lo 

autoriza para tomar el mando directo de las tropas cuando se consi 

dere con capacidad técnica necesaria, pues el es él Jefe Supremo 

indiscutible del Ejército." (33) El motivo de nuestra discrepancia 

con Lana Duret radica en que, nosotros por nuestra parte, conside-

ramos que estas facultades deben estar sujetas a sus mas estrictos 

limites constitucionales y legales. En este contexto destaca el 

contenido del primer párrafo del articulo 129 de nuestra Carta Mag 

na, que prohibe que en tiempos de paz las autoridades militares 

tengan funciones que no se relacionen directamente con la discipli 

no militar, articulo que desafortunadamente se encuentra en proce-

so de transformación. Ademas, consideramos que la guerra en la ac-

tualidad es de amplia especialización tecnológica, por lo que nin-

guna persona, por capaz que sea, puede aspirar a dirigir a un ejét, 

cito en una contienda bélica. 

El requisito de que exista previa ley expedida por el Congreso 

de la Unión, para que el presidente pueda declarar la guerra a un 

Estado es una garantía de que esta facultad no ser♦ utilizada para 

propósitos de carácter individual o por ambiciones de poder. El te 

ma de la utilización de las fuerzas armadas en tiempos de paz es 

de por si polémico, existe una corriente de pensamiento que justi- 

(33) Opus Cit. pipa. 233-234. 
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fica el uso de las Fuerzas Armadas en labores policiacas, e inclu-

so, en la actualidad se redefine el concepto de soberania y se saca 

al Ejército de los cuarteles para perseguir a narcotraficantes; no 

prejuzgamos sobre la licitud o ilicitud de la medida, solo queremos 

decir que en nuestro pais hemos sido mudos testigos de como el titu 

lar del ejecutivo en turno utiliza irresponsablemente al Ejército 

para labores que no se relacionan con la disciplina militar o con 

la seguridad interior o exterior de la Federación. 1968 y 1995 son 

dos claros ejemplos. 

Es evidente, entonces, que estas facultades del presidente de 

la Repablica deben ser ejercitadas con la estricta supervisión de 

nuestros legisladores y bajo la mas estricta responsabilidad presi-

dencial. También se deben crear los controles legales que impidan 

el uso irresponsable de la institución armada; Ademas, es necesaria 

una amplia movilización de la ciudadania para acotar con su repudio 

el uso ilegal de ese gran poder. En este sentido, son alentadoras 

las palabra■ del Secretario de la Defensa Nacional general Enrique 

Cervantes Aguirre, vertidas en el desayuno que las Fuerzas Armadas 

le ofrecieron al Presidente Ernesto Zedillo Ponce de León, con moti 

vo del primer Informe de gobierno, "Somos soldados y estamos para 

obedecer las ordenes que el pueblo, mandante, emite a través de su-

Presidente mandatario." "Sabemos que los actuales deben ser tiempos 

de madurez, de patriotismo y de lealtad, de temple y de unidad. Unl 

dad y concordia para avanzar en la democracia y la recuperación 

social," (34) Palabras que si en la realidad reflejan el sentir de 

(341 Periódico "La Jornada" Nómoro 3940 del Domingo 3 de septiembre 
de 1995. primera plana página 8. Palabras pronunciadas por 0)- 
&41. Enrique Cervantes Aguirre, Secretario dr Ja Defensa. 
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las Fuerzas Armadas, nos permitiran transitar hacia un Estado de 

fuertes instituciones republicanas. 

En lo que a la Guardia Nacional respecta, hay que mencionar que 

esta Institución en la actualidad es inoperante al grado que Juan 

Antonio Martínez de la Berna dice que: "La Guardia Nacional existe 

sólo en la letra abstracta de la Constitución y no en la realidad, 

lo cual prueba una vez más la aplicación del método deductivo, cuya 

resultante es la separación de la teoría constitucional y la reali-

dad nacional." (35) 

3.4 Facultades en materia de política internacional. 

Esta facultad se establece en la fracción X del articulo 89 de 

la Constitución Politica de los Estados Unidos Mexicanos. Esta frac 

cien permite al jefe del ejecutivo: "Dirigir la politica exterior y 

celebrar tratados internacionales, sometiéndolos a la aprobación 

del Senado. En la conducción de tal politica, el titular del Poder-

Ejecutivo observará los siguientes principios normativos: la autode 

terminación de los pueblos; la no intervención; la solución pacifi-

ca de controversias; la proscripción de la amenaza o el uso de la 

fuerza en las relaciones internacionales; la igualdad jurídica de 

los Estados; la cooperación internacional para el desarrollo; y la 

lucha por la paz y lo seguridad internacionales;". Para el estudio-

so Miguel Lanz Duret: "...la facultad de mayor categorta y de mayor 

prestigio que la Constitución ha concedido al Presidente de la Repa 

Mica, en el ejercicio de sus funciones propiamente ejecutivas, us 

(35) Ibídem, pAg. 227. 
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la referente a dirigir con la libertad mas absoluta las relaciones 

diplomáticas del pata ton los demás Estados soberanos, y la de po-

der celebrar tratados internacionales..." Mas adelante afirma que 

lo anterior se ha dado "...no obstante el cercenamiento reiterado 

que se ha hecho de sus facultades (del Poder Ejecutivo) exclusivas 

en beneficio del Poder Legislativo." (36) El comentario de Lanz Du-

ret se vierte en su libro correspondiente a la edición de 1982, an-

tes de que se incorporaran a la fracción en estudio las reformas de 

1988. Coincidimos con el comentario del maestro Lanz Duret, en el 

sentido de que la politica internacional es la actividad que mayor 

categorta y prestigio proporciona al ejecutivo. A través de la poli 

tica internacional los diversos Estados interactóan con el nuestro, 

se da a conocer nuestra ideologia e idiosincrasia, este tipo de ac-

tos son, por ast decirlo, la prueba más palpable de civilización 

y desarrollo intelectual de un pueblo. Discrepamos del autor, cuan-

do afirma que hay un cercenamiento de facultades del Poder Ejecuti-

vo, en beneficio del Poder Legislativo. La dirección de la politica 

exterior de un Estado es una actividad que puede beneficiar o perju 

dicar a toda la población de un pais' como seria el caso de una po-

litica de confrontación con otro Estado que conducirla a bloqueos 

económicos, sanciones internacionales y en casos mas graves, a la 

guerra. Por otra parte, no hay que olvidar que de conformidad con 

lo dispuesto en el articulo 133 constitucional, los tratados inter-

nacionales son ley suprema en nuestro path; solo se limitan por lo 

dispuesto en el articulo 15 de la propia Carta Magna. (37) Por lo 

(36) Opus cit., pág. 235. 
1371 El artículo 15 constitucional prohibe la celebración de trata-

dos para extraditar reos políticos o esclavos, tampoco autoriza 
que se celebren convenios o tratadas que alteren las garantías 



121 

lo anterior, es claro que esta facultad presidencial no debe care-

cer de controles, y en este contexto, es congruente con nuestro ré-

gimen juridtco-constitucional, el que se exija cuentas al jefe del 

Ejecutivo por el uso que se le de dicha prerrogativa. A mayor abun-

damiento, en el sexenio de Carlos Salinas de Gortari se firmó el 

Tratado de Libre Comercio de América del Norte, instrumento mercan-

til internacional que trajo como consecuencia el cierre de gran par 

te nuestra planta productiva y una inmensa pobreza en la población 

del pais. 

El 11 de mayo de 1988 se reformó el contenido de ésta fracción-

introduciendo una serie de principios rectores de derecho interna-

cional, que deben normar la acción del ejecutivo en la conducción 

de la politica exterior. Para Emilio O. Rebasas "los anteriores fun 

damentales principios (sic) son una consecuencia del devenir histó-

rico interno en México y de su actuar internacional..." (38) Dichos 

principios sone el de autodeterminación de los pueblos, la no inter 

vención, la solución pacifica de controversias, la proscripción de 

le amenaza o el uso de la fuerza en las relaciones internacionales, 

la igualdad juridica de los Estados, la cooperación internacional 

para el desarrollo, y la lucha por la paz y la seguridad internacio 

cales. Es evidente que, por primera vez en nuestra historia recien-

te las relaciones internacionales no se dejan la arbitrio del titu-

lar del Poder Ejecutivo. 

A la luz de lo anterior, hay que cuestionaras* el titular del 

•jecuttvo durante al periodo sesenel 1988-1994, y las personas que 

(361 Opue cit., ply. 369. 
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negociaron el Tratado de Libre Comercio, ¿leerían el contenido de 

esta fracción del articulo 89 constitucional? ¿sabrian el significa 

do de los conceptos como "autodeterminación de los pueblos", "coope 

ración internacional para el desarrollo"? La respuesta evidente es 

que no, eran ignorantes del contenido de la Constitución. 

3.5 Otras facultades del Presidente. 

-Facultades de relación politica. 

Esta facultad se consigna en la fracción XI del articulo en co-

mento en los siguientes términos! "Convocar al Congreso a sesiones 

extraordinarias, cuando lo acuerde la Comisión Permanentes". El coft 

tenido de esta fracción debe relacionarse con lo dispuesto en la 

fracción IV del articulo 79 constitucional, en la que se permite al 

Congreso "Acordar por st o a propuesta del Ejecutivo la convocato-

ria del Congreso, o de una sola Camara, a sesiones extraordina-

rias, siendo necesario en ambos casos el voto de las dos terceras 

partes de los individuos presentes. La convocatoria seRalará el ob-

jeto u objetos de las sesiones extraordinarias". Esta facultad tie-

ne como fin la debida coordinación entre los poderes pdblicosi ade-

máti, entre ambos poderes, el Legislativo y el Ejecutivo, existe 

una relación de colaboración en el proceso legislativos si el moti-

vo de convocatoria a sesiones extraordinarias fuese la adecuación 

normativa de una ley, el trabajo conjunto de los poderes redundarle 

en un mejor resultado, actitud que permitiría una rápida solución 

al problema así planteado en beneficio de le colectividad. 
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-Facultades del titular del Poder Ejecutivo relacionadas 

con la Justicia. 

Estas facultades se encuentran establecidas en las fracciones 

XII y XIV del artículo constitucional que analizamos. La fracción 

XII obliga al presidente de la Repóblica a "Facilitar al Poder Judi 

cial los auxilios que necesite para el ejercicio expedito de sus 

funciones;". Para el maestro constitucionalista Ignacio Burgoa, el 

auxilio debe traducirse en: "...la suministración de la fuerza pl-

blica necesaria a efecto de que los jueces y tribunales puedan cum-

plir coactivamente sus determinaciones en cada caso concreto." (39) 

Para nosotros la ayuda del ejecutivo al Poder Judicial debe ir más 

alta. Esta fracción no debe ser interpretada en el sentido restrin-

gido que le asigna el maestro Burgoa, sino al contrario, debe ser 

considerada en la forma mis amplia posible e incluir en la misma to 

da clase de ayuda o colaboración, que permita a los órganos juris-

diccionales cumplir cabalmente con su función constitucional. Es ne 

casarlo transitar hacia un Poder Judicial con verdadero imperio, 

traducido en una capacidad para exigir toda clase de apoyos en el 

ejercicio de sus funciones. 

La fracción XIV autoriza al presidente a: "Conceder, conforme a 

las leyes, indultos a los reos sentenciados por delitos de competea 

cía de los tribunales federales y a los sentenciados por delitos 

del orden comón en el Distrito Federal'''. Existe una tendencia, fru 

to de la ignorancia, que pretende equiparar los vocablos indulto y 

amnistía. Ambas voces jurídicas se refieren a la extinción de la 

(39) Opus cit., pAg. 791. 
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sanción, pero mientras el indulto es un acto particular que se apli 

ca a un individuo determinado; la amnistía es un acto general, de 

caracter legislativo, que se aplica a una pluralidad de personas 

comprendidas en una situación concreta. Siguiendo a Felipe Tena Ra-

mirezi "El indulto consiste en la remisión que hace el ejecutivo de 

una pena en sentencia irrevocable." Mas adelante afirma: "...el in-

dulto no es otra cosa que la dispensa que el ejecutivo se hace de 

propia ejecución. En efecto, el indulto no toca la cosa juzgada ni 

modifica el proceso, ni rectifica la actividad jurisdiccional ya el 

tinguida, sino que únicamente afecta a la ejecución." (40) Hay dos 

clases de indulto, el necesario y el otorgado por gracia. El prime-

ro se otorga por vicios, errores, deficiencias graves en el proceso 

o por la vigencia de una nueva ley mas favorable; el otorgado por 

gracia se reglamenta en la ley ante situaciones especiales. Se con-

sidera que el indulto sólo debe aplicarse ante actos trascendentes 

como son: el heroísmo, los servicios especiales a la nación, etc. 

Por nuestra parte consideramos que seria deseable ver con mas fre-

cuencia la aplicación de la figura jurídica del indulto, rodeada de 

algunas salvaguardas para evitar su mal uso. Para complementar nues 

tro comentario, diremos que el indulto se reglamenta en los artícu-

los del 94 al 913 del Código Penal para el Distrito Federal. 

-Facultades en materia económica. 

Estas facultades se consignan en las fracciones XIII y XV del 

precepto constitucional que se estudia. La fracción XIII autoriza 

al presidente parar "Habilitar toda clame de puertos, establecer 

(40) Opus cit., pág. 373. 
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aduanas marítimas y fronterizas y designar su ubicación," En esta 

fracción se estima que el interés de la Federación es superior al 

de los Estados, por lo que, contraviniendo lo dispuesto en la pro-

pia Constitución sobre el régimen interno de los Estados, se autori 

za al ejecutivo a una posible vulneración de la soberanía estatal 

para la habilitación y ubicación de puertos y aduanas, evitando un 

futuro conflicto de poderes entre las autoridades estatales y las 

federales que pudiera devenir por estas razones. Ademas, ante el lu 

cremento del comercio internacional, en un mundo globalizado econó-

micamente, adquiere inusual importancia la ubicación de puertos y 

aduanas, también, estos rubros son una fuente generadora de divisas 

para cualquier pais, esto explica la facultad que se otorga al eje-

cutivo federal en esta materia. 

La fracción XV faculta al jefe del ejecutivo paras "Conceder 

privilegios exclusivos por tiempo limitado, con arreglo a la ley 

respectiva, a los descubridores, inventores o perfeccionadores de 

algón ramo de la industria," La ratio legis de esta fracción con-

siste en el estímulo que debe otorgarse al esfuerzo individual que 

ayuda al desarrollo técnico del pais, proporcionando la tecnologia 

necesaria para modernizar la planta productiva. La ley a que alude 

esta norma debe ser la relacionada con las patentes y las marcas. 

La exigencia de que, los privilegios sean por tiempo limitado, obe-

dece a que no debe privarse a la colectividad de los beneficios que 

traen aparejados los descubrimientos. 

3.6 La frocción XX. 
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Decidimos estudiar esta fracción en un apartado diferente por 

que, en puridad jurídica, no establece facultad de ningdn tipo a fa 

vor del presidente de la Repóblica. Su razón de ser consiste en ser 

vir de puente entre el contenido del articulo 69 constitucional y 

demás normas de la Carta Magna, en las que se establecen facultades 

y obligaciones, a favor o a cargo, del jefe del ejecutivo. Hecha es 

ta aclaración, nos limitaremos a enunciarla. Esta fracción prescri-

be que el ejecutivo tiene entre sus facultades' "Las demás que le 

confiere expresamente esta Constitución." Sólo debemos agregar que 

esta fracción sobra en nuestra Carta Magna. En efecto, carece de 

sentido toda vez que en nuestro régimen jurídico, las autoridades 

sólo pueden tener aquellas facultades y obligaciones que las leyes 

expresamente les confieren; si en un precepto constitucional se es-

tablecen prerrogativas o cargas para el presidente de la Repdblica, 

éste se encuentra facultado para asumirlas sin requerir de un pre-

cepto "puente" entre el que establece sus facultades y obligaciones 

y los demás artículos que fijan su esfera competencial. 



CAPITULO TERCERO 

"PRESIDENCIAL" MEXICANO POST-REVOLUCIONARIO Y ARTICULO 09 

DE LA CONSTITUCIÓN". 
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"En México, el presidente ocupa el lu 

gar de un rey europeo del siglo XVIII. 

Sus poderes son amplios y su campo de 

acción casi no tiene restricciones." 

Jorge Carpizo. 

1. BREVE RESERA HISTORICA DE LA REVOLUCIM MEXICANA. 

Cuando hicimos el análisis del articulo 89 de la Constitución 

de 1917 (41), dejamos asentados los principales acontecimientos que 

dieron origen a la Revolución Mexicana de 1910. También seguimos 

las incidencias del movimiento revolucionario hasta la promulgación 

de la Constitución de 1917. Para no aburrir al lector y en aras de 

evitar repeticiones, remitimos al capitulo respectivo en los rela-

cionado con el periodo mencionado. Por lo que retomaremos nuestro 

relato con los acontecimientos que tienen lugar posteriormente a la 

promulgación de la Constitución de 1917. 

De acuerdo con La Carta Magna de 1917, se realizan elecciones 

para presidente de la Repdblica, Diputados y Senadores; en estas a 

lecciones resulta vencedor don Venustiano Carranza, quién es nombra 

do Presidente para el periodo del 1° de mayo de 1917 al 30 de novi-

embre de 1920. Durante su gobierno, Carranza tiene que enfrentar a 

"guerrilla" villista y al movimiento campesino encabezado por Emi-

liano Zapata, ademas de diversos problemas derivados de la implemen 

tación de las nuevas leyes. Esto propicie que no Se reparta le tie-

rra entre los campesinos ni se mejoraran las condiciones de los tra 

(41) Ver Infra capitulo II, punto J. 
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bajadores. Su politica exterior es de defensa de los intereses na-

cionales, declarándose por la no intervención y por la unificación 

de los paises Latinoamericanos. Dos puntos, entre muchos otros, obs 

curecen la gestión carrancistai la persecución al zapatismo que cuí 

mina con la comisión al general Pablo González para eliminar al Cau 

dillo del Sur; este general, al no poder sobornar o derrotar mili-

tarmente a Zapata se vale del coronel Jesús M. Guajardo, quién se 

gana la confianza de Zapata, para después asesinarlo en Chinameca, 

Morelos, el 10 de abril de 1919. Mueren los hombres pero no las 

ideas, el lema zapatista "Tierra y Libertad" sobrevivió a su muer- 

te, y hoy en día es de gran actualidad. El otro punto obscuro, es 

que el gobierno de Carranza representó a los intereses de la burgue 

sha democrática, lo que trae como consecuencia que se persiga al 

movimiento obrero y se le reprima. 

Al abrirse la sucesión presidencial, Venustiano Carranza inten-

tó que lo sucediera un civil; el Ingeniero Ignacio Bonilla. Sin em-

bargo el candidato del Partido Liberal Constitucionalista, el gene-

ral Alvaro Obregón contaba con enormes simpatías. En abril de 1920 

la lucha politica se agrave, en Sonora el gobernador Adolfo de la 

Huerta y el general Plutarco Ellas Calles, desconocen al Presidente 

Carranza y proclaman el Plan de Agua Prieta apoyando la candidatura 

de Obregón; el movimiento armado cunde rápidamente por el noroeste 

del paf', Obregón avanza hacia la ciudad de México con sus tropas, 

lo que obliga al Presidente Carranza a huir de la capital con el 

ánimo de refugiares en Veracruz. Carranza no logró culminar su via-

je ya que es asesinado en el trayecto por sus enemigos en contuber-

nio con sus propios hombres, en Tlaxcalatongo, Puebla, el 21 de ma- 
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yo de 1920. 

Con la muerte de Carranza, el grupo revolucionario firmante del 

Plan de Agua Prieta se apodera del pais. El Congreso designa Presi-

dente interino a don Adolfo de la Huerta, quién culmina el periodo 

de Carranza. De la Huerta consolida la paz; los jefes zapatistas re 

conocen al nuevo gobierno, el general Villa se rinde y se retira a 

la hacienda de Canutillo, Durango, que le habla dado el gobierno. 

En este marco se realizan las elecciones, en las que resulta electo 

como Presidente de la República el general Alvaro Obregón para el 

cuatrienio de 1920 a 1924. Con la pacificación del palo y la elec-

ción de Obregón concluye formalmente la Revolución Mexicana. 

2. EL PREDIDENCIALIOMO MEXICANO Y EL ARTICULO 09, EL ABUSO DEL 

PODER. 

Para caracterizar mejor al régimen presidencialista haremos una 

breve comparación con el régimen parlamentario, no pretendemos ago-

tar los temas del presidencialismo y el parlamentarismo, solo nos 

limitaremos a realizar una sucinta exposición de ambos sistemas de 

gobierno. 

El rOgimen parlamentario se distingo por. 

-La existencia de un órgano legislativo denominado parlamento. 

-Que el parlamento designa al órgano ejecutivo. 

-Oue al órgano ejecutivo es colegiado y se llama gabinete, y esta in 

tegrado por un número variable de ministros, cada de uno de éstos 

se encarga de una rama de la administración pública. 
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-El gabinete lo preside un funcionario llamado "Primer Ministro" con 

facultades discrecionales para decidir la conformación del gabinete 

y la órbita de competencia gubernamental ademas, es jefe del partí 

do que domine en el parlamento. 

-El voto de confianza determina la permanencia del gobierno, el de 

censura su renuncia. 

-La dimisión del gabinete y la renuncia del Primer Ministro, pueden 

provocar la disolución del parlamento o una nueva conformación del 

gabinete. 

-No hay identidad entre el jefe de Estado y el jefe de gobierno. 

Ignacio Burgo., citando a Robert G. Newman, dice de éste tipo de ré-

gimen de gobiernos "...La caracterlstice del régimen parlamentario 

hoy dla es la sujeción, la absorción y el control absoluto del Ejecu 

tivo por el parlamento..." (42) 

Por su parte el presidencialisso se caracteriza por, 

En esta forma de gobierno a la función propiamente administrati-

va se le agade la investidura de Jefe de Estado. Para los constitu-

cionalistas Jorge Carpizo y Jorge Madrazos "Las notas caracteristi-

ces de un sistema presidencial puro son Las siguientes: 

a) El Presidente de la República es a la vez jefe de Estado y je 

fe de gobierno. 

b) El presidente de la República es electo por el pueblo. 

c) El presidente de la República nombra y remueve libremente sus 

secretarios de Estado. 

d) El presidente de la República y sus secretarios de Estado no 

son políticamente responsables ante el Congreso. 

i42) Opus Cit., pAg. 734. 



132 

e) El Presidente y sus secretario de Estado no pueden ser al mis 

mo tiempo miembros del Congreso. 

f) El Presidente puede pertenecer a un partido político distinto 

al de la mayorta del Congreso. 

g) El presidente no puede disolver el Congreso, pues de lo con- 

trario estorba dando un golpe de Estado; si el Congreso diera 

un voto de censura al presidente, esto no lo obliga a renun- 

ciar." y agregan. "Todas estas características las reune el 

sistema presidencial mexicano, por lo que es válido clasificarlo co-

mo puro." (43) El eminente maestro constitucionalista Ignacio Durgoa 

nos dice con relación al presidencialismoo "Los atributos que confi-

guran jurídicamente al sistema presidencial los establece claramente 

la Constitución de 1917. Así, el Presidente de la Replblica es elegj 

ble directamente por la voluntad popular mayoritaria ( Art.81 ); el 

Poder Ejecutivo Federal se depósito en un solo individuo, quien li-

bremente puede designar y remover a sus colaboradores más inmediatos 

llamados Secretarios de Estado ( Art. $9, frac. II )0 y el conjunto 

de atribuciones constitucionales con que ésta investido le asigna el 

papel trascendental de ser el 'Supremo administrador pdblico, el re-

presentante del Estado Mexicano y el responsable directo ante el pue 

bto.' La esfera de sus facultades jurídicas es tan extensa que abar-

ca todos los ramos administrativos que se conjugan y compenetran en 

la compleja vida de la nación..." (44) En relación con el tema que 

nos ocupa, el maestro Migual  DO  la  Madrid Hurtad') afirma que; "En el 

régimen presidencial, el Ejecutivo participa con independencia en la 

(43) Carpizo, Jorge y Jorge Madrazol Derecho Constitucional, Colec-
ción Introducción al Derecho Mexicano. Instituto de Investiga-
ciones Jurldicas-UNAM., 14 reimpresión. págs. 46-47. 

(44) Ibídem, pág. 734. 
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dirección politica; a diferencia del régimen paralmentario, en donde 

el Ejecutivo est& subordinado en buena parte al legislativo..." (45) 

Ante tan autorizadas voces, solo nos resta agregar por nuestra parte 

que el sistema presidencial mexicano, tal y como se encuentra imple-

mentado en nuestro pais no sólo es una estructura jurídica o politi-

ca, sino un conjunto de usos y costumbres que configuran el culto a 

un hombre todopoderoso, el presidente de la Repóblica. 

Las amplias facultades, legales y extralegales, que el sistema 

permite al titular del Ejecutivo Federal han sido ejercidas en forma 

discrecional, cuando no en abierta confrontación con el régimen le-

gal y el interés popular. Baste una rapida mención de la labor de 

los titulares de la Presidencia de la Repóblica, desde Alvaro Obre-

gón hasta Carlos Salinas de Gortari, para darnos cuenta que el abuso 

del poder ha sido la regla y no la excepción. También es importante 

destacar, en pro de la objetividad, que es incuestionable que los pe 

riodos de gobierno a los que nos vamos a referir, tuvieron aspectos 

positivos, algunos, quiza, determinantes para el interés nacional. 

el objeto de nuestro estudio nos impide agotar el tema del presiden-

cialismo, por lo que nos limitaremos a delinear algunos rasgos dis-

tintivos de los periodos presidenciales. Hecha la aclaración entra-

mos en materia. 

-ALVARO ORREA614 < 1920-1924 1. 

En su periodo presidencial se firma el Convenio Pe la Huerta-La 

(45) De lo Madrid Hurtado, Miguel' Elementom de Derecho Constitucio- 
nal, la. Edicidn, 	 México, 1982, pAp. 393, 
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mont, con el que se logra la simpatía de Estados Unidos hacia nues-

tro país. Se reanudan las relaciones diplomáticas con el vecino del 

norte por medio de los Tratados de Sucareli. Se impulsa a los sindi-

catos y surgen dos poderosas organizaciones obrerasu la Confedera-

ción Regional Obrera Mexicana y la Confederación General de Trabaja-

dores. 

La sucesión presidencial, en el aRo de 1923 en la que compiten 

Plutarco Ellas Calles y Adolfo de la Huerta, desemboca en una revuel 

ta encabezada por De la Huerta en Veracruz. Obregón derrota a los su 

blevados. 

-PLUTARCO EL1A8 CALLES < 1924-1920 ). 

Funda el Banco de México y el Sanco de Crédito Agrícola. Enfren-

ta graves conflictos con las compaRlas petroleras y con el clero, és 

te Mimo conflicto va a derivar en la Guerra Cristera, en la que ca 

Cólicos de los Estados de Michoacán, Jalisco y Colima se levantarón 

en armas al grito de ni Viva Cristo Rey !fi esta guerra tuvo una dura 

ración de tres anos, de 1927 a 1929. También reforma el estatuto de 

gobierno del Distrito Federal, abandonando el sistema municipal. 

Además, durante su gobierno, en el momento de la sucesión presi-

dencial de 1927, se reformó la Constitución permitiendo la reelec-

ción del presidente de la Repóblica con la finalidad de preparar el 

camino para el nuevo periodo de gobierno de Obregón. Los generales 

Arnulfo Gómez y Francisco Serrano, que también aspiraban a la presi-

dencia, se rebelarán en octubre  de 1927 pronunciándose en contra de 
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la reelección. Serrano y Go mez fueron vencidos y fusilados. 

En julio de 1928 se realizan las elecciones y resulta triunfador 

Alvaro Obregón. Cuando Obregbn celebraba su triunfo en el restauran-

te "La Bombilla" en San Angel, Distrito Federal, fue asesinado. En-

tonces se da un importante acontecimiento que da vida al "abuelo" 

del actual Partido Revolucionario Institucional, el PNR, e inicia la 

estructuración del poder presidencial por cauces institucionales, el 

Presidente Plutarco Ellas Calles declara que con la muerte de Obre-

gón termina el caudillismo y se inicia la era de las instituciones. 

-EMILIO PORTEO OIL 1920-1929 ). 

A la muerte del Presidente electo, el Congreso designa como Pre-

sidente interino al Licenciado Emilio Portes Gil, quien toma pose-

sión de su cargo el t. de diciembre de 1928. Durante su administra-

ción finaliza la Guerra Cristera, también, crea la Universidad Nacio 

nal Autónoma de blexico, 

Con él se inicia el llamado "maximato", que es una época en la 

la cual, Portes Gil y los dos siguientes gobernantes, Ortiz Rubio y 

Rodríguez, ■e encuentran bajo el control de Ellas Calles; el pueblo 

para caracterizar • esta situación, acusa la siguiente frasee "aqui 

esta el que gobierna, pero el que manda este ahí enfrente". 

-PASCUAL ORTIZ RUBIO 1930-1932 ). 

La elección de Ortiz Rubio marca un hito en la historia de miel- 
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tro pais, a él lo lleva al poder la "maquinaria" del Partido Necio 

nal Revolucionario. Originalmente se le eligió para el periodo del 5 

de febrero de 1930 al 30 de noviembre de 1934, pero los problemas po 

Micos y el excesivo tutelaje del general Ellas Calles, motivan que 

el 2 de septiembre de 1932 presente su renuncia. 

-ABELARDO RODIUGLIE2 ( 1932-1934 ). 

Intensifica el reparto agrario, expide la Ley del Salario Mínimo 

y la Ley del Servicio Civil. Funda el Departamento Agrario e inicia 

operaciones durante su gestión Nacional Financiera y el Banco Nacio-

nal Hipotecario de Obras Públicas, durante su gobierno se reformó la 

Constitución para ampliar el periodo presidencial de cuatro a seis 

aRos. Como puntos obscuros del gobierno de Rodriguez, destacan el 

apoyo a las grandes empresas capitalistas y el fortalecimiento de la 

burguesía nacional. 

-LAZAR° CaRDENAS DEL R10 ( 1934-1940 ). 

Termina con el "maximato" expulsando al general Ellas Calles del 

pais. Da un fuerte impulso al reparto agrario, durante su gestión 

surgen la Confederación de Trabajadores de México y la Confederación 

Nacional Campesina, se reorganiza el Sanco Nacional de Crédito Eji-

dal y se crea el Departamento de Asuntos Indígenas, se expropia y se 

nacionalista la industria petrolera y el sistema ferroviario del Pa-

lo, se protesta por las agresiones de los Estados poderosos en con-

tra de paises débiles, se restructura al Partido Nacional Revolucio-

nario transformandolo en Partido de la Revolución Mexicana, y se co- 
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loca en Al a gente de diferente ideología, organiza a los obreros y 

a los campesinos incorporándolos como apoyo al P.R.M., además, sentó 

las bases del presidencialismo tan prestigiado en su época y tan ne-

fasto en la actualidad. 

-MANUEL AVILA CAMACHO < 1940-1946 ). 

Su gobierno se caracteriza por el interés en la unificación na-

cional. Lucha contra el analfabetismo, inicia grandes proyectos de 

industrialización, renueva a Nacional Financiera y se impulsa al Dan 

co de Comercio Exterior, se establece el Instituto Mexicano del Segu 

ro Social, enfrenta la guerra con las potencias del Eje fascista lo 

que permite implementar el servicio militar obligatorio. 

-MIGUEL ALEMAN VALDEZ < 1946-1952 ). 

Durante su régimen se intensifica la industrialización del pais. 

Se construye Ciudad Universitaria, se ofrecen garantías a la inver-

sión de capitales, se procede a la rehabilitación de los ferrocarri-

les nacionales, se crea el Sanco del Ejército y el Agrícola Ganade-

ro, se reorganiza la industria azucarera, se instala la Comisión 

Nacional del Maiz, se pone en operación la hidroeléctrica de lxtapan 

tongo y se terminan las obras de las refinerías de Poza Rica, Vera-

cruz y Salamanca, Guanajuato. Su contribución a la llamada cultura 

politica consiste en la lealtad que se le debe al presidente, y que 

tan nefasta es en nuestros dios ya que los individuos que acceden a 

los puestos de poder se olvidan de la lealtad a las institw.ic,nos ne 

cionales, y sólo le 'ion fieles, a veces en forma vergonzante, al pro, 
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sidente de la Repóblica sin importar los intereses que represente. 

Ademas, durante su periodo se instituye el rumor como medio de difu-

sión politica. No debemos olvidar que encabeza un intento de reele-

girse. 

-ADOLFO RUIZ CORTINES ( 1952-1958 ). 

Procura consolidar los logros económicos, sin embargo, paradóji-

camente, durante su régimen disminuye el valor adquisitivo de la mo-

neda ante el incremento indiscriminado de precios. Con él se estable 

ce la costumbre de criticar al antecesor en el gobierno. La politica 

de neutralización del antecesor se pone en marcha. 

-ADOLFO L6PEZ PIAMOS ( I958-1964 ). 

Continda con la reforma agraria, edifica obras de riego, carrete 

ras, obras para dotar de agua y luz eléctrica a las poblaciones mar-

ginadas. be dan facilidades para el desarrollo de nuevas industrias, 

se dan seguridades a los inversionistas, se establecen los precios 

de garantía, se estimula la inversión y la estabilización monetaria, 

se pone en marcha un amplio programa de educación ~liceo en lo re-

lacionado con la politica exterior, los principios de "no interven-

ción" y de "libre autodeterminación" regulan las relaciones de Méxi-

co con otros paises. 

López Meteos hace de la negociación 14 estrategia politica, Pro-

viene de la clase media y comprende a todos los estratos sociales, 

se identifica con la gente, por lo que hay una corriente de simpatía 
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entre el pueblo y su gobernante. Sin embargo, durante la segunda mi-

tad de su periodo de gobierno reprimió a los grupos obreros. 

-GUSTAVO DIA/ ORDAZ 1964-1970 ). 

Su gobierno estuvo colmado de problemas políticos y sociales. La 

concentración de la riqueza se incremento y se acumuló en unas cuen-

tee manos; tanta problemas con los campesinos; con los sindicatos in 

dependientes; descuido los aspectos sociales. No tuvo cuidado con la 

educación, lo que desembocó en problemas estudiantiles; ante la orga 

nización de los jovenes estudiantes el gobierno de Diez Ordaz respon 

de con la cerrazón, misma que culmina con la represión del 2 de octu 

bre de 1966, acto que sirve para calificar al gobierno de Diez Ordaz 

como intolerante. 

-LUIS ECHEVERRIA ALVAREZ 1970-1976). 

Ambigüedad es la nota característica de su gobierno. Su lema de 

campana "Ni izquierda ni derecha, arriba y adelante", así lo demues-

tra. Desde su campana rompe con su antecesor. Trató de gobernar y po 

nerse en contacto con las mayorías, se apoya fundamentalmente en el 

sector social, lo que provoca problemas económicos y resistencia del 

sector empresarial; esto trae como consecuencias inflación, éxodo de 

capitales y falta de apoyo a las politices gubernamentales. Durante 

su mandato tiene lugar la matanza del jueves de Corpus en el ano de 

1971, también enfrenta problemas de guerrilla que surgen a raiz da 
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los problemas derivados de la masacre de Tlatelolco en 1968. 

-JOB. LÓPEZ PORTILLO Y PACHECO ( 1976-1982 ). 

Dificil momento le toca a López Portillo para gobernar; hereda 

de su antecesor la guerrilla y la inflación. Las presiones políticas 

se convirtieron en foco de inestabilidad constante, la lucha armada 

de grupos clandestinos genera miedo entre la población y la forma de 

enfrentar el problema es todavía peor, mas miedo y represión. En lo 

económico bajo el lema de "debemos prepararnos para administrar la 

abundancia" derivada del petróleo nacional, se endeuda al país ele-

vando la deuda externa a niveles alarmantes. En lo politica impulsa 

la reforma electoral, con lo que se abre a la participación politica 

a otros partidos. Nacionalización de la Sanca, crisis económica y 

elevada inflación, aunada a una severa crisis politica con las im-

pronta. de su gobierno. 

-HIOUEL DE LA MADRID HURTADO ( 1902-1900 ). 

Su gobierno se caracteriza por la llegada de los tecnocratas al 

poder. Destacan de su oferta politica dos tesis fundamentales "Reno-

vación moral" y la de "Democratización integral de la sociedad", 

ofertas que nunca se cumplen. Su gobierno es de austeridad económica 

debido a la elevada inflación. Se dice que carecía de experiencia pg 

Mica, por lo que el peco político de su sexenio lo lleva Manuel 

Dartlett Diaz y el económico Carlos Salinas de Gortari. Se entregó 

el pais lentamente a los grupos empresariales, en materia de politi- 



141 

ca exterior, nuestro país cae bajo el orea de influencia de los Esta 

dos Unidos de América. Se obedecen los dictados de nuestros vecinos-

del Norte, los del Fondo Monetario Internacional y los del Sanco Mun 

dial en forma vergonzante y antipatriótica. 

-CARLOS SALINAS DE GORTARI ( 1969-1994 ). 

Caracterizar el periodo de gobierno de Carlos Salinas de Gortari 

es bastante difícil. Llegó al poder en una de las más severas crisis 

del sistema político y bajo la denuncia de un gran fraude electoral. 

Con golpes magistrales de negociación política se afianzó al poder; 

privilegió a los grupos de presión económica, al grado que durante 

su sexenio mas mexicanos ingresaron a las listas de multimillonarios 

de la revista "Forbes°, se firmé el Tratado de Libre Comercio con Ca 

nada y Estados Unidos, se privatizaran áreas estratégicas de la eco-

nomía del país como la telefonía en forma poco clara, se vendieron 

empresas propiedad de la nación a empresarios particulares bajo sos-

pecha de corrupción en su venta, se reformarán las leyes nacionales 

para privilegiar al inversionista extranjero. En contraste, se incra 

mento como nunca el nómero de pobres, los programas sociales oficia-

les fueron utilizados con fines electorales, los asesinatos políti-

cos minaron la fe de las mayorías en el sistema, Salinas de Gortari 

contrato deuda externa a espaldas del Congreso vio tesobonos, lo que 

va a provocar una severa crisis económica; esta ultima circunstancia, 

y la insurrección armada del Ejército Zapatista de Liberación Nacio-

nal rompen con el encanto del salinismo, al grado que le cuestan la 

nominación para dirigir la Organización Mundial de Comercio. 
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-ERNESTO ZEDILLO PONCE DE LEÓN ( 1994 -? ) 

Sustuituye al desaparecido Luis Donaldo Colosio en la candidato 

ra a la Presidencia de la Repóblica. Sus lemas de campaRa "Bienestar 

para tu familia", "lo voto por la paz" y "Como lo hizo, el sabe como 

hacerlo" penetran en la población y le dan una holgada victoria en 

la elección presidencial. Inicia su sexenio bajo una profunda refor-

ma del sistema legal mexicano: crea en el Poder Judicial el Consejo 

de la Judicatura, órgano encargado de las cuestiones administrativas 

en ése poder; reforma la Ley Orgánica del Poder Judicial, impulsa re 

formas a las leyes civiles, penales y mercantiles. A esta labor le-

gislativa, le aRade una labor de orden político apoyando el diálogo 

con el Ejército Zapatista de Liberación Nacional y la Mesa para 

la "Reforma del Estado". Su gobierno no ha estado exento de altiba-

jos. Problemas con el de las carteras vencidas, la violencia políti-

ca y los derivados de la aplicación de la politica económica han 

generado severas criticas a su gestión. Por nuestra parte considera-

mos que es demasiado pronto para juzgar con objetividad la labor de 

gobierno de Ernesto Zedillo Ponce de León, a la sana distancia 

-después de que concluya su periodo presidencial- se podrá juzgar 

con mejores elementos su labor gubernamental. 

Este breve recorrido por los gobiernos de nuestro pais de 1920 a 

1994, nos impide intentar una tipología aceptable del fenómeno del 

presidencialismoi por lo que recurriremos • la autorizada voz de don 

Daniel Costo Villegas, eminente politólogo mexicano y estudioso del 

sistema político nacional, quien nos dice; "..,las dos piezas funda-

méntales del sistema político mexicano son un poder ejecutivo -o, 
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más especificamente, una presidencia de la Replblica- con facultades 

de una amplitud excepcional, y un partido oficial predominante."(46) 

Es necesario, entonces, ahondar en las causas que permiten al Jefe 

del Ejecutivo ser la figura politica predominante en la escena de la 

vida pdblica nacional; nuestra opinión es que dichas causas son, en-

tre otras, las siguientesi 

-El centralismo exagerado que permite que toda la vida politica 

del pato gire en torno de la institución presidencial. 

-La subordinación de los miembros del Congreso a la figura del 

presidente; recurramos nuevamente a Daniel Costo Villegas, para ex-

plicar este fenómenos "Los candidatos a diputados y senadores desean 

en general hacer una carrera politica, y como el principio de la no 

reelección les impide ocupar el mismo lugar en el Congreso por mucho 

tiempo, se sienten obligados a distinguirse por su lealtad al parti-

do y al Presidente para que, después de servir tres anos como diputa 

dos, puedan pasar en el senado otros seis, y de allí, digamos, otros 

tantos de gobernadores de sus respectivos estados o alcanzar un pues 

to administrativo importante."(47) 

-La conformación de la Suprema Corte de Justicia, en la que sus 

miembros requieren del favor presidencial ya que el ejecutivo puede 

Intervenir en sus nombramientos de acuerdo con la fracción XVIII, 

del articulo 69 constitucional, y en sus asuntos por medio del Conse 

jo de la Judicatura, órgano en el que tiene representación. 

-Las funciones de administración que la ley le confiere al Presi 

dente lo convierten en el principal motor económico de la nación. 

-La aubordinacIón de las Fuerzas Armadas del pata a su mandato, 

(46) Costo Villegas, Daniel; El Sitema político Mexicano, 2A Edición 
Editorial juaqufn ~tia,  S. A., Máxico 1972, pág 21 

(47) Ibídem, pág. 29. 
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reconociendo, con carácter institucional, la supremacía del poder ci 

vil sobre el militar. 

-El fuerte aparato propagandístico que a través de los medios má 

sivos de comunicación -oficiales y privados- sirve para montar campa 

Ras de apoyo a los programas presidenciales o para promover la ima-

gen del mandatario en turno. 

-Por medio de la Secretaria de Hacienda y Crédito Plblico concen 

tra el ingreso nacional, lo que obliga a los Estados a recurrir al 

presidente para solucionar los problemas de índole económica que ten 

gan. 

-La enorme gama de facultades legales que le conceden la Consti-

tución y las leyes secundarias. 

-Las reglas no escritas del sistema que le permiten escoger a su 

su sucesor y a los principales actores políticos del país. Se niega 

la existencia de estas reglas, pero con relación al tema el constitu 

cionalista Feliciano Calzada Padrón dice: "Sin que necesariamente es 

tas reglas se encuentren escritas, y tampoco porque tengan carácter 

Juridico, de todas maneras existen y se perciben en cualquier ambien 

te político, al punto que llegan incluso a conformar y/o modificar 

la razón de ser o de actuar de instituciones creadas por la ley fun-

damental." tole) 

-Es el dirigente nato del partido oficial -el PRI-, lo que le 

permite disponer de un gran aparato estructural para uniformar a los 

órganos electorales del país. 

-Le corresponde dirigir la politica internacional del país, sin 

contrapesos de ninguna especie debido a la subordinación, o al prado 

Hal Calzada Padrón, Feliciano, Derecho Constitucional, la. Edición-
Editorial liarla, 6.4, de C.V., MIxico, 1992, pág. 149. 
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minio de los miembros del Partido Revolucionario Institucional, en 

el Congreso. 

-Gobierna por medio de funcionarios delegados, puesto que nadie, 

ni en los Poderes Legislativo o Judicial, °sarta desobedecer una or-

den presidencial. 

-La existencia de una relación o liga patriarcal entre el pueblo 

y "papá gobierno" encarnado en la figura del titular del Ejecutivo 

en turno. 

-La ignorancia politica del pueblo mexicano, debido a una defi-

ciente educación cívica, que impide que los derechos constituciona-

les y legales se ejerciten a cabalidad. 

-La disposición de fondos de la llamada "partida secreta". 

Quien mejor define esta situación es el estudioso Jorge Carpizo, que 

afirma, "Podemos decir, en una forma general, que en México el presj 

dente tiene en sus manos toda la materias agraria, internacional, lá 

boral, educativa, minera, petrolera, de electrificación, de hacienda 

;Milico, politica monetaria y de crédito publico, seguridad social y 

culto religioso. Es el jefe del Ejército y de hecho de su partido. 

Nombra a los personajes políticos, diplomAticos, judiciales y milita 

res més relevantes del país. Es quien tiene el ejercicio de la ac-

ción penal y quien decide las situaciones mas importantes para la nft 

ción, como la declaración de guerra; legisla en los casos de energen 

cia; y aun en tiempos normales es el colegislador mAs importante, ya 

que la mayoría de las leyes fueron proyectos suyos." (49) 

Con lo interior, queda claro que, a la par de las facultades y 

obligaciones que se regulan en el articulo 69 constitucional, el ore 

i49) Carpito, Jorge, La Constitución de 1917, 9a. Edición. 
Editorial Parad, 8,A., México, 1995, pág. 282. 
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sidente de la Repdblica tiene una variada gama de "poderes" deriva-

dos de los usos y costumbres del sistema polttfto mexicano y que, 

unidas a las facultades legales, configuran una especie de cuasi-die: 

tador o porque no decirlo un semi-dios sexenal. No siempre se ha he-

buen uso de estas facultades legales y extralegales, por parte del 

presidente en turno, es mas, algunas de ellas se han utilizado en 

abierta violación a la ley; es en el uso de los "poderes" que el sis 

tema confiere al ejecutivo y en el abuso de las facultades legales, 

donde se configura el mal endémico que los mexicanos hemos venido pa 

deciendo a lo largo de nuestra historia: el abuso de poder. 

3. OTRAS ATRIBUCIONES PRESIDENCIALES DERIVADAS DE LA CONSTITUCIÓN 

Como no son materia de nuestro estudio solo las mencionaremos, 

con la finalidad de complementar el estudio doctrinal del presiden-

cialismo mexicano. 

-Articulo 27 de la Constitución Federal. De este articulo se 

desprenden como facultades del titular del Poder Ejecutivo: la ex-

propiatoria; la de regular los asentamientos humanos; la de otorgar 

concesiones para el aprovechamiento de los recursos naturales del 

pais; la de establecer reservas nacionales y suprimirlas; la de de-

clarar la nulidad de contratos y concesiones relativas al aprovecha 

miento de aguas y riquezas naturales de la nación; y la de proponer 

magistrados para el Tribunal Superior Agrario, con la aprobación del 

Senado. 

-Articulo 29 de la Carta Magna. Autoriza al presidente para que, 

en los casos que especificamente regula, y con las formalidades que 
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mogate, suspenda las garantías individuales en todo el pais o en un 

lugar determinado por medio de prevenciones generales, sin contraer 

se a un individuo en particular. 

-Articulo 33 constitucional. Permite al titular del Poder Ejecu 

tivo expulsar de manera inmediata y sin juicio previo, a los extrae. 

jeros cuya permanencia juzgue inconveniente para el país. 

-Articulo 71 de la Ley Fundamental Mexicana. Faculta al jefe 

del Ejecutivo para iniciar leyes o decretos ante el Congreso de la 

Unión. 

-Articulo 72 de la Constitución Federal. Establece la obliga-

ción para el Presidente de publicar las leyes aprobadas por el Con-

greso y la facultad de veto a las mismas leyes. Ademas, prohibe al 

ejecutivo, realizar observaciones a las resoluciones del Congreso o 

de alguna de las Cimeras cuando funcionen como cuerpo electoral o 

jurado. 

-Articulo 73, fracción VIII. 

tratar créditos para regulación 

sión o en los casos de emergencia 

constitucional. 

-Articulo 122, fracción VI, inciso (a). Aqui se autoriza al ejg 

cutivo para nombrar al jefe del Distrito Federal, sometiendo el noa 

bramiento a la aprobación de la Asamblea de Representantes del Dis-

trito Federal. 

-Articulo 131, segundo párrafo de la Constitución Politica del 

pais. Faculta al Presidente de la Repóblica para legislar en la mate 

ria económica, en los casos que regula, y siempre que se afecte al 

comercio exterior, la economia del pais, la producción o se obtenga 

cualquier otro beneficio para el pais. 

Permite al ejecutivo federal con- 

monetaria, operaciones de conver- 

que se regulan en el articulo 29 
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"La libertad polttica....la determina 

cierta distribución armónica de los 

tres poderes." 

Montesquieu. 

A) NECESIDAD DE LA REFORMA. 

A lo largo del presente trabajo nos hemos compenetrado con el 

exceso de prerrogativas, legales y extralegales, que se establecen-

a favor del Presidente de la Repdblica. También, hemos destacado lo 

exiguo de las obligaciones que se consignan a cargo del referido ó,r.  

gano del poder. A pesar de que en el Titulo Cuarto de la Constitu-

ción se proveen los supuestos de la responsabilidad de los servido-

res públicos, es evidente, de la simple lectura de los artículos 

constitucionales relativos, que el presidente de la Repóblica exce-

de dicho marco referencia'. También se dice en la doctrina que el 

juicio de amparo es una de las limitantes al poder presidencial pe-

ro, como vimos en las páginas interiores, el titular del Ejecutivo 

tiene una intervención destacada en los asuntos del Poder Judiciall 

Además, debido a la limitación que le impone la fórmula Otero, el 

juicio de amparo es poco efectivo para frenar al ejecutivo. Lo ante 

rior nos permite albergar serias dudas sobre la afirmación del refe 

rido sector doctrinal. El constituyente de 1917 no pretendió creer-

una especie de "Frankaistein" político en la institución presiden-

cial, por el contrario, ya en los debates de la Asamblea Constitu-

yente de 1917 se vislumbraba la posibilidad de que el titular del 

Poder Ejecutivo Federa' excediera el marco legal y constitucional. 

Ya lo advertía el diputado David Pastrana Joimes en su intervención 
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en los debates relacionados con el articulo 89 de la Constitución, 

"Lo que hemos hecho aquí al maniatar al poder legislativo, quedará 

incompleto si no procuramos también oponer una restricción, una ba-

rrera, un limite al poder ejecutivo. El ejecutivo, tal como lo deja 

mos en nuestra Constitución, no es un poder fuerte, como se ha di-

cho, es un poder absoluto, y a través de nuestra historia y conoci-

mientos bien sabemos todos, y esta en nuestra conciencia, que un po 

der absoluto es un poder débil, por que es un poder odioso..." (50) 

Palabras que, hoy mis que nunca, pesan en las mentes y en los cora-

zones de los mexicanos, ante la imposibilidad de lograr que el pre-

sidente de la Repóblica rinda cuentas de su actuación. 

Para el estudioso de la politica mexicana Daniel Cosio Villegas 

es necesario que: "Dadas las amplísimas facultades, legales y extra 

legales, del presidente de la Repdblica, y dado el abrumador predo-

minio del partido politico oficial, apenas puede exagerarse si se 

afirma que al problema político mas importante del México actual es 

contener y aun reducir en alguna forma ese poder excesivo... " (51) 

Lo dicho, a pesar de que requiere una adecuación a nuestra cambian-

te realidad -en la actualidad el Partido Acción Nacional le disputa 

la hegemonía al Partido Revolucionario Institucional, por el voto 

te) popular-, todavía se encuentra vigente en el México de hoy. 

A pesar de algunas holagileRas reformas al precepto constitucio-

nal que comentamos, entre las que destaca la realizada el 31 de di- 

(50,) P01avicini, Feliz F., Historia dm la Constitucido de 1917, Ge-
nocito. Integración del Congreso. Debates Completos. "71134443 In-
tegro Origina] y Reformas Vigentes". Tomo II. México, 1930. --
pág. 399 y siguientes. 46a. sesión ordinaria, 10-enero-1917. 

(511 Opus Cit., pág. 60. 
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ciembre de 1994; todavía se establecen en la norma constitucional 

que estudiamos un exceso de prerrogativas a favor del presidente de 

la Repdblica. Si a lo anterior le agregamos los poderes que el sis-

tema otorga al jefe del ejecutivo, entenderemos con facilidad el 

porque debemos someter a éste poder a mayores controles legales. 

Si México aspira a llegar al siglo XXI como un pais democráti-

co, es necesario sujetar las amplias facultades presidenciales al 

imperio de la ley. La reforma al articulo 89 de nuestra Carta Magna 

seria, o deberla ser, el primer paso de ése gran esfuerzo. 

8) TEXTO SUGERIDO. 

Articulo 89.-Las facultades y obligaciones del Presidente son 

las siguientes' 

I. Promulgar y ejecutar las leyes que expida el Congreso de la 

Unión, sin alterarlas ni modificarlas y respetando su esencia cons-

titucional; y proveer en la esfera administrativa a su estricta ob-

servancia; 

II. Nombrar y remover libremente a los secretarios del despacho. 

Nombrar y remover, con respeto a sus derechos laborales, a los de 

mas empleados de la Unión cuyo nombramiento o remoción no este de-

terminado de otro modo en la Constitución o en las leyes; 

111. Nombrar y remover, con la aprobación de las dos terceras 

partes de los miembros del Senado, a los empleados superiores de ha, 

cienda, y a los funcionarios superiores de cualquier dependencia a 

su cargo que intervengan, bajo cualquier titulo, en la conducción 

de la politica económica nacional; con excepción hecha de los secre 
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tarios del despacho; 

IV. Nombrar y remover a los ministros, agentes diplomáticos y 

cónsules generales, con la aprobación de las dos terceras partes de 

los miembros del Senado; 

V. Nombrar, con la aprobación de las dos terceras partes de los 

miembros del Senado, a los coroneles y demás oficiales superiores 

del Ejército, Armada y Fuerza Aérea Nacionales; 

VI. Nombrar a los demás oficiales y suboficiales del Ejército, 

Armada y Fuerza Aérea Nacionales con estricto apego a las leyes de 

la materia; 

VII. Designar, con la ratificación del Congreso de la Unión, al 

Procurador General de la República; 

VIII. Cuando el Congreso de la Unión o la Cimera de Senadores 

no se encuentren en sesiones, el presidente de la República podré 

realizar los nombramientos a que se refieren las fracciones H i tt', 

IV, V y VII, con la aprobación de la Comisión Permanente. Los nom-

bramientos de las fracciones IV y VII solo se consideraran definitl 

vos hasta que se sometan, en el próximo periodo de sesiones, al Se-

nado y al Congreso de la Unión, respectivamente; 

IX. Disponer de la totalidad de la Fuerza Armada permanente, o 

sea del Ejército terrestre, de la Marina de Guerra y de la Fuerza 

Aérea, para la seguridad interior y defensa exterior de la Federa-

ción. Para utilizar a la Fuerza Armada permanente para la seguridad 

interior de la Federación, solo podrá hacerlo previa declaración de 

la emergencia en los términos del articulo 29; 

X. Disponer de la Guardia Nacional para los mismos objetos y 

con idénticos limitaciones que en la fracción anterior, acatando lo 

dispuesto en la fracción IV del articulo 76; 
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XI. Declarar la guerra en nombre de los Estados Unidos Mexica-

nos, previa ley del Congreso de la Unión que deberé ser aprobada, 

en cada una de las Unieras, por el voto de las dos terceras partes-

de sus miembros componentes; 

XII. Informar a la Nación de cualquier circunstancia excepcio-

nal que altere la institucionalidad o la paz social, tomar las medk 

das para enfrentarla y presentar un informe pormenorizado de los he 

chos al Congreso de la Unión o a la Comisión Permanente, en los re-

cesos del Congreso; 

XIII. Dirigir la politica exterior y celebrar tratados interna-

cionales, sometiéndolos a la aprobación de las dos terceras partes 

de los miembros del Senado. En la conducción de la politica interna 

cional mexicana, el titular del Poder Ejecutivo observará los si-

guientes principios: la autodeterminación de los pueblos; la no in-

tervención; la solución pacifica de controversias; la proscripción 

de la amenaza o el uso de la fuerza en las relaciones internaciona-

les; la igualdad juridica de los Estados; la cooperación internacio 

nal para el desarrollo; y la lucha por la paz y seguridad interna-

cionales; 

XIV. Convocar al Congreso de la Unión a sesiones extraordina-

rias, cuando lo acuerde la comisión permanente; 

También podré, como medida extraordinaria de caricter excepcio-

nal, disolver al Congreso de la Unión por dos veces como méximo, pa 

ra lo que deberé sujetarse as 

a) La expedición de un decreto fundando y motivando su decisión. 

b) El decreto forzosamente deberé acompagarse con la convocato-

ria a nuevas elecciones en un plazo que no deberé exceder de 

sesenta días. 
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El primer acto del nuevo Congreso de la Unión será revisar el 

decreto de disolución, para ese efecto la Cámara de Diputados se 

erigirá en cámara dictaminadora y la de Senadores en cámara reviso-

ra; en caso de profunda discrepancia entre ambas cámaras del Congre 

so de la Unión, deberá resolver el pleno de la Suprema Corte de Jus 

ticia de la Nación en sesión póblica. El voto desfavorable de la ma 

yorla absoluta en las cámaras o la resolución en contra de la Supre 

ma Corte, tendrá como consecuencia la destitución del Presidente; 

XV. Facilitar al Poder Judicial todos los auxilios que requiera 

para el ejercicio expedito de sus funciones; 

XVI. Conceder, conforme a las leyes, indultos o conmutar las 

sentencias a los reos sentenciados por delitos de la competencia de 

los tribunales federales, y a los sentenciados por delitos del or-

den comón en el Distrito Federal, previos los siguientes requisitosi 

a) Que exista sentencia en firme con la autoridad de cosa juzga 

da. 

b) Dictamen favorable del órgano encargado de la Readaptación 

Social. 

c) Informe del juzgado o tribunal que impuso la sentencia; 

XVII. Garantizar el derecho a la información en los términos 

del articulo Lo. Para ese efecto el Presidente deberá abrir los ar-

chivos de todas las oficinas bajo su cargo a la libre inspección de 

los particulares, quiénes podran obtener copia de lo que en ellos 

se asiente, Quedan exceptuados de esta disposición aquellos documen 

tos que pudieran comprometer la seguridad nacional; pero, cuando ya 

no representen riesgo, deben ser puestos a disposición del pdblico; 

XVIII, Habilitar toda clase de puertos, establecer aduanas mar; 

timas y fronterizas y designar su ubicación. Si se viola con esta 
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conducta la soberanía de algón Estado se deberá fundar y motivar la 

decisión; 

XIX. Conceder privilegios exclusivos por tiempo limitado, con 

arreglo a ley de la materia, a los descubridores, inventores o per-

feccionadores de algón ramo de la industria o de la ciencia; 

XX. Someter a referéndum popular todo proyecto de ley que se re 

lacione con la organización de los poderes páblicos, o cualquier 

proyecto de tratado internacional que afecte la estructura económi-

ca o politica de la Nación. En este último caso, también deberá in-

formar, en los términos de la fracción XII del presente articulo, 

sobre las negociaciones tendientes a instrumentarlos. 

Entre las modificaciones que introducimos al precepto en estu-

dio, destacan las siguientes' en la fracción I se obliga al presi-

dente a no alterar ni modificar las leyes y a respetar a su esencia 

constitucional; en las fracciones segunda, tercera, cuarta, quinta, 

sexta, séptima y octava agrupamos lo relacionado con los nombramiea 

tos y remociones, conjuntando estas normas que se encontraban dis- 

persas 	en el cuerpo del articulo 89 de la Constitución; ademas, 

agregamos la obligación de que ciertos nombramientos se realicen con 

la aprobación de las dos terceras partes de los miembros de la Cáma-

ra de Senadores; en el caso del Procurador General de la Repáblica, 

introducimos la obligación de que su nombramiento sea ratificado por 

el Congreso de la Unión debido a las características especiales de 

dicho funcionario, como son' ser el órgano persecutor de los delitos, 

el abogado de la Nación y parte en los juicios de amparo, por lo que 

consideramos que en su nombramiento debe participar el Congreso de 

la Unión o, incluso, avanzar hacia una elección directa de este fun- 



156 

cionario pdblico. En las fracciones novena, décima y décima primera 

consignamos las facultades en materia de seguridad nacional, con las 

restricciones de que, cuando se utilice a las Fuerzas Armadas para 

la seguridad interior de la nación, se debe declarar previamente el 

estado de emergencia a que alude el artículo 29 constitucional; en 

el caso de la declaración de guerra, agregamos que sea previa ley 

aprobada en cada una de las Camaras, por el voto de las dos terceras 

partes de sus miembros componentes; adicionamos, en la fracción dé-

cima segunda la obligación a cargo del ejecutivo de informar a la na 

ción de cualquier circunstancia que altere la vida de la nación y en 

la fracción décimo séptima se obliga al presidente a garantizar el 

derecho a La información en los términos del articulo sexto conutitu 

cional. Con relación a este tema citaremos a Norberto hobbio, quién-

afirma quet "El tema mas interesante, en el que verdaderamente se 

puede poner a prueba la capacidad del poder visible de develar el po 

der invisible, es el de la publicidad de los actos del poder, que, 

como se ha visto, representa el verdadero y propio momento de cambio 

en la transformación del Estado moderno de Estado absoluto en Estado 

derecho." (82); la adición de la fracción décimo cuarta puede pare-

cer extraña en un régimen democrático, e incluso generar amplia Ole 

mica, ya que faculta al ejecutivo para disolver al Congreso de la 

Unión, pero, debido a los cambios que tienen lugar en nuestro pais, 

no seria imposible que en el futuro estuviéramos gobernados por un 

presidente perteneciente a un partido político y por un Congreso cu-

yos miembros pertenezcan a otro partido, para Maurice Duvergeri "La 

amenaza de la disolución es, para los diputados, el comienzo de la 

<52) Bobbio, Norberto/ u futuro de la democracia. 2a. reimpresión. 
la. Edicidn en español. r.c.E„ Ildhdco, 1991., pág. U0 
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prudencia. Además la disolucion permite encontrar un desenlace fácil 

y lógico a los eventuales conflictos entre las asambleas y el ejecu-

tivo, por medio del arbitraje de los electores." (53) Además, esta 

esta facultad se rodea de diversos ".:andados" para evitar que se abu 

se de ella como son: la posible destitución del ejecutivo, el nómero 

limitado de veces en que se puede utilizar, etc.; en la fracción dé-

cimo sexta, para otorgar los indultos incorporamos una serie de re-

quisitos, como son: que haya sentencia con autoridad de cosa juzga-

da, dictamen positivo de las autoridades administrativas e informe 

del juez o tribunal que conoció de la causa. Por ultimo en materia 

de innovaciones, introducimos la obligación relativa a que, los pro-

yectos de ley que afecten la estructura de gobierno o los tratados 

internacionales que modifiquen nuestro sistema económico o político, 

deben ser sometidos a referéndum popular, entendiendo al referéndum 

como el "voto directo de los ciudadanos de un pais para ratificar 

sus leyes o Constitución." Con la incorporación de esta figura jurl-

dica a la constitución, ya se han alzado diversas voces en nuestro 

pais como la del Secretario de Gobernación Emilio Chuayffet Chemor 

(54). 

Estamos conscientes que las modificaciones que proponemos regule 

ren de una adecuación legislativa más profunda al contenido de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. También, es 

indudable que el contenido de la reforma que proponemos no es peL 

fecta, sino perfectible; y no agota todos los temas relativos al fe- 

(53) Duverger, Maurice, Inotitucionme Politices y Derecho Constitu—
cional, Ediciones Ariel, 6.A,, Espafte, 1962., pdp, 169. 

(54) Periódico La Jornada nómero 4145, del 22 de marzo de 1996. PAIII 
na principal y 6. 



158 

nómeno de acumulación de poder en la persona del presidente de la 

República. El expositor del derecho debe tener la humildad para reco 

nocer sus limitaciones y, en caso de ser necesario, fragmentar su ob 

jeto de estudio para el mejor entendimiento de una institución jurl-

dica. Con nuestra exposición consideramos, sin ufanarnos, que cumplí 

mos con el propósito de la presente tesis. 

Debemos meditar en las palabras de Carl Schnitto "La distin-

clan de poderes...Es e1 principio organice destinado e asegurar, ml 

ponerse en práctica, la moderación y controlabilidad de todos los 

órganos de poder del Estado." y agrega que: "En la distinción de po-

deres hay que considerar...una separación de las autoridades superio 

res del Estado y de sus competencias; después, el establecimiento de 

una vinculación de influjo y contrapeso recíprocos..." (55) Para el 

lector atento el presente trabajo introduce elementos nuevos en el 

articulo 69 de la Constitución Politica de los Estados Unidos Mexica 

nos. Elementos que deberán ser tomados en consideración a la hora de 

legislar sobre las facultades y obligaciones del presidente de la R. 

pública. 

(55) Schmitt, n'ir], Teoría de la Constitución, Alianza Editorial, 
s.n., Madrid, EspaRa, 1982., pág. 166. 
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1.-A través de las diversas etapas de nuestra historia la fun-

ción ejecutiva ha estado investida de una serie de facultades, que 

en su conjunto, integran la esfera competencia! del llamado Poder 

Ejecutivo. 

2.-Las facultades que históricamente se le han reservado al Eje-

cutivo soni la promulgación de leyes, la publicación de las mismas, 

el nombramiento de ciertos colaboradores, la seguridad interior y el 

terior de la nación, la conducción de la politica exterior, la direc 

ción de las Fuerzas Armadas, le declaración de guerra y el indulto a 

delincuentes en el Ámbito de su competencia. 

3.-La esfera competencial del titular del Poder Ejecutivo no ha 

variado sustancialmente desde la antiguedad hasta nuestros dios. 

4.-En algunos documentos fundamentales que tuvieron vigencia po-

sitiva en nuestro pais, con excelente técnica juridica, se hacia la 

distinción entre prerrogativas, facultades y obligaciones del órgano 

ejecutivo. 

5.-No consideramos prudente retomar la distinción entre prerroga 

ovas, facultades y obligaciones en virtud de que la Constitución de 

1917 tiene casi 79 anos de vigencia positiva, con algunas adiciones 

y reformas, por lo que ya existe una costumbre juridica con relación 

al tema en nuestro país. 

6.-En el articulo 89 de la Carta Magna vigente, en sus diversas 

fracciones, se regula lo relacionado con las facultades y obligacio-

nes del Presidente de la República. 

7.-La esfera competencial del jefe del Ejecutivo se complementa 

con el contenido de otros articulo; constitucionales en nuestro régl 

men político-jurídico. 

9,-También existen un conjunto de usos y costumbres, que podría- 
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mos llamar "metaconstitucionales°, derivados del sistema político na 

cional y que en unión de las facultades jurídicas conforman la esfe-

ra total de poder del Presidente de la República. 

9.-En diversas etapas históricas de nuestro pais, se habla teni-

do la necesidad de contar con un sistema de instituciones jurtdico-

politices fuertes. Es en este contexto de nuestra historia en el que 

debemos encuadrar al presidencialismo. 

10.-En sus tiempos de mayor prestigio, el presidencialismo era 

una institución benéfica para el pais. En la actualidad se ha trans-

formado en un lastre para las instituciones democratices en México. 

11.-En ocasiones, el titular del Poder Ejecutivo ha violentado 

las instituciones jurídicas y políticas de nuestro pais ya que se ca 

rece de reales controles institucionales que puedan servir de contra 

peso a su poder. 

12.-Es necesario, entonces, instituir mayores controles jurídi-

cos que permitan frenar el excesivo poder que nuestro sistema pollti 

co asigna al Presidente. 

13.- Es en este contexto en el que se justifica una reforma al 

articulo 89 de la Constitución Politica de los Estados Unidos Mexica 

nos, ya que es en este precepto constitucional, en sus diversas trac 

clones, en el que se plasman las principales facultades y obligacio-

nes que se asignan al Presidente. 

14.-Estos controles deben partir tanto de los representantes po-

pulares, el Congreso de la Unión, como de la sociedad civil, por me-

dio de las figuras jurídicas del plebiscito y el referéndum, y sin 

ajustarse a rtgidas fórmulas jurídicas, entendiendo al derecho como 

la herramienta por excelencia para lograr este fin. 
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